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“Análisis del marco constitucional y legal en la extracción de recursos naturales no 




El presente trabajo de investigación pretende analizar el Marco Constitucional y Legal en la extracción de 
recursos naturales no renovables en áreas protegidas, específicamente en los Bloques 31 y 43 del Parque 
Nacional Yasuní. Para ello es indispensable estudiar las normas de protección ambiental presentes en el 
Constitución del Ecuador del 2008, artículos en la Ley Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y 
Vida Silvestre, Ley de Gestión Ambiental, Ley de Desarrollo Agrario, Ley de Hidrocarburos, sus 
reglamentos y más decisiones de las funciones del Estado que conducen a un inminente modelo 
extractivista. Será necesario establecer el contexto histórico de la actividad extractiva del petróleo y del 
Parque Nacional Yasuní como antecedente para esta problemática; la Reserva de Biósfera Yasuní, Zona 
Intangible Tagaeri-Taromenane, y la situación jurídica de los Gobiernos Autónomos Descentralizados y 
Comunidades Indígenas vinculado a la actividad extractiva en el PNY, incluyendo la intermitente 
presencia de pueblos en aislamiento voluntario. Además, con las entrevistas se podrá determinar el 
conocimiento legal que se tiene respecto a esta problemática. Y por último la propuesta resulta en un 
instructivo de procedimiento para la extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas. 
 
Palabras Claves: 
1.- Parque Nacional Yasuní 
2.- Extracción 
3.- Áreas Protegidas 
4.- Petróleo 
5.- Comunidades Indígenas 
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El presente trabajo de investigación está dirigido a estudiantes y profesionales del Derecho, así como a 
todos los interesados en la problemática jurídica que genera el interpretar el marco constitucional y legal 
de la extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas, en el que se incluye los bloques 
31 y 43 del Parque Nacional Yasuní. 
La investigación pretende ubicar las normas con rango constitucional, así como las diversas normas de 
carácter legal y reglamentario de la legislación ecuatoriana referentes a la posibilidad de extraer recursos 
naturales no renovables en áreas protegidas, es decir, encontrar el procedimiento legal viable, y de existir 
constatar que está siendo aplicado en el área a investigar. 
La coyuntura actual, incluyendo la dependencia del país al extractivismo petrolero como fuente de 
ingresos en las últimas cuatro décadas, y la falta de Derecho positivo que regule esta actividad, además de 
los vacíos constitucionales y legales y por último la inobservancia en la aplicación de las normas 
existentes, reflejan la ineficacia en el manejo de los recursos y de la ley. 
El presente tema de investigación resulta imperante en su estudio, pues no es de ninguna manera un tema 
de novísima aparición, pero tampoco ha tenido la profundización suficiente por parte de juristas o quienes 
están a cargo del manejo de la estructura del Estado. 
Se empezará por ubicar el contexto histórico que rodea esta problemática, los aportes y desaciertos del 
pasado que sirvieron para la creación del Parque Nacional Yasuní, además, de la situación de los pueblos 
en aislamiento voluntario quiénes se encuentran intermitentemente en este sector. 
A continuación se realizará un análisis de la naturaleza jurídica que involucra el procedimiento en 
cuestión, tomando en cuenta las normas de la Constitución, las normas de protección ambiental presentes 
en la Ley de Gestión Ambiental, la Ley Forestal y sus reglamentos. 
Inmediatamente, es necesario conocer la situación en la que se encuentran ajenos a la administración 
pública central, los Gobiernos Autónomos Descentralizados con jurisdicción en los bloques 31 y 43 del 
Parque Nacional Yasuní, así como también de las comunidades indígenas que habitan y tienen derecho 
sobre esas tierras.  
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Previo a concluir el presente trabajo, y como eje central del mismo se planteará un análisis del 
procedimiento jurídico y administrativo para la extracción de petróleo en los bloques 31 y 43 seguido en 
la Asamblea Nacional a petición del Presidente de la República. 
Por último la propuesta responde a una necesidad jurídica de que exista un Instructivo concordante con 
las normas de rango Constitucional y Legal que encamine a estudiantes, profesionales en Derecho y 
demás personas involucradas en la extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas, en 
















 EL PROBLEMA 
 
1.1. Planteamiento del problema 
El problema en cuanto al marco constitucional  y legal en la extracción de recursos naturales no 
renovables  en áreas protegidas se encuentra en la interpretación que tanto la administración del Ejecutivo 
realiza a las diversas normas constitucionales, legales y normativas, en el caso Yasuní con la solicitud de 
declaratoria de Interés nacional por parte del Presidente de la República, acompañada de la Declaratoria 
de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional, además de la posible consulta popular que se 
puede llegar a dar en caso de aceptar la solicitud ante la Corte Constitucional. 
Con la presencia de Leyes, que resultan obsoletas por el constante afincamiento de una conciencia global 
de protección ambiental restringiendo la actividad extractivista de los países en desarrollo como la Ley 
Forestal y de Conservación de Áreas Naturales y de Vida Silvestre y la Ley de Gestión Ambiental con 
respecto a la Constitución de Montecristi de 2008 y el respectivo Plan Nacional del Buen vivir 2009-
2013, surge el inconveniente de poder armonizar normas que prevén permisos y restricciones en la 
actividad petrolera respetivamente. 
Además, en el caso Yasuní aparece de manera intermitente la presencia de pueblos aislados 
voluntariamente, cuyas libertades fundamentales están al amparo de Instrumentos Internacionales y de la 
misma Constitución. 
La misma incoherencia y mala interpretación de muchas normas tanto del Estado como de los opositores 
a la extracción promueven el desquebrajo jurídico que estamos viviendo en el presente caso. 
El espacio donde se ubica el problema en cuestión, además de servir  de modelo para futuros problemas, 
son los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní, por lo que es necesario investigar todo el esquema 
jurídico aplicable, que por supuesto servirá de referente ante posibles nuevas iniciativas.  
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1.1.1. Formulación del problema 
¿Los procedimientos en la extracción de recursos naturales no renovables en el caso de los Bloques 31 y 
43 del Parque Nacional Yasuní se han sometido generándose una legalidad y legitimidad del impacto 
ambiental, jurídico y su incidencia en la economía del país? 
1.2. Objetivos 
1.1.1 Objetivo general   
 
Analizar la aplicación del ordenamiento jurídico Constitucional, Internacional y legal que contengan las 
normas en los procedimientos para la extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas, 
en el caso de los Bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní.  
 
1.1.2 Objetivos específicos 
 
OE1 Identificar las normas que reconocen a la naturaleza como sujeto de Derechos y la situación de las 
comunidades indígenas en aislamiento voluntario mediante el procedimiento que se sigue la Presidencia 
de la República, la Asamblea Nacional y los Ministerios de ramo en la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas en el bloque 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní. 
OE2 Determinar la estabilidad jurídica con que cuentan las Empresas encargadas de la Extracción 
Petrolera para su operación en las áreas protegidas de los bloques 31 y 43 mediante entrevistas a 
representantes de las mismas.  
OE3 Explicar la iniciativa de Consulta Popular ya presentada para la aprobación o no, de la extracción de 
petróleo en los Bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní.  
 
1.3. Justificación 
Los resultados que broten motivo de la presente investigación serán de extremada importancia en el 
mundo jurídico, tanto para profesionales del Derecho, estudiantes y quienes tengan a su cargo el problema 
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de resolver la naturaleza jurídica en los procedimientos constitucionales, legales y administrativos en la 
extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas. 
La trascendencia del trabajo investigativo radica fundamentalmente en la ausencia de obras similares que 
permitan solucionar la incertidumbre en la coyuntura actual, y la naturaleza jurídica de esta actividad 
requiere sustentación legal que dirija el procedimiento extractivo de ser el caso. 
Los objetivos planteados, tanto el general como los específicos, responden al momento político actual que 
como es de suponerse pretende maniobrar con la naturaleza jurídica de la actividad, especialmente con la 
solicitud de declaratoria de interés nacional de la extracción de recursos naturales no renovables en los 
bloques 31 y 34 del Parque Nacional Yasuní por parte de la Presidencia de la República en Agosto del 
2013, y el pedido que se tramitó posteriormente en la Asamblea Nacional. 
Otro de los puntos que justifican de manera implícita la investigación es la protección ambiental y el uso 
de las herramientas técnicas que  permitan un bajo impacto en las actividades, suponer la existencia de 
casos y proyectos similares, amparados en normativas existentes que hayan sido formuladas por la 
empresa estatal Petroamazonas EP. 
Tampoco podemos dejar de lado el aspecto económico, ya que nuestra matriz productiva pese a los 
constantes cambios sobre todo en el Plan Nacional del Buen Vivir, se mantiene con saqueos irracionales 
hacia los recursos naturales no renovables, con el componente especial de ser una zona protegida, y la 
distribución que se daría de los recursos hacia los Gobiernos Autónomos Descentralizados y las 
comunidades allí asentadas, en el caso del Yasuní con una producción anual de cerca de 275 millones de 
barriles de petróleo, según la solicitud del Presidente de la República de declaratoria de interés nacional 








2.1. Fundamentación teórica 
Al origen del problema se lo puede ubicar como primer punto desde la perspectiva legal porque si bien la 
constitución, leyes laborales, leyes de conservación ambiental, convenios internacionales y más 
reglamentos propenden a la protección y al eficaz ejercicio de los derechos en los procedimientos 
constitucionales y administrativos de la naturaleza en las áreas protegidas y de las comunidades 
aborígenes, el  Estado en ejercicio de sus funciones interpreta dicha normativa en favor de las necesidades 
económicas del momento, así se “relajan los controles ambientales y laborales, ofrecen subsidio, garantizan 
protección y estabilidad jurídica a las trasnacionales” (Boron, 2013, pág. 42) 
“Los estragos ambientales y sociales producidos por el desenfrenado productivismo desarrollista y extractivista 
conmovieron profundamente a las sociedades latinoamericanas” (Boron, 2013, pág. 90). Corresponde al punto 
de vista de los Derechos de las Comunidades Aborígenes y de la misma ciudadanía, que dentro de este 
mismo procedimiento de extracción de los recursos naturales en el Parque Yasuní motivó a que varios 
grupos ecologistas alcen su voz de protesta y  se propongan hacer uso de un derecho constitucional en 
cuanto a la solicitud de una consulta popular. 
La causa más frecuente del problema es que no se realiza un adecuado análisis técnico- jurídico que 
permita conocer la eficacia de una propuesta en la extracción de este tipo de recursos, sino que la presión 
económica obliga que a toda costa se obtengan los recursos necesarios para amortiguar el presupuesto del 
Estado y que incluso la ambición es mucho más alta, ya que en este caso “se puede afirmar que el cálculo 
del valor total de la explotación petrolera del Yasuní-ITT, se infravaloró, pues según varios especialistas se situaría 
en 10 veces más, es decir en alrededor de 70.000 millones” (Revista Democracia: Audio. 2013) 
Al encontrarse un deterioro en el seguimiento de las directrices en el marco constitucional y legal del 
Ecuador y una inobservancia a lo que bien puede existir pero no es aplicado, existen problemas que se 
van a derivar de  los antecedentes mencionados, como pueden ser “abrir legalmente los parques nacionales 
del Ecuador a la actividad petrolera; recortar el Parque Nacional Yasuní, al excluir de sus interior las áreas 
destinadas a trabajos petroleros; engañar a la opinión pública nacional e internacional al entregar el territorio a 
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grupo nativo huaorani, pero reservándose el derecho de extraer en el área, lo cual redujo este acto a una entrega 
meramente ficticia”. (Centro de Educación Popular, 1997, págs. 303,304) 
La afectación de a quién y a qué se afecta en el primer caso es a las comunidades ubicadas en los bloques 
a explotarse, y a la misma naturaleza porque si bien existe protección de derechos hacia las comunidades, 
la ciudadanía y más novedoso aún la concesión de la titularidad de derechos a la naturaleza resulta 
insuficiente lo dicho ya que es necesario un apego legal y responsable de la normativa pertinente que no 
es sólo una falla de este gobierno sino de los demás insertos dentro del bum petrolero ya que “con el 
tiempo, las normativas legales han sido adecuadas a las nuevas situaciones sociales, políticas y económicas”.  
(Jorgenson, Marcial, Ormaza, & Villaverde, 2005, pág. 73) 
La solución es imperante en apego estricto a la Constitución y al Plan Nacional del Buen Vivir, de que se 
ajuste y se llene los vacíos a existir para que se sigan los procedimientos adecuados para la aprobación de 
la extracción de recursos naturales no renovables en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní, y 
así hacer verídico lo que consta en la Petición de la Presidencia de la República hacia la Asamblea 
Nacional para la declaratoria de interés nacional donde consta que los “los Bloques 31 y 43, no implicaría de 
ningún modo, la violación de los derechos de la naturaleza y el derecho de los ciudadanos a vivir en un ambiente 
sano, pues es deber fundamental y vocación del Gobierno hacer cumplir rigurosamente la legislación ambiental, 
que provee múltiples instrumentos para precaver cualquier impacto ambiental y proteger íntegramente el medio 
ambiente”. 
2.1.1. Antecedentes de la investigación 
Si bien no existe una investigación tan profunda sistematizada desde el punto de vista constitucional y 
legal en la extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas como el parque Nacional 
Yasuní, éste presente trabajo investigativo se sustentará  capítulo a capítulo  con referencias de estudios 
concernientes al tema. 
En cuanto a la enunciación general de la normativa del Ecuador, carente de un estudio particularizado 
encontramos en el libro Biodiversidad y Mecanismo para su Conservación, un capítulo  relacionado a la 
“Legislación aplicable a la conservación de la Biodiversidad”.   (Cáceres, Cueto, & Falconí, 2007, págs. 13 - 16) 
Un tanto desactualizado pero aun así merece reconocimiento por el aporte que da al estudio de la 
Constitución de 1998, el libro “Petróleo y Poder: En colapso de un lugar singular llamado Yasuní”,  
relacionado a las disposiciones del ambiente y recursos naturales a sus protección, el manejo del sistema 
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nacional de áreas protegidas y el proceso de consulta previa informada en casos como el que se pretende 
indagar en esta investigación que de manera lógica responderá a la vigencia y avance de la actual 
Constitución del Ecuador de 2008. 
Así también en cuanto a la identificación de los artículos pertinentes a la Conservación y Protección de 
los Derechos de la naturaleza, que se encuentran en  la Ley Forestal de Conservación en Áreas Naturales 
y Vida Silvestre, Ley Forestal, Reglamento General de Aplicación de la Ley Forestal y de Conservación 
de Áreas Naturales y Vida Silvestre y Ley de Gestión Ambiental, sin las últimas reformas ya que la 
edición de éste libro “Parque Nacional y Reserva de Biosfera Yasuní”, data del 2005. 
Como también la actividad que rodea la protección y el ejercicio de los derechos de la comunidades 
aborígenes que se encuentran en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní en contra punto con el 
desconocimiento de sus intereses por parte de las autoridades como lo pone en evidencia la siguiente tesis 
“Gobernanza ambiental y conservación de la naturaleza; un caso de control territorial indígena en el Parque 
Nacional Yasuní”. 
2.1.2. Definición de términos básicos 
1.- Ley Ambiental: Se considera como ley ambiental a la “la creación, modificación, transformación y 
extinción de las relaciones jurídicas que condicionan el disfrute, la preservación y el mejoramiento del ambiente 
[…] Su objetivo político es conjugar el desarrollo ambiental con el económico y tiene como […] objeto el estudio de 
las relaciones del hombre con la naturaleza” ( Caferrata, Nestor ( http://www.cima.org.ar/Vocabamb.htm)) 
2.- Constitución: Existen diferentes definiciones y conceptos que se originan a través de este palabra, sin 
embargo, en términos del Derecho y en concordancia con los autores (Carbonell & Guim), se dirá que la 
Constitución es un sistema de gobierno que rige en cada Estado donde se organizan los poderes públicos 
y se crean ordenanzas y estatutos para gobernar algún cuerpo o comunidad. 
3.- Recursos naturales: Según (Cabanellas, 2008), los recursos naturales son: “materias primas explotadas 
y fuentes de energía o de riqueza no utilizadas todavía […] las minas, los bosques, cursos de agua, animales 
salvajes y cuantos elementos no dependen en su producción o existencia del trabajo del hombre, son los recursos 
naturales de un territorio.”  
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4.- Área natural protegida: “Son los espacios físicos que las diferentes leyes tutelan especialmente para lograr 
su protección y conservación para su disfrute actual y de las futuras generaciones. En éstas áreas se limitan las 
actividades humanas y en algunas caso se las prohíben”. (Ghersi, 2008, pág. 21) 
5.- Parque Nacional: Es espacio territorial designado con el fin de conservar las especies, animales y 
vegetales. En el ámbito legal, (Cabanellas, 2008) lo define como “aquellos sitios o parajes excepcionalmente 
pintorescos, forestales o agrestes del territorio nacional a los que el Estado concede dicha calificación, con el 
objeto de favorecer su acceso por vía de comunicación adecuadas y de respetar y hacer que se respete la belleza 
natural del paisaje, la riqueza de su fauna y de su flora y las particularidades geológicas e hidrológicas”. 
6.- Comunidades Indígenas: (Cabanellas, 2008), define como un “grupo de indios puros que se mantiene 
coherente en zonas rurales, y con gran frecuencia cual parias sociales, por cuanto su actividad no es espoleada con 
métodos de educación y de integración con los pobladores de procedencia europea, más o menos, lejana” 
7.- Naturaleza: Se encuentra varias definiciones para esta  palabra, entre ellas se menciona que es “el 
conjunto de todo lo existente, orden universal, índole natural, origen territorial, […] los legisladores establecen que 
son las cosas que se encuentran en sí mismas inmovilizadas, todo lo que está incorporado al suelo de manera 
orgánica, y todo lo que se encuentra bajo el suelo sin el hecho del hombre”.  
8. Petróleo: Se define como un líquido oleaginoso, de color negro, e inflamable. (Cabanellas, 2008), 
explica que el petróleo es de “importancia decisiva para las industrias y el comercio, la necesidad bélica en los 
modernos ejércitos motorizados.  […] los países exportadores de petróleo constituyen una especie de monopolio 
mundial” 
9.- Aislamiento Voluntario: (Becker) lo define como “la imposibilidad de un yo organizado, o que ha estado 
sujeto a una separación completa desde su nacimiento y en las fases fundamentales de su desarrollo”. 
10.- Hidrocarburo: Son compuestos químicos de origen orgánico como el petróleo o gas natural y están 
sujetos a “una legislación especial, en algunos países la explotación de los hidrocarburos queda reservada al 
Estado, el que lleva a cabo directamente o por vía de concesiones. Se encuentra también múltiples normas 
especiales en materia de elaboración, transporte y comercialización delos distintos tipos de hidrocarburos”. 
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11.- Consulta Popular: (Orozco) la define como un “instrumento previsto por la Constitución y la Ley de 
Planeación para recoger las aspiraciones y demandas de la población, y de esta manera lograr la participación de 
los diversos sectores sociales en el sistema nacional de planeación democrática”. 
2.2. Variables 
2.2.1. Variables independientes 
Es  necesario diseñar una propuesta de indicadores para validar la aplicación del ordenamiento jurídico 
Constitucional, Internacional y legal de la siguiente manera: 
 
 Nivel de aplicación de las Normas Constitucionales, Internacionales y legales referidas al tema. 
 Número de Procedimientos seguidos en la Presidencia, Asamblea Nacional y demás Instituciones 
del Estado. 
 Impacto económico en el país. 
 Número de Comunidades indígenas y en aislamiento voluntario en la zona. 
 Nivel de conocimiento de la normativa Nacional pertinente por parte de las Empresas dedicadas a 
la extracción de petróleo. 
 
2.2.2. Variable dependiente  
Ilegitimidad en los procesos constitucionales y administrativos, seguidos en la Presidencia de la 
República y la Asamblea Nacional, además de diferentes estamentos estatales, en el caso de la extracción 
de recursos naturales no renovables en áreas protegidas como lo que ocurre en los Bloques 31 y 43 del 






2.2.3.  Operacionalización de las variables  
  
Cuadro 1 
Modelo de matriz de operacionalización de variables 
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3.1. Determinación de los métodos a utilizar 
Para las actividades de este estudio, se tomará en cuenta dos tipos de modalidades, la bibliográfica 
documental y la investigación de campo. En la primera se analizará folletos, libros, revistas, artículos, 
trabajos investigativos, seminarios, reportajes e información proveniente del internet. Y la segunda se 
ejecutará utilizando entrevistas.  
De igual manera se utilizará la investigación empírica  con el método de observación, y la investigación 
teórica que permite hacer una serie de conclusiones referente a la problemática a tratar.  
Para la recolección de datos es necesario utilizar el método cualitativo, con técnicas como entrevistas y 
observación directa. El método cualitativo permite que el investigador obtenga un conocimiento directo 
de la  aplicación de las normas en la casuística de esta tesis. 
3.2. Población y muestra 
Para la presente investigación intervienen diferentes actores que aportan con información para cumplir 
con los objetivos planteados. 
 
 Un profesional del derecho que nos hablará sobre el procedimiento administrativo que se exige 
para la aprobación de la extracción de recursos no renovables en áreas protegidas. 
 Un representante de un grupo ambientalista que defienda los intereses de la naturaleza y de los 
grupos aborígenes que se encuentren afectados. 




3.3. Técnicas e instrumentos de la investigación 
 Para este análisis se utilizará la técnica de Gabinete y Documental que tiene el propósito de 
recoger información de libros, folletos, periódicos, revistas, películas videos, antologías, 
estadísticas, casetes patrón, discos, etc. Tomando en consideración que se los realiza en gabinetes 
como bibliotecas, hemerotecas, cinematecas, etc.  
 
 De igual manera el uso de Fichas Bibliográficas que permite anotar la valoración científica  con 
relación al tema a consultarse, así como su ubicación anotación y demás registros.  
 
 Las Fichas Mnemotécnicas que permitirá registrar los conocimientos de tratadistas, especialistas 
y otros datos requeridos. 
 
3.4. Técnicas de campo 
 La principal herramienta para la recolección de información será la entrevista y se realizará a 
través de preguntas formuladas con anticipación a personas conocedoras y a los estudiosos de la 
materia investigada, se puede utilizar cámaras, videos, grabadoras y libreta de apuntes. 
 
3.5. Validez y confiabilidad de los instrumentos 
Para garantizar la eficacia de la investigación se recolectará la información sobre el conocimiento de la 
normativa vigente por parte de las autoridades y empresas, la aplicación en el tema de investigación y la 
naturaleza jurídica de la misma en la extracción de recursos naturales no renovables, en los bloques 31 y 






3.6. Técnicas de procesamiento y análisis de datos 
Los datos recogidos a través de las encuestas serán proyectados en gráficos estadísticos que permitirá 
verificar y valorar la información que se produzca en el presente caso de manera objetiva. Se presentará 
los datos de una manera imparcial sin desequilibrios a favor de una u otra respuesta obtenida. 
 
Con la información recabada en las entrevistas obtendremos criterios que motiven los polos de esta 





CONTEXTO DEL PARQUE NACIONAL YASUNÍ 
 
4.1. Recursos Naturales No Renovables en el Ecuador 
 
El Ecuador es privilegiado con los recursos naturales que son parte de su patrimonio y que bajo los 
criterios ambientalistas han merecido protección por parte del derecho al institucionalizar las acciones de 
preservación y conservación estableciendo el límite entre la satisfacción de las necesidades humanas y el 
despilfarro de los bienes ya indicados.  
 
Para la presente investigación es necesario enfocarse en los recursos naturales no renovables que de 
acuerdo a (Aráuz, 2009), se definen como los recursos “agotables, perecibles, los que no reproducen ni 
renuevan y en consecuencia al ser consumidos desaparecen y se terminan”. Definición bastante amplia que 
inmediatamente  hace suponer que dentro de éstos se encuentran el petróleo, el gas natural y minerales 
que se encuentran de manera abundante en la Amazonía Ecuatoriana, tal es el caso de los bloques 31 y 43 
del Parque Nacional Yasuní. 
 
La Constitución de Montecristi del 2008, en el tercer inciso de su artículo primero, hace referencia a que 
los recursos Naturales No Renovables del territorio del Estado pertenecen a su patrimonio inalienable, 
irrenunciable en imprescriptible, categorizándoles al nivel más alto de recursos que puede poseer un 
Estado, lo dicho se reitera en el artículo 317 y se añade la responsabilidad intergeneracional que resume el 
criterio de sustentabilidad. Además, que de acuerdo al artículo 313 de la misma Constitución se los 
considera parte de los sectores estratégicos que el Estado se reserva el derecho de administrar, regular, 





El Derecho Civil ubica a los recursos no renovables como aquellos fungibles, sin embargo, y de acuerdo a 
los avances de la tecnología, productos que son obtenido a partir de los recursos naturales no renovables 
pueden ser reutilizados siendo por un instante no fungibles debiendo aclarar que “estos procesos de 
reciclaje no son indefinidos y la recuperación del recurso es cada vez más limitada debido al desgaste propio del 
material utilizado” (Aráuz, 2009, pág. 17) 
 
Relación necesaria en el contexto del Parque Nacional en sus bloque 31 y 43 Ishpingo, Tambococha, 
Tiputini (ITT), ya que es aquí donde se encuentra acumulado la mayor cantidad de recursos naturales no 
renovables de patrimonio estatal que de manera ventajosa y de acuerdo a circunstancias como la 
cordillera de los Andes y la línea Equinoccial han favorecido al territorio. 
 
4.2. Antecedentes de la Actividad Petrolera en el Ecuador 
El siglo XX fue marcado por significantes avances tecnológicos, especialmente en la industria y su 
dependencia al petróleo, su uso va desde la fabricación de fibras textiles artificiales, fertilizantes, 
plásticos, lubricantes, petroquímicos hasta los combustibles. Este último imprescindible para las 
actividades diarias de los seres humanos.   
 
El Ecuador ha mantenido su economía en base a ciertos productos primarios como sustento principal, 
siendo en los últimos años la actividad extractivista del petróleo la que genera la mayor cantidad de 
ingresos para el Estado.  
 
Fue en 1922 cuando la empresa inglesa ANGLO arriba a la Península de Santa Elena para por más de 
sesenta años, de manera incipiente, explotar los recursos que se encontraban en este lugar. Sin embargo, 
el verdadero ascenso del petróleo como fuente económica del país se dio en 1972 y abrió el camino para 
el boom petrolero que se concentraría principalmente en la zona amazónica de nuestro país.  
 
La dictadura del General Guillermo Rodríguez Lara promovió la actividad petrolera en la Amazonía, 
además, que publicitó de manera suntuosa la explotación de los primeros barriles de petróleo, más tarde, 
19 
 
en la década de los 80 y 90 empresas multinacionales como la TEXACO firmaron exuberantes contratos 
que inclinaban la balanza a su favor y dejaban a penas migajas para las arcas fiscales nacionales. 
 
La nacionalización de los recursos pese a que no es una tesis contemporánea se la vinculó con fuerza en la 
última década, especialmente, por la preocupación de los gobiernos de mantener los recursos bajo el 
control estatal y esta vez sólo contar con ayuda de las empresas privadas ya que al ser “la fuente principal 
de energía y de los ingresos monetarios del Estado se crea la necesidad de asumir su control para sustentar la 
economía nacional” (Aráuz, 2009, pág. 564) 
 
4.3. Ecuador y la búsqueda por declarar áreas protegidas 
El antecedente del país por tratar de instaurar áreas protegidas fue con la declaratoria del Archipiélago de 
Galápagos como primera área protegida en el año de 1936 donde apenas se visibilizaba  un proyecto de 
conciencia ambiental que preservara la flora y fauna de estas zonas, “bajo la influencia de la UICN (ahora la 
Unión Mundial para la Conservación) y del ICBP (Consejo Internacional para la Preservación de Aves por sus 
siglas en inglés)” (Vallejo, 2003, pág. 39) 
 
Muchos años más tarde, en la década de los 70 con los gobiernos dictatoriales de Guillermo Rodríguez 
Lara y el triunvirato militar  se proyectaba un conjunto de áreas protegidas a ser declaradas en todo el 
territorio nacional bajo la dirección de los Ministerios de Producción, como de Recursos Naturales y 
Turismo y con el apoyo del fondo de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación.  
 
El (Decreto Interministerial N° 0322 publicado en Registro Oficial N°69 del 20 de Noviembre de 1979 ), 







En este decreto se delimitaron los siguientes Parques y Reservas: 
 
Cuadro 2 
Parques Nacional y Reservas 
Parque Nacional Cotopaxi 
Parque Nacional Machalilla 
Parque Nacional Sangay 
Parque Nacional Yasuní 
Reserva Ecológica Cayambe-Coca 
Reserva Ecológica Cotacachi-Cayapas 
Reserva Ecológica Manglares-Churute 
Reserva de Producción Faunística Cuyabeno 
Área Nacional del Recreación del Cajas 
Área Nacional de Recreación El Boliche 
Fuente: Parque Nacional Yasuní y Reserva de Biósfera Yasuní 
 
La coyuntura de ese momento obligaba a que muchos países tomen este tipo de medidas, en especial 
aquellos que se encontraban en zonas altamente extractivistas, aun así no se contaba con los mecanismos 
y ejes adecuados para su propósito ni con políticas claras, basta con citar los numerales 3 y 4 del artículo 
1 del decreto en cuestión que manifestaba los siguiente: 
 
3.- Bajo el manejo directo y privativo del Servicio del Parque Nacional designado por el 
Gobierno, se mantiene el área en su condición natural, para la preservación de la naturaleza y 
sus recursos naturales en forma permanente e indefinida. 
21 
 
4.- Se permite la entrada de visitantes bajo ciertas condiciones controladas, para propósitos 
de inspiración, educación, investigación, cultura y recreación. 
 
Se distingue un propósito refiriéndonos al numeral tres ya que al mencionar el manejo del Servicio de un 
Parque Nacional, su fin es la preservación de la naturaleza donde debe entenderse como tal a la flora y 
fauna endémicas de esa zona y sus recursos naturales que pueden ser renovables y no renovables, y sobre 
todo se debe resaltar la forma permanente e indefinida con lo cual desde un inicio la intención era el 
desarrollo sustentable pese a que no se menciona a las comunidades indígenas y pueblos en aislamiento 
voluntario que serán materia de estudio más adelante. 
 
En cuanto al numeral cuatro tampoco se refiere a las comunidades indígenas y pueblos en aislamiento 
voluntario sino solamente a los visitantes, entiéndase éstos como nacionales o extranjeros y delimita las 
actividades  de educación y lúdicas  dejando de lado  las empresariales.  
 
Avances jurídicos grandes se han dado sobre todo con la instauración del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas del que cabe destacar que “la política sobre diversidad biológica se fundamenta en tres estrategias: 
conservación, conocimiento y utilización sostenible de la biodiversidad. La estrategia de conservación incluye 
medidas de conservación in situ a través de SNAP, reducción de los procesos que inciden en la pérdida de la 
biodiversidad, la recuperación de ecosistemas degradados y la protección de especies amenazadas (Narváez, 2006, 
pág. 210) 
 
Si bien es cierto dicha política ha recogido tesis ecológicas ambientales que propenden a disminuir el 
impacto ambiental, hay que tomar en cuenta para la aplicación de cualquier estrategia dos factores: la 
oportunidad de su realización y la aplicabilidad.  La primera se refiere a la eficaz iniciativa por parte del 
Estado en un momento y contexto cierto, y la segunda a la ejecución, seguimiento, procedimientos 




El siguiente punto digno de destacar es la expedición de la Ley de Prevención y Control de la 
Contaminación por Decreto Supremo N° 374 publicado en el Registro Oficial N° 97 de 31 de mayo de 
1976 en el que como contribución a los Parques y Reservas del país se codifica una serie de sanciones a 
quienes contaminen el aire, el agua y el suelo que forme parte del país que de manera implícita incluye a 
los Parques Nacionales y Reservas ecológicas del país. 
 
Otro aspecto sobresaliente desde el punto de vista legal es la expedición de la ley de Hidrocarburos que 
sigue vigente hasta hoy pero cuyo origen lo encontramos en el Decreto Supremo N° 2967 publicado en el 
Registro Oficial N° 711 de 15 de noviembre  de 1978 que ha sufrido ligeras modificaciones y del que vale 
la pena referirse al literal t, del artículo 31 que manifiesta: 
 
“PETROECUADOR y los contratistas o asociados, en exploración y explotación de 
hidrocarburos, en refinación, en transporte y en comercialización, están obligados, en cuanto 
les corresponda a lo siguiente: 
 t) conducir las operaciones petroleras  de acuerdo a las Leyes y Reglamentos de protección 
del medio ambiente y de la seguridad del país y con relación a la práctica internacional en 
materia de preservación de la riqueza ictiológica y de la industria agropecuaria. Para el 
efecto, en los contratos, constarán las garantías respectivas de las empresas contratistas. ”  
 
Con lo que obliga a esta entidad encargada de la exploración y explotación de hidrocarburos a preservar 
la riqueza de Recursos Naturales Renovables y No Renovables donde se realice la actividad que puede ser 
un Parque Nacional. 
 
Continuando con este avance metodológico producto de la dinámica social que garantizaba el correcto 
uso y manejo de los recursos que al fin y al cabo son bienes del Estado es la Ley Forestal y de 
Conservación de Áreas Naturales y de Vida Silvestre mediante Ley N° 74 publicada en el Registro 
Oficial N° 64 de 24 de agosto de 1981 y cuya última codificación se la publicó en el Suplemento del 
Registro Oficial N°418 de 10 de septiembre de 2004, donde taxativamente se establecen categoría de 
Áreas Naturales del país, donde es necesario citar lo siguiente: 
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Art 107: Parques Nacionales: Es un área extensa con las siguientes características o 
propósitos:  
3.- Mantenimiento del Área en su condición natural, para la preservación de los rasgos 
ecológicos, estéticos y culturales, siendo prohibida cualquier explotación u ocupación. 
 
La norma en mención relaciona la preservación y el mantenimiento de un Parque Nacional, añade el rasgo 
cultural que implícitamente reconoce la existencia de comunidades indígenas y pueblos en aislamiento 
voluntario dentro de estas zonas. Además, deja un vacío al prohibir la explotación y ocupación en 
detrimento de los derechos de estas comunidades, siendo el espíritu de la ley el restringir el acceso de 
personas ajenas que promuevan la explotación de Recursos Naturales Renovables y No Renovables.  
 
La constitución de 1998 fue la primera que instauró el Sistema de Áreas Protegidas mencionados 
anteriormente, para garantizar la Conservación de la Biodiversidad y el mantenimiento de los Servicios 
Ecológicos de conformidad con los Convenios y Tratados Internacionales, y es el resultado del anhelo que 
el ser humano viva en un ambiente ecológicamente equilibrado, posición que en la década de los 70 y 80 
ni siquiera era concebida porque la noción de desarrollo no estaba vinculada a la sostenibilidad y a la 
sustentabilidad.  
 
Por último está la Ley de Gestión Ambiental que será objeto de estudio más adelante, cuya codificación 
se publicó en el Suplemento del Registro Oficial N° 418 de 10 de septiembre de 2004.  
 
Es necesario también destacar la institucionalización del Ministerio de Medio Ambiente como autoridad 
ambiental mediante Decreto Ejecutivo N° 195-A publicado en el Suplemento del Registro Oficial de 4 de 
octubre de 1996.  
 
El debate respecto a las áreas protegidas y a su conservación, conocimiento y utilización de manera 
sostenible en razón de la biodiversidad radica en las estrategias que deben ser conducidas por los 
gobiernos y otros organismos que focalizarán su trabajo en la recuperación de ecosistemas degradados, en 
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el ordenamiento ambiental del espacio y en la gestión ambiental en el sector extractivo  y que “en todo 
caso actualmente se debate respecto a la necesidad de establecer nuevas formas de gestión de la áreas protegidas 
con sustento científico-técnico y legal, mientras tanto, en el Ecuador se los hacer conforme a la Constitución y la 
Leyes ” (Narváez, Petróleo y Poder: El colapso de un lugar singular Yasuní (1° edición), 2009, pág. 211) 
 
El manejo de las áreas protegidas en especial de las que se ubican en la región amazónica ecuatoriana, 
que son el objeto de estudio, adolece de ciertos defectos en cuanto al trato que se les da, ya que no existe 
la eficaz articulación en el tratamiento de los conflictos entre los gestores y los operadores de acuerdo a 
un plan de ordenamiento territorial y que de allí que nace un serio gravamen “la no delimitación de las áreas 
causa serios problemas de ocupación de tierras en la periferia e incluso dentro de los propios límites de las áreas 
protegidas y territorios indígenas, lo cual pone en peligro la supervivencia de algunas ecosistemas y pueblos” 
(Narváez, Petróleo y Poder: El colapso de un lugar singular Yasuní (1° edición), 2009, pág. 212). 
 
Las políticas de manejo en la conservación de áreas protegidas tuvieron éxito de acuerdo a la pertinencia 
de criterios técnicos y jurídicos que fueron aplicados según la categoría establecida, la preocupación por 
establecer e impulsar planificadamente estrategias incluyentes de los actores involucrados y su nivel de 
intervención, de manera coordinada con los intereses estatales con lo que “integrando las necesidades de 
conservación y las dinámicas sociales, económicas, políticas y culturales e incorporando los distintos sistemas 
regulatorios de los pueblos indígenas afro ecuatorianos, campesinos, como presupuesto de manejo” (Narváez, 
Petróleo y Poder: El colapso de un lugar singular Yasuní (1° edición), 2009, págs. 223,224). 
 
Toda esta planificación se la desarrolla a través de objetivos que propenden a “definir y establecer las 
estrategias para asegurar la protección de los ecosistemas presentes en las áreas protegidas […] identificar y 
promover el desarrollo de opciones productiva para los habitantes […] definir y establecer acciones tendientes a la 
capacitación productiva y aplicación de tecnologías apropiadas” (Narváez, Petróleo y Poder: El colapso de un 
lugar singular Yasuní (1° edición), 2009, págs. 224,225), lo que supone que varios actores se involucren para 
la ejecución como pueblos indígenas, empresas privadas, ONGs, organismo públicos e instituciones 
científicas en base al respeto de los derechos de cada uno de los indicados y al derecho a participar en la 




También es imprescindible que exista armonía entre las estrategias y los objetivos con la finalidad de que 
interactúen acciones productivas, de desarrollo y de conservación, ya que si bien es cierto el Ecuador está 
en marcha en la potencialización de las áreas protegidas cuya primera fase de establecimiento ya fue 
superada, es imperante que vaya más allá en cuanto al desarrollo y manejo lo que culminaría con 
inconsistencias técnicas y jurídicas dentro de estas zonas. 
La interacción de los actores ya indicados dependerá de su grado de aporte económico y cultural, además, 
de la participación del Estado con los lineamientos de estrategias y objetivos cuya efectividad se valorará 
en razón del tiempo empleado, ya que resultará en un beneficio o un desperdicio de acciones, pues “desde 
las instancias oficiales los objetivos de conservación tienden a garantizar la preservación de la diversidad biológica 
y la oferta de bienes y servicios ambientales en el contexto del desarrollo y dinámicas regionales, provinciales y 
municipales, además, mejorar la calidad de vida de la población humana a través del mantenimiento de los 
procesos ecológicos y culturales asociados; además garantizar la oferta de bienes y servicios de demanda la 
sociedad”  (Puyana & Fontaine, 2003, pág. 262) 
 
El término biodiversidad publicitó las áreas protegidas de la región amazónica ecuatoriana generando 
nuevos criterios de conservación que estaban relacionados con la imagen pública internacional que el país 
pretendía mostrar como un motivo de orgullo nacional para los habitantes que en su mayoría conocían de 
lejos éstos territorios, así que el “discurso de la conservación es aquel en que las reservas naturales son los 
sitios privilegiados en cuanto a biodiversidad se refiere. Una de las metáforas más utilizadas es la del reservorio”.   
(Vallejo, 2003, pág. 49) 
 
Por último, existen estándares morales que fundamentan tesis acerca de la naturaleza marcando los límites 
entre el cuidado, el manejo, el conocimiento, el desarrollo, la rehabilitación, la producción y la 
contribución al desarrollo nacional como puntos importantes de la economía contraponiéndose a aquellos 
quiénes sostienen que la naturaleza es intocable, entonces “el mensaje que se percibe a partir del análisis del 










Fuente: Ministerio del Ambiente 
 
4.3.1. Creación del Parque Nacional Yasuní 
La creación y categorización como tal del Parque Nacional Yasuní lo encontramos en el ya antes citado 
Decreto Interministerial N° 0322, en el que el área conocida como Yasuní era considerado Parque porque 
reunía las características que eran las siguientes: 
Art. 1: 
1.- Uno o varios ecosistemas en estado natural comprendidos dentro de un mínimo de diez mil 
hectáreas. 
2.- Diversidad ecológicas, especies únicas de fauna y flora, rasgos geológicos y hábitats de 
gran significado nacional para la ciencia, la educación y la recreación pública.  
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Los ecosistemas que se encontraban ahí eran mega diversos y por lo menos hasta esa época permanecían 
en un estado natural, porque si bien existían y existen hasta hoy comunidades indígenas y pueblos en 
aislamiento voluntario permanecían en armonía con la naturaleza en un área intermitente que de manera 
amplia sobrepasaba la base a considerarse.  
 
El Parque Nacional Yasuní está dentro de la región amazónica ecuatoriana ubicado en la provincia de 
Napo, entre los ríos Napo, Curaray, Yasuní, Nashiño, Cononaco y Tiputini de aproximadamente 982.000 
hectáreas donde se ha identificado más de seiscientas aves, quinientas diferentes peces y ciento veinte 
tipos de especies de mamíferos, según Byron Real.  
 
La ubicación del Parque Nacional Yasuní y sus bloques 31 y 43 ITT es estratégica por la magnitud de los 
yacimientos de recursos naturales no renovables en especial el petróleo, que le sirve al país para promover 
y desarrollar actividades extractivas así como para ser punto de discusión en cuanto a la conservación de 
los recursos, sobre todo por los cuestionamientos en razón de la distribución de las rentas que en su 
mayoría se dirigen a las empresas multinacionales y a las ciudades con mayor crecimiento, sin que se 
perciba en las comunidades indígenas que viven dentro de ésta área protegida. 
 
El impacto en el Parque Nacional Yasuní, es resultado de las malas prácticas extractivistas que ha sido 
criticado por diversos sectores generando conflictos sociales y ambientales, a más de la contaminación 
petrolera y el saqueo de otros recursos como la madera. Todo esto bajo el amparo de los lineamientos 
gubernamentales de acuerdo “a la necesidad del Estado de proveer energía, sostener las finanzas y la economía 
del país, promueve el aprovechamiento máximo de los recursos naturales no renovables existentes en el territorio 
ecuatoriano”  (Andrade, 2011, pág. 43) 
 
La mayor parte del Parque Nacional Yasuní se encuentra dividido por bloques petroleros en los que se 
destaca el 31 y 43 ITT (Ishpingo, Tambococha, Tiputini) ya que desde su creación ha sido motivo de 
polémica por ser rico en reservas de petróleo cuya extracción comprometía a comunidades indígenas y el 
hábitat de pueblos en aislamiento voluntario, donde según Andrade, la diversidad cultural es amplia, ya 
que dentro del Parque Nacional Yasuní se encuentran Waoranis con asentamientos ancestrales, Kichwas 
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asentados especialmente en los límites del Parque y pueblos Tagaeri-Taromenani en aislamiento 
voluntario  y por supuesto con los recursos naturales presentes en un rango altitudinal que va de los 
seiscientos a los doscientos metros sobre el nivel de mar, la tala indiscriminada en una zona arborícola de 
aproximadamente seiscientos cuarenta y cuatro especies por hectárea, la cacería y tráfico de más de 
quinientos sesenta y siete especies de aves, ciento setenta y tres especies de mamíferos, once especies de 
anfibios, ciento siete de reptiles y trescientos ochenta y cinco especies de peces e invertebrados. 
 
Los bloques 31 y 43 ITT contribuyen al desarrollo del país, pues incrementan la posibilidad de que el 
Estado año a año respalde su presupuesto en la extracción, cuyos efectos positivos son la inversión en 
educación, salud y programas sociales que sobretodo está dirigidos a ciudades importantes del país y que 
apenas en este último gobierno se han trasladado de manera paulatina hacia las comunidades inmersas en 
esta actividad, en contraposición, los efectos negativos desde el punto de vista ambiental dentro del PNY 
son los impactos directos como la apertura de carreteras, el incremento de la densidad poblacional, 
contaminación en la aguas, además de impactos indirectos que no son visibles al ojo humano y que se 
presentan mucho tiempo después de que han sido provocados.  
 
Se debe añadir los impactos sociales que degradan a las comunidades indígenas y a los pueblos en 
aislamiento voluntario, tales son la intromisión en su territorio y cultura por parte de los colonos, falsas 
expectativas laborales y un detrimento en su modus vivendi, sin que algún sector público o privado quiera 
asumir la responsabilidad sobre los costos ambientales, ni los impactos sobre la cultura de las poblaciones 
afectadas.  
 
La política extractivista manejada en el Parque Nacional Yasuní valoriza al petróleo, desde el punto de 
vista económico, de manera relevante ya que sobrepasa su valor de uso y lo convierte en un factor de 
acumulación, por ello el valor de cambio se torna predominante enriqueciendo el capital extractivo 
transnacional, luego de manera disminuida, al estado que distribuye bienes y servicios públicos con 
criterios políticos y de manera ínfima a la región amazónica ecuatoriana que en la mayoría de los casos ha 
sido imperceptible empobreciendo la vida de las comunidades indígenas, poniéndoles en peligro de 
extinción a alguna de ellas y tornando a los pueblos en aislamiento voluntario como los grupos más 
vulnerables dentro de esta zona. 
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El Parque Nacional Yasuní debe su biodiversidad a la injerencia de la cordillera de los Andes y el 
Ecuador geográfico sobre la Amazonía que combinado es lugar de grandes recursos naturales no 
renovables que se asienta en las expectativas de reservas de crudo de petróleo donde confluyen intereses 
petroleros y madereros y de pueblos indígenas que han generado intensos conflictos y pese a las políticas 
conservacionistas “hace muchos años que existe explotación petrolera en este Parque; tampoco es de hoy la 
apertura real de la explotación en lugares como el bloque 31 o 43 ITT”  (Vélez, 2013, pág. 42) 
 
El establecimiento del área protegida del Parque Nacional y posterior Reserva de Biosfera Yasuní y de las 
zonas intangibles de los pueblos en aislamiento voluntario trajo consigo adelantos por conservar recursos, 
sin embargo, en la práctica “se relajan los controles ambientales y laborales, se ofrecen subsidios y se garantiza 
protección y estabilidad jurídica a las transnacionales” (Boron, 2013, pág. 42) excusándose el Estado la 
necesidad de fiscalizar las actividades ligadas a esta industria, a la vez que se despreocupa por las 
cuestiones relativas a la identidad de las comunidades indígenas y pueblos en aislamiento voluntario. 
 
Un punto de quiebre dentro de la concepción de desarrollo es la que se plantea, por una parte, hacia la 
crítica de lo obtenido por la extracción de recursos naturales no renovables en el Parque Nacional Yasuní 
ya que el saqueo hacia la naturaleza compensa el aparente confort  percibido  por la sociedad que concibe 
a la naturaleza como un recurso natural no renovable no mereciendo privilegio alguno y que por 
consiguiente debía explotarse aplicando las técnicas productivas desarrolladas por el capitalismo. Por otra 
parte, los inconsecuentes críticos que no se dan cuenta que el país y la industria que se desarrolla dentro 
necesitan de la extracción de recursos naturales no renovables, en este caso el petróleo, como fuente 
prima destinado a todos los productos de la vida cotidiana y que utópicamente pretende que se deje de 
usarlos y venderlos y que proponen una transición desde una economía primario exportadora a otra 
basada en la producción de servicios turísticos y de bio conocimiento, pero que su eficacia se mediría en 






La combinación volátil de los actores presentes en el Parque Nacional Yasuní desde su creación hasta lo 
que hoy conocemos produjo varias etapas de delimitación y declaraciones, que permitieron la apertura 
legal de Parque Nacional Yasuní a la actividad petrolera y establecer la zona intangible ficticia que no 
garantizaba el amparo de los derechos de las comunidades indígenas y pueblos en aislamiento voluntario 
siendo las siguientes: 
 
4.3.2. Proceso limítrofe del Parque Nacional Yasuní 
 
Decreto N° 0032 
La creación del Parque Nacional Yasuní trajo consigo la primera etapa de delimitación constante en el 
Decreto 0322 ya citado, cuyo artículo 5 manifestaba: 
 
Art. 5 establécese en la provincia de Napo el Parque Nacional Yasuní dentro de los siguientes 
límites:  
Por el Norte: 
Desde la confluencia del río Indillama con el río Napo a 00° 26’05’’ de la latitud sur y 76° 
31’49’’ de longitud occidental, el límite sigue el curso del río Napo aguas abajo, e incluye 
playas e islotes, hasta un punto determinado por coordenadas geográficas cuya posición se 
encuentra en el mismo río Napo al noroeste de la localidad de Añangu a 00° 30’00’’ de latitud 
sur y 76° 20’50’’ de longitud. 
Desde este punto en dirección sudeste se traza una limítrofe por el curso de una quebrada sin 
nombre que desagua en el Napo, hasta su origen y desde este lugar, por una línea recta hasta 
dar en el Río Bocaverde en el Río Tiputini a 00° 40’24’’ de latitud sur y 76° 14’46’’ de 
longitud. 
Luego por el curso del Río Tiputini aguas abajo, el límite continúa hasta el sitio Urbina 
contiguo al mismo río y ubicado a 2km aproximadamente antes de su desembocadura en el 
Napo, a 00° 49’ 42’’ de latitud sur y 75° 35’00’’ de longitud; desde este punto el límite 
continúa por una línea recta en dirección sudeste hasta otro punto en el Río Salado a 00° 
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54’09’’ de latitud sur y 75° 32’00’’ de longitud; y por este río aguas abajo hasta su 
desembocadura en el río Yasuní a 3km antes de la confluencia de este río con el Napo. 
Por el Este: 
Desde la confluencia de Río Salado con el Río Yasuní a 00° 58’ 18’’ de latitud sur y 75° 25’ 
50’’ de longitud, el límite continúa por el curso del Río Yasuní aguas arriba hasta un punto 
determinado por coordenadas geográficas, cuya posición se encuentra en el mismo río a 1° 
08’06’’ de latitud sur y 75° 20’00’’ de longitud; luego de este punto sigue el límite en 
dirección sudoeste hasta otro punto también determinado por coordenadas geográficas 
ubicado en el Río Nashiño a 1° 08’42’’ de latitud sur, y 75° 33’24’’ de longitud. 
Por el Sur: 
Desde el punto inmediato anterior, el límite es la divisoria de las cuencas de los Ríos Nashiño 
al norte y Cononaco al sur; continúa hacia el oeste manteniendo la misma línea divisoria de 
las dos cuencas mencionadas hasta un punto determinado en las siguiente posición 1° 00’00’’ 
de latitud sur y 76° 39’29’’ de longitud. 
Por el Oeste:  
Desde la desembocadura del Río Indillama en el Río Napo, el límite continúa por el curso de 
aquel río aguas arriba hasta un punto determinado por coordenadas geográficas en esta 
posición 00° 29’ 16’’ de latitud sur y 76° 36’ 18’’ de longitud; a partir de este sitio en 
dirección sudoeste el límite sigue el curso de un afluente sin nombre de la margen derecha del 
Río Indillama, hasta su nacimiento a 00° 35’ 18’’ de latitud sur y 76° 39’28’’ de longitud; 
para continuar luego hasta otro  punto próxima, señalado por el Río Tiputini a 00° 37’00’’ de 
latitud sur y 76° 39’28’’ de longitud; a continuación por el curso de este río aguas abajo sigue 
el límite hasta otro punto ubicado en el curso medio del mismo Río Tiputini a 00° 44’21’’ de 
latitud sur y 76° 20’12’’ de longitud. Y desde aquí en dirección sudoeste por la línea divisoria 
de aguas de la cuenca superior del Río Yasuní y la del Río Tivacuno, ubicadas ambas en 
sentido opuesto hacia el este y oeste respectivamente, hasta un punto determinado por 
coordenadas geográficas cuya posición es la siguiente 00° 56’30’’ de latitud sur y 76° 37’43’’ 
de longitud. 
Los primeros límites fijados para el Parque Nacional Yasuní respondían a la necesidad urgente de 
delimitar el naciente sistema nacional de áreas protegidas, en el caso que nos ocupa resultó complicado la 
demarcación de linderos ya que en esa época la Amazonía ecuatoriana no era conocida y explorada por 
completo, lo que provocó inconsistencias entre las referencias geográficas y la realidad territorial 
existente, así se obtenía una extensión aproximada de 678.000 hectáreas, los cálculos, límites y extensión 
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se lo realizó desde el gobierno central sin que se tome en cuenta a los actores que habitaban en Yasuní, así 
“no se tomaron en cuenta a las comunidades indígenas, propietarias ancestrales de amplias extensiones de tierra y 
territorios al interior del Parque Nacional Yasuní” (Boron, 2013, pág. 46) lo que contribuyó a que años más 
tarde se reformaran los límites de este territorio y se declare la zona intangible. Por último la falta de 
límites reales en ciertas zonas hizo posible que colonos accedan a la posesión de tierras que no eran aptas 
para esta figura legal.  
Gráfico 2 











Fuente: IGM. DARE.  
Yasuní Reserva de Biósfera 
La Organización de la Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) instauró el 
programa del Hombre y la Biósfera al que el Estado ecuatoriano pidió entrar, en mayo de 1989 se declaró 
la Reserva de Biósfera Yasuní que trascendió especialmente a las esferas internacionales y que catapultó 
su existencia al concierto mundial. De acuerdo con  (Villaverde & Otros, 2005, pág. 82), las tres funciones 
33 
 
esenciales de una Reserva de Biósfera son conservación, logística y desarrollo. Que como ya hemos visto 
se discute en los temas de conservación versus explotación y desarrollo versus calidad de vida. 
 
Acuerdo Ministerial  MAG N° 0191 
El problema limítrofe del Parque Nacional Yasuní causaba una serie de inconvenientes al Estado, a las 
empresas petroleras y a las comunidades indígenas. Así, a través del (Acuerdo Ministerial Del MAG N° 
0191 del 2 de abril de 1990), se realizó la primera modificación a la demarcación y límites originales del 
PNY. 
 
Esta primera modificación redujo la superficie y por ende los límites del Parque Nacional Yasuní ya que 
la constante presión social por parte de las comunidades indígenas y los grupos ecológicos que los 
apoyaban obligó a que en abril de 1983 el Presidente Oswaldo Hurtado adjudique aproximadamente 
66.570 hectáreas a la nacionalidad Waorani y que años más tarde, el 3 de abril de 1990, el presidente 
Rodrigo Borja adjudique aproximadamente 612.650 hectáreas, a través de la Providencia N° 90-1772 del 
Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria y Colonización del 3 de abril de 1990 al pueblo Waorani, 
conformándose así la Reserva Étnica Waorani porque en “la creación del Parque Nacional Yasuní no se tuvo 
en cuenta la existencia de la Nacionalidad Waorani que habitaba los territorios sobre los que se estableció el PNY” 
(Villaverde & Otros, 2005, pág. 82), pero así también se le imponía la obligación de no dificultar los trabajos 
de exploración y explotación minera hidrocarburífera sea por el Gobierno o empresas autorizadas. 
 
Después de una serie de considerandos del Acuerdo Ministerial en mención, en lo que reconoce que la 
nueva delimitación se las realiza en razón principalmente por el respeto a los asentamientos de 
comunidades aborígenes, se señalan los nuevos límites: 
 
Art 1.- Determinar y delimitar el Parque Nacional Yasuní como Patrimonio de Áreas 
Naturales del Estado, dentro de los siguientes linderos: 
Por el Norte: 
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Desde la confluencia del Río Indillama con el Río Napo a 00° 26’05’’ de la latitud sur y 76° 
31’49’’ de longitud occidental, el límite sigue el curso de Río Napo aguas abajo, e incluye 
playas e islotes, hasta un punto determinado por coordenadas geográficas, cuya posición se 
encuentra en el mismo Río Napo al noreste de la localidad de Añangu a 00° 30’00’’ de latitud 
sur y 76° 20’50’’ de longitud. 
Desde este punto en dirección sudeste se traza una línea limítrofe por el curso de una 
quebrada sin nombre que desagua en el Napo, hasta su origen y desde este lugar, por una 
línea recta hasta dar en el sitio Bocaverde, en el Río Tiputini a 00° 40’24’’ de la latitud sur y 
76° 14’46’’ de longitud.  
Luego por el curso del Río Tiputini aguas abajo, el límite continúa hasta el sitio Urbina 
contiguo al mismo río y ubicado a 2km aproximadamente antes de su desembocadura en el 
Napo, a 00° 49’42’’ de latitud sur y 75° 35’00’’ de longitud; desde este punto el límite 
continúa por una  línea recta en dirección sudeste hasta otro punto en el Río Salado a 00° 
54’09’’ de latitud sur y 75° 32’00’’ de longitud; y por este río aguas abajo hasta su 
desembocadura en el Río Yasuní a 3km antes de la confluencia de este río con el Napo. 
Por el Este:  
Desde la confluencia del Río Salado con el Río Yasuní a 00° 58’18’’ de latitud sur y 75° 25’ 
50’’ de longitud, el límite continúa por el curso del Río Yasuní aguas arriba hasta la influencia 
del Río Jatuncocha con el Río Yasuní; de este punto el límite continúa el línea paralela a la 
línea del Protocolo de  Río de Janeiro de 1942 hasta intersectar el Río Curaray.  
Por el Sur: 
Del punto anterior, es decir, de la intersección del Río Curarary y la paralela del Protocolo de 
Río de Janeiro de 1942, el límite continúa por el Río Curaray aguas arriba hasta su 
intersección con el meridiano 76° 00’00’’, próximo a la localidad de Lorocahi. 
Por el Oeste: 
Desde la desembocadura del Río Indillama en el Río Napo, el límite continúa por el curso de 
aquel río aguas arriba hasta un punto determinado por coordenadas geográficas en esta 
posición 00° 29’16’’ de latitud sur y 76° 36’18’’ de longitud; a partir de este sitio en dirección 
sudoeste el límite sigue el curso de un afluente sin nombre de la margen derecha del Río 
Indillama hasta su nacimiento a 00° 35’18’’ de latitud sur y 76° 40’48’’ de longitud; para 
continuar luego en dirección sur hasta la afluencia del Río Rumiyacu en el Río Tiputini; a 
continuación por el curso de este río aguas abajo sigue el límite hasta otro punto ubicado a  
00° 44’21’’ de latitud sur y 76° 20’12’’ de longitud en la desembocadura del Río Tivacuno en 
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el Tiputini; en línea recta en dirección sudeste el límite continúa hasta el Río Yasuní en 
aproximadamente 27000 metros hasta la afluencia de un Río sin nombre en el Río Yasuní, 
punto de coordenadas geográficas 00° 57’48’’ de latitud sur y 76° 12’29’’ de longitud; de ese 
punto el límite continúa por el Río Yasuní aguas abajo en aproximadamente 32500 siguiendo 
su curso hasta el punto de coordenadas geográficas 00° 57’42’’ de latitud sur y 76° 00’00’’ de 
longitud del punto anterior en línea recta en dirección sur sobre el meridiano 76° 00’00’’ 
hasta intersectar en el Río Curaray.      
            
La disminución de la extensión del Parque Nacional Yasuní respondió a requerimientos de grupos 
indígenas que exigían su reconocimiento y legal protección del territorio que ancestralmente les 
correspondía, de esta manera el único límite que se mantuvo fue por el lado norte, pero es por el lado 
oeste que el área sufre su máxima reducción “por la creación de la Reserva Étnica Waorani. Su extensión 
estimada es ahora de 544.730 hectáreas” (Villaverde & Otros, 2005, pág. 86). El reconocimiento aparentemente 
positivo trajo consigo una artimaña legal ya que la Ley de Reforma Agraria si bien reconocía la 















Segunda delimitación del Parque Nacional Yasuní 
 
Fuente: IGM. DARE.  
Acuerdo Ministerial N° 0202 
La coyuntura de la década de los noventa trajo consigo el levantamiento indígena más importante de la 
historia ecuatoriana que motivó a que numerosos territorios sean entregados a favor de los indígenas en la 
Sierra y en la Amazonía donde se entregaron territorios a los pueblos indígenas Kichwa, Shuar, Achuar y 
Záparo, también se negoció “la ampliación del Parque Nacional Yasuní en la provincia de Pastaza que ya estaba 
casi preparada por parte de las autoridades del MAG” (Villaverde & Otros, 2005, pág. 88). 
 
De esta manera se expidió el Acuerdo Ministerial N° 0202 de 16 de mayo de 1992 para la ampliación de 
límites del Parque Nacional Yasuní. Es necesario tomar en cuenta los considerandos del mencionado 
acuerdo que señalaban como motivo de la ampliación la reducción del Parque Nacional Yasuní en 
beneficio de las comunidades indígenas y el compromiso permanente que existía de extender el mismo 
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hacia el sur porque involucraba ecosistemas naturales representativos de la selva baja de la Amazonía que 
debían ser añadidos para formar una unidad ecológica integral y reiteraba el reconocimiento y entrega 
formal de los territorios a las comunidades indígenas Waorani, así se establecieron los nuevos límites: 
 
Art. 1.- Ampliar el territorio del Parque Nacional Yasuní, como Patrimonio Nacional de Áreas 
Naturales hacia el sector suroccidental comprendido entre los Ríos Cononaco y Curaray, con 
lo cual sus límites, incluida la ampliación, se fijan de la siguiente manera:     
Por el Norte: 
Desde la confluencia del Río Indillama con el Río Napo a 00° 26’05’’ de latitud sur y 76° 
31’49’’ de longitud occidental, el límite sigue el curso del Río Napo aguas abajo, e incluye 
playas e islotes, hasta un punto determinado por coordenadas geográficas, cuya posición se 
encuentra en el mismo Río Napo al noreste de la localidad de Añangu a 00° 30’00’’  de latitud 
sur y 76° 20’50’’ de longitud occidental. 
Desde este punto continúa el límite en dirección sudeste, hasta el origen de una quebrada sin 
nombre que desagua en el Río Tiputini, y continúa por ésta aguas abajo pasando por el sitio 
Bocaverde hasta su desembocadura en el Río Tiputini a 00° 37’13’’ de latitud sur y 76° 
10’24’’ de longitud occidental.  
Luego el límite sigue el curso del Río Tiputini aguas abajo hasta el sitio Urbina contiguo al 
mismo río y ubicado a 2km aproximadamente antes de su desembocadura en el Napo, a 00° 
49’42’’ de latitud sur y 75° 35’00’’ de longitud occidental; desde este punto el límite continúa 
por una línea recta en dirección sudeste hasta otro punto en el Río Salado a 00° 54’09’’ de 
latitud sur y 75° 32’00’’ de longitud occidental; por este río aguas abajo hasta su 
desembocadura en el Río Yasuní a 3 km antes de la confluencia de este río con el Napo. 
Por el Este: 
Desde la confluencia del Río salado con el Río Yasuní a 00° 58’18’’ de latitud sur y 75° 
25’50’’ de longitud occidental, el límite continúa por el curso del Río Yasuní aguas arriba 
hasta la confluencia del Río Jatuncocha con el Río Yasuní, de este punto el límite continúa en 
línea paralela a la línea del Protocolo de Río de Janeiro de 1942 hasta el Río Curaray. 
Por el Sur: 
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Del punto anterior, es decir, de la intersección del Río Curaray y la paralela a la línea del 
Protocolo de Río de Janeiro de 1942, el límite continúa por el Río Curaray aguas arriba hasta 
la desembocadura del Río Namoyacu. 
Por el Oeste: 
Desde la desembocadura del Río Namoyacu con el Curaray el límite continúa por una línea 
recta en dirección norte hasta intersectar el Río Cachiyacu en el punto de coordenadas 
geográficas 01° 21’00’’ de latitud sur y 76° 46’13’’ de longitud occidental; el límite continúa 
por el curso del Río Cachiyacu aguas abajo hasta el meridiano 76° 00’00’’. 
El límite continúa en línea recta con dirección norte sobre el referido meridiano hasta 
intersectar el Río Yasuní; desde este punto el límite continúa por el Río Yasuní aguas arriba 
hasta la confluencia de un río sin nombre en el Río Yasuní en el punto de coordenadas 
geográfica 00° 57’48’’ de latitud sur y 76° 12’29’’ de longitud occidental; de este punto el 
límite avanza por una línea recta en dirección noroeste en aproximadamente 3km hasta 
encontrar la desembocadura del Tivacuno en el Tiputini en el punto de coordenadas 
geográficas 00°40’00’’ de latitud sur y 76° 20’12’’ de longitud occidental. 
Desde este punto el límite continúa por el Río Tiputini aguas arriba hasta el punto de 
coordenadas geográficas 00° 54’36’’ de latitud sur y 76° 46’25’’ de longitud occidental; el 
límite continúa por una línea recta en dirección norte hasta los orígenes de una quebrada sin 
nombre en el punto de coordenadas geográficas 00° 48’47’’ de latitud sur y 76° 46’25’’ de 
longitud occidental; el límite continúa por el curso de la quebrada sin nombre aguas abajo 
hasta su desembocadura en el Río Tiputini en el punto de coordenadas geográficas 00° 41’12’’ 
de latitud sur y 76° 42’28’’ de longitud occidental; continúa por el curso del Río Tiputini 
aguas abajo hasta la confluencia del Río Rumiyacu; desde este punto el límite continúa por 
una línea recta en dirección norte hasta intersectar el Río Indillama y continúa por este aguas 
abajo hasta su desembocadura en el Río Napo en el punto de coordenadas geográficas 00° 
26’05’’ de latitud sur y 76° 31’49’’ de longitud occidental, que es el punto inicial de la 
descripción de límites del Parque Nacional Yasuní. 
 
Resulta ser la última delimitación que se le ha hecho al Parque Nacional Yasuní, pese a que 
constantemente surgen nuevas propuestas de demarcación, principalmente porque la región Amazónica 
ecuatoriana es accesible hoy en día y se puede tener una perspectiva mejor de los accidentes geográficos  
que sirven como referentes. No se modifican los límites orientales, por el Norte sufren algunas 
modificaciones, por el Sur es donde se expande el Parque Nacional Yasuní y por último en el límite 
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occidental se hace una descripción ampliada a los dos procesos anteriores quedando éste con una 
superficie total de 982000 hectáreas aproximadamente. 
Gráfico 4 
Demarcación  actual del Parque Nacional Yasuní 
 
Fuente: PROYECTO PETRAMAZ. DARE.  
 
La presión social y la profundización de los aspectos técnicos y jurídicos hicieron posible que en el 
presente acuerdo se añada además de los límites del Parque Nacional Yasuní dos artículos relevantes:  
 
Art. 2.- Se determina como zona de amortiguamiento del Parque Nacional Yasuní una baja de 
10km de ancho alrededor de los límites norte, sur y occidental del Parque que no afecta 
derecho de propiedad alguno, sino que asegura el uso sostenido de los recursos naturales 





Este artículo contiene dos aspectos implícitos, el primero que deja abierta la posibilidad a que esa zona de 
amortiguamiento en algún momento se la incluya dentro del Parque ya que existe vacíos legales a cerca 
de las actividades que pueden ser desarrolladas allí, y el otro aspecto es que tan solo asegura el uso de los 
recursos naturales renovables permitiendo de cierta manera, y como existe el vacío legal indicado, que se 
desarrollen actividades extractivas de petróleo. 
 
Art. 3.- Se determina el plazo de tres meses para la elaboración de un Plan Emergente de 
Manejo; y un año posterior para la elaboración del Plan de Manejo definitivo de Parque 
Nacional Yasuní, bajo las políticas y objetivos de reserva de biósfera.  
 
Es importante este artículo porque “la elaboración y publicación del Plan de Manejo del Parque Nacional 
Yasuní se realizó en enero de 1998 gracias al apoyo del proyecto financiado por el Global Enviromental Facility” 
(Villaverde & Otros, 2005, pág. 92), sus objetivos que aunque presentes dentro de la normativa nacional 
siempre estarán subordinados a la constitución que de esa época a la actual ha cambiado por dos 
ocasiones.  
 
Zona Intagible Tagaeri-Taromenane 
La Declaración Estatal de Áreas Protegidas resultó en el caso del Parque Nacional Yasuní insuficiente 
para precautelar los derechos de la naturaleza y de los conglomerados humanos presentes allí, además, 
que suponían un freno para el desarrollo de ciertas actividades extractivas, así se propuso una nueva 
figura legal denominada Zona Intangible que en este caso tomaría el nombre de los grupos no contactados 
Tagaeri y Taromenane, de esta manera la zona intangible Tagaeri-Taromenani sería un espacio con 
protección legal, importancia cultural, biológica y ambiental en el que se impide la actividad extractiva. 
Es aquí donde “se reconocen los derechos de los pueblos indígenas que las habitan como un aporte a su 
desarrollo social, económico y cultural” (Villaverde & Otros, 2005, pág. 93) 
 
En el Gobierno de Jamil Mahuad se expidió el decreto ejecutivo N° 552 suscrito el 29 de enero de 1999, 
publicado en el Registro Oficial 121 del 2 de febrero de 1999. 
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Esta zona intangible se encuentra dentro del Parque Nacional Yasuní y de la Reserva Étnica Waorani, y  
de acuerdo a los considerandos del decreto ejecutivo se da relevancia a las comunidades Waorani que se 
mantienen sin contacto y que se los han denominado Tagaeri y Taromenane, cuya protección se desarrolla 
en el siguiente artículo pertinente: 
 
Art. 3.- La zona intangible ya indicada alcanza aproximadamente 700000 hectáreas que se 
ubican en la parroquias Cononaco y Nuevo Rocafuerte, cantón Aguarico, provincia de 
Orellana y en el parroquia Curaray, cantón Pastaza, provincia de Pastaza.  
 
La intangibilidad de este sector supone la conservación vedada de manera indefina a todo tipo de 
actividad extractiva en la que se incluye la petrolera, y que sin embargo cuenta con obstáculos pues las 
empresas dedicadas a esta actividad cada vez más se adentran en espacios protegidos, además de la “poca 
consistencia de la información sobre esta realidad posiblemente debido al poco conocimiento de la misma”   (Vélez, 




Fuente: Proyecto PETRAMAZ. DARE 
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4.4. Iniciativa Yasuní ITT 
 
Según menciona (Martínez, 2012, pág. 12), a más del problema limítrofe del Parque Nacional Yasuní y 
del reconocimiento de los derechos de posesión por parte de las comunidades indígenas Waorani y la 
zona intangible Tagaeri-Taromenani, es la Propuesta o Iniciativa ITT que tuvo sus antecedentes el 
gobierno de Alfredo Palacio cuando el 7 de julio de 2005 la Ministra de Ambiente Ana Albán suspendió 
la licencia ambiental del bloque 31 a la empresa brasileña PETROBRAS, y que más tarde a la victoria de 
Rafael Correa y conformación de gabinete trajo consigo los primeros escenarios de las negociaciones y la 
discusión. 
 
La experiencia más desastrosa desde el punto de vista ambiental, en el campo petrolero, es la 
controvertida lucha contra la empresa Texaco que ocasionó graves impactos a la flora y fauna de la región 
amazónica ecuatoriana, cuya actividad es defendida por la empresa multinacional a través del gobierno 
americano, y desde el punto de visto ecuatoriano respaldado por el gobierno y de manera sorpresiva 
hecho eco por personalidades mundiales. Con este funesto pasado el Gobierno de Rafael Correa a través 
del Ministerio de Energía y Minas en el año 2007 planteó la tesis de dejar el crudo bajo tierra 
específicamente en los bloques 31 y 43, con el fin de no afectar la biodiversidad de la zona y la integridad 
de los pueblos en aislamiento voluntario, siempre que se consiga al menos la mitad de los ganancias 
económicas que se generaría por la explotación. 
 
La propuesta era singular en sus alcances ya que no tenía antecedentes similares y proponía recompensar 
los valores que rodean a la actividad petrolera mediante la conservación de la naturaleza, propuesta que 
debía ser acogida por los países más desarrollados, que son los que más contaminan, y que tenían la 
capacidad de invertir en la iniciativa y a la vez que “coloca en el corazón de las discusiones varios elementos 
perversos del modelo extractivista: los impactos que genera a nivel local y global, el dinero de fácil gasto que 
suponen los ingresos por concepto de explotación de las riquezas no renovables y el verdadero papel y resultado de 





La iniciativa ITT también respondía a la tendencia de la constitución del 2008 que introdujo la figura del 
Sumak Kawsay que hasta esa fecha era desconocido y hasta ahora la población sigue sin entender sus 
alcances pero que a criterio de Alberto Acosta  “el Sumak Kawsay o buen vivir tiene que ver con una serie de 
derechos y garantías sociales, económicas y ambientales que fueron ampliados en la nueva constitución” (Acosta & 
Martínez, 2002) 
 
La extracción de recursos naturales no renovables es una vía rápida para que el Estado ecuatoriano 
obtenga ingresos, en este caso, de las rentas petroleras en el Parque Nacional Yasuní que desde su 
creación ha sufrido críticas por la expansión industrial y de la población que afectaron los ecosistemas, es 
por eso que “debido a que el bloque Ishpingo Tambococha Tiputini ITT está ubicado en el noreste del Parque 
Nacional Yasuní, y limita hacia el sur con la zona intangible Tagaeri Taromenane convoca discusiones acerca de 
los efectos que conllevaría la explotación de este bloque”   (Mendoza, 2011, pág. 54),  así las empresas petroleras 
ofrecen reducir impactos ambientales y culturales.  
 
Con la discusión de desarrollo versus extractivismo, el 24 de septiembre de 2007, el presidente Rafael 
Correa en un discurso ante la Asamblea de la ONU anunció la propuesta de mantener el crudo del ITT 
bajo tierra, reiterándolo el 18 de noviembre del mismo año en la Cumbre de la OPEP con la condición de 
que al sacrificar la única opción de desarrollo la comunidad internacional debía pagar al menos el 50% de 
lo que se obtendría, pues “se puede afirmar que el cálculo del valor total de la explotación petrolera del Yasuní 
ITT se infravaloró, pues según varios especialistas se situaría en diez veces más, es decir en alrededor de 70.000 
millones […] y que contrasta grandemente con la cifra de 7.200 millones estimada por la iniciativa” (Vélez, 2013, 
pág. 27) 
 
Pese al trabajo que se venía dando para la iniciativa, en octubre de 2007 se ratificó el interés por explotar 
el ITT y se restituyó la licencia ambiental a Petrobras para que continúe sus operaciones en el bloque 31, 
próximo al bloque ITT.  En abril de 2008, la Tercera Sala del Tribunal Constitucional aceptó un recurso 
de amparo presentado por Fundación Natura en contra de la licencia ambiental otorgada a Petrobras para 
la fase constructiva del proyecto de desarrollo y producción del bloque 31. En el 2009 Rafael Correa 
nombra una comisión lidera por Francisco Carrión, quién anunció que el Ecuador y el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo acordaron que hasta octubre de 2009 se constituya un fideicomiso 
internacional para captar la financiación de dejar por siempre bajo tierra los aproximadamente 846.000 
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millones de barriles de petróleo. El Decreto Ejecutivo 648 del 10 de febrero de 2011 designó a la Dra. 
Ivonne Baki como representante plenipotenciaria de la iniciativa Yasuní ITT y jefa del equipo 
negociador. 
 
Tras intentos por promocionar la iniciativa e invertir en publicidad, el fracaso de ésta  era evidente pues 
resultó una utopía desconocida por la atención  mundial, sobre todo porque se pretendió que el socialismo 
del buen vivir ya no sea solo objetivo de nuestra sociedad, sino de la humanidad. 
 
La desilusión provocó que el 15 de agosto de 2013 el presidente Rafael Correa, a través de una cadena 
nacional anunciara el fin de la iniciativa ITT y que el Ecuador optaría por la tesis B: explotar los recursos 
naturales no renovables de los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní. Los pasos constitucionales y 
legales llevados a cabo por la Presidencia de la República, la Asamblea Nacional y el Tribunal 




MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 
 
5.1. Normas Constitucionales 
 
La actual Constitución del Ecuador, elaborada en Montecristi y aprobada en referéndum por los 
ciudadanos el 28 de septiembre de 2008, publicada el 20 de octubre del mismo año en el Registro Oficial 
449, es el resultado de un proceso en el que intervinieron varios grupos sociales que alentaban una 
solución a la crisis que el país había vivido por la constante inestabilidad política de la pasada década, y 
que el electo presidente Rafael Correa promocionó como el camino al cambio político y jurídico. 
 
La trascendencia jurídica de la actual Carta Magna radica en que se reconoce la participación de pueblos 
y nacionalidades en asuntos que puedan resultar afectados, dejando atrás esa tendencia monocultural 
eurocéntrica de la anteriores Constituciones;  y además el considerar a la naturaleza como sujeto de 
derechos, avance de gran valía que pese a los cuestionamientos civilistas, adopta cada vez más  fuerza 
dentro del campo del Derecho. 
 
Esta relación entre el Estado y estos ciudadanos vulnerables y la naturaleza, se encuentra diseñada bajo la 
nueva Institución Constitucional llamada Sumak Kawsay o Buen Vivir, que involucra a estas 
colectividades en las diversas fases del desarrollo nacional, no como una dádiva de poder, sino un 
auténtico ejercicio de poder, que echa abajo la vieja tendencia de acumulación perpetua de bienes 






Es así que el propósito del presente capítulo es encontrar las normas constitucionales y legales aplicables 
a la extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas, su aplicación, eficacia jurídica e 
impacto coyuntural, y si resultan verdaderos instrumentos en la construcción de un nuevo pacto 
económico político, social y jurídico o son “tesis y prácticas desarrollista propias de una economía 
extractivista (primario- exportadora ) , que no han permitido hacer realidad el ansiado desarrollo y que están 
minando las bases de la Naturaleza” (Marti & Otros, 2009, pág. 11) 
 
5.1.1. Prohibición de explotar recursos naturales no renovables en áreas protegidas 
 
La situación coyuntural presente en la elaboración de la Constitución del 2008 hizo posible que se 
conceda y reconozca a la naturaleza como sujeto de derecho trastocando la vieja tesis de una legislación 
antropocéntrica, germinando así la figura legal biocéntrica. Esto también es el resultado de una oleada de 
modificaciones a sus respectivas legislaciones en Sudamérica en tanto que “el marco de los derechos se 
amplió con los llamados derechos de tercera generación incorporando los temas ambientales” (Gudynas, 2009, 
pág. 39). 
 
Con esa tendencia Ecuador aparentemente al ser un país de avanzada en temas de derecho a favor de la 
naturaleza estableció a través de la Asamblea Constituyente de Montecristi el Art. 407, norma que 
también será desarrollada en otros capítulos de la presente investigación que de manera textual 
manifiesta: 
 
Art. 407.  Se prohíbe la actividad extractiva de recursos no renovables en las áreas protegidas 
y en zonas declaradas como intangibles, incluida la explotación forestal. Excepcionalmente 
dichos recursos se podrán explotar a petición fundamentada de la Presidencia de la República 
y previa declaratoria de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional, que, de estimarlo 





La norma citada ubica al país en una posición de total desacuerdo y aceptación para la explotación de 
recursos naturales no renovables en áreas protegidas, sin embargo, de manera seguida faculta al ejecutivo 
para que por su iniciativa y con la aprobación de la Asamblea Nacional pueda dar paso a dicha actividad 
dejando a la Consulta Popular como una circunstancia posible o no. De esta contradicción surge la 
pregunta si el país en realidad está listo para dejar de desarrollar actividades extractivas que por 
circunstancias aleatorias se encuentran en áreas protegidas o es que vamos a continuar por ese camino de 
la vieja masacre extractiva puesto que “eso permite que los recursos naturales sean aprovechados bajo 
entendimientos de alto impacto ambiental”  (Gudynas, 2009, pág. 42) 
 
Parece ser que la intención es que la excepción a este artículo sea la regla general, ya que si nos ubicamos 
en el primer artículo de la Constitución de 2008 y luego de la declaración del Ecuador como un Estado 
Constitucional de Derechos y Justicia cuyo deber es propiciar la democracia y la ratificación de derechos 
colectivos o difusos, en el tercer inciso se establece que los “los recursos naturales no renovables del 
territorio del Estado pertenecen a su patrimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible”, es decir, que no se 
lo puede tocar, renunciar o perder el derecho sobre ellos en razón del tiempo. La naturaleza o pachamama 
según la cosmovisión indígena debe ser respetada acorde al artículo 10, inciso 2 que establece que “la 
naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución”. 
 
Pese a esta ubicación de la naturaleza como sujeto de derechos aún se la sigue materializando bajo esa 
tesis antropocéntrica en la que la naturaleza solo debe servir al hombre, sin que ello implique criterios de 
sustentabilidad con el fin de racionalizar su uso y consumo por parte de la generación presente, de esta 
manera el artículo 317 menciona que “los recursos naturales no renovables pertenecen al patrimonio 
inalienable e imprescriptible del Estado”. 
 
La nueva tendencia biocéntrica no quiere decir de ninguna manera que el hombre sea ajeno a la 
naturaleza, sino que  se convierte en parte de ella y que esa facultad de ejercer propiedad sobre ésta se rija 
bajo principios  de protección ambiental, que al mismo tiempo de proteger a la naturaleza garantice tal 




La teoría antropocéntrica de la que formó parte un gran jurista ecuatoriano, como  (Larrea Olguín, 2000, 
pág. 303), señalaba que la protección a la naturaleza y su explotación siempre debe estar en consideración 
a la utilidad razonable del hombre sin extremismos porque que resultarían injustos e irracionales dejando 
de satisfacer al hombre presente en previsión del futuro, ya que el desarrollo que alcance la técnica para la 
utilización de los recursos naturales es relativa dejando la posibilidad de que día a día se encuentren 
sorprendentes modos de aprovechamiento de los recursos naturales.  
 
“El concepto de desarrollo sustentable, es la brújula de toda la protección ambiental del Ecuador”  (Guaranda, 
2009, pág. 53), que se encuentra normado en los artículos 395 y 396, del que sobresale el modelo de 
desarrollo sustentable que se define como “satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes sin 
comprometer las posibilidades de las del futuro para atender a sus propias necesidades”, según el Informe 
Brundtland y que según la  (Constitución de la República del Ecuador, 2008) Art. 395 “es aquel que respetuoso 
de la diversidad cultural, que conserve la biodiversidad y la capacidad de regeneración natural de los ecosistemas, 
y asegura la satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes y  futuras” 
 
De igual jerarquía constitucional, el artículo 276 establece que el régimen de desarrollo tendrá los 
siguientes objetivos: 
 
1. Mejorar la calidad y esperanza de vida, y aumentar las capacidades y 
potencialidades de la población en el marco de los principios y derechos que 
establece la Constitución. 
2. Construir un sistema económico, justo, democrático, productivo, solidario y 
sostenible basado en la distribución igualitaria de los beneficios del desarrollo, de los 
medios de producción y en la generación de trabajo digno y estable. 
 
Con lo que nuevamente se hace presente la tendencia antropocéntrica en el que poco importa el impacto y 
la crisis ecológica que puede desembocar en la extracción de hidrocarburos en áreas protegidas como en 




La prohibición y excepción del artículo 407 de la Constitución pueden ser manipuladas también con el 
propósito que el Estado  incremente sus ingresos para convencer al ciudadano que necesita de satisfacción 
de servicios básicos con la aplicación del artículo 3, numeral 5:   
 
Art.3 Son deberes primordiales del Estado: 
5. Planificar el desarrollo nacional, erradicar la pobreza, promover el desarrollo sustentable y 
la redistribución equitativa de los recursos y la riqueza, para acceder al buen vivir.  
 
Aquí es donde se debe prestar mayor atención ya que para acceder al Buen Vivir (Sumak Kawsay), el 
Estado puede disponer las veces necesarias los recursos, entre ellos los nos renovables. 
 
Parece ser que el plan del Gobierno, plasmado en la Constitución del 2008, fue contar con sectores 
estratégicos nada amigables con el medio ambiente puesto que  “el énfasis en una valoración exclusivamente 
económica de los recursos naturales ha desembocado en el abuso del uso del concepto de capital natural y de ideas 
asociadas como pago por bienes y servicios ambientales” (Gudynas, 2009, pág. 48), como se  lo evidencia en el 
inciso tercero del artículo 304: 
 
“Se consideran sectores estratégicos la energía en todas sus formas, las telecomunicaciones, 
los recursos naturales no renovables, el transporte y la refinación de hidrocarburos, la 
biodiversidad y el patrimonio genético, el espectro radioeléctrico, el agua, y los demás que 
determine la ley” 
 
Se han traído a colación artículos constitucionales que promueven la intangibilidad de los recursos 
naturales no renovables en áreas protegidas, y contrastan sustentar la excepción para explotar los bloques 
31 y 43 del Parque Nacional Yasuní cuya autorización aparentemente está en estricto apego a la 
Constitución y a las demás leyes, el respeto a la naturaleza y a la cultura de los pueblos que como 
seguiremos analizando acuden a ciertos aspectos que valen la pena estudiarlos. Así también, es necesario 
citar el artículo 408 de la Constitución que cierra el presente punto del capítulo: 
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 Art 408.- Son de propiedad inalienable, imprescriptible e inembargable del Estado los 
recursos naturales no renovables y, en general, los productos del subsuelo, yacimientos 
minerales y de hidrocarburos, substancias cuya naturaleza sea distinta de la del suelo, incluso 
los que se encuentren en las áreas cubiertas por las aguas del mar territorial y las zonas 
marítimas; así como la biodiversidad y su patrimonio genético y el espectro radioeléctrico. 
Estos bienes sólo podrán ser explotados en estricto cumplimiento de los principios ambientales 
establecidos en la Constitución. 
El Estado participará en los beneficios del aprovechamiento de estos recursos, en un monto 
que no será inferior a los de la empresa que los explota. 
El Estado garantizará que los mecanismos de producción, consumo y uso de los recursos 
naturales y la energía preserven y recuperen los ciclos naturales y permitan condiciones de 
vida con dignidad. 
 
El Estado aparentemente promueve la soberanía sobre los recursos naturales no renovables, el caso del 
crudo en los bloques 31 y 43 del PNY, su fin justificado en al artículo precedente es el uso y rédito que se 
obtienen por la explotación de petróleo, si bien se ordena el estricto cumplimiento de los principios 
ambientales, la experiencia medio ambiental revela que la crisis de la naturaleza por la intervención de la 
mano del hombre no tiene vuelta atrás. 
 
5.2. Comunidades y Pueblos Indígenas 
En nuestro sistema legal la integración del indígena a la vida moderna del país ha sido titánica con el 
objetivo de dejar atrás cualquier forma precaria de desarrollo, con lo que paulatinamente se propuso 
establecer un sistema de igualdad ante la ley y que poco a poco erradicara la discriminación hacia ellos. 
Después de la creación del Estado Constitucional de Derechos se propendía  instaurar políticas de acción 
afirmativa o discriminación positiva que privilegiaba el estatus de los indígenas. 
 
La participación activa dentro de las políticas nacionales se ve relacionado con la extracción de recursos 
naturales no renovables en sus territorios, que solo es posible a través del reconocimiento de la identidad 
de los pueblos, dentro de la unidad del Estado como ocurre con el artículo 1 de la Constitución que 
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manifiesta que “el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico…”. 
El artículo 56 de la Carta Magna expresa que: 
Las comunidades, pueblos, y nacionalidades indígenas, el pueblo afroecuatoriano, el pueblo 
montubio y las comunas forman parte del Estado ecuatoriano, único e indivisible. 
El antecedente para el reconocimiento de los derechos colectivos lo encontramos en el Convenio 169 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la OIT llevado a cabo el 7 de junio de 1989 en Ginebra ratificado 
por el Estado Ecuatoriano el 15 de mayo de 1998, cuyo objetivo principal es garantizar el mejoramiento 
de las condiciones de los pueblos indígenas capaces de asumir el control de sus instituciones como lo 
establece el artículo 3 del presente convenio que dice que “los pueblos indígenas y tribales deberán gozar 
plenamente de los derechos humanos y libertadas fundamentales, sin obstáculos ni discriminación”  (Convenio 169 
sobre Pueblos Indígenas y Tribales de la OIT. Artículo 3. 1989) 
 
De la misma manera el presente convenio en su artículo 15 privilegiaba a los pueblos indígenas en la 
administración de los recursos que se encuentran en su territorio, tema criticado puesto que se considera 
que todo aquello forma parte del patrimonio del Estado como se evidenció en artículos precedentes de la 
Constitución, y que deben satisfacer el bien común y el interés general, más que términos ideológicos, 
con lo que “puso a flote la vieja cuestión de la teoría constitucional y que resurgía cada vez que se trataba de 
establecer normas de protección o establecer derechos” (Narváez, Yasuní en el vortice la violencia legítima y las 
caras ocultas del poder (1° edición), 2013, pág. 111) 
 
Esta aspiración de concesión de derechos hacia las comunidades también lo encontramos en el artículo 
275, inciso tercero de la Constitución que establece que:  
 
El buen vivir requerirá que las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades gocen 
efectivamente de sus derechos, y ejerzan responsabilidades en el marco de la interculturalidad, 




De esta manera el Sumak Kawsay prioriza la relación material de la dignidad de la persona humana, la 
naturaleza y la concreción de los derechos de los sujetos colectivos, los llamados derechos económicos, 
sociales y culturales que por la casuística de los bloques 31 y 43 deben ser tomados en cuenta ya que 
existen comunidades indígenas, habitantes del Parque Nacional  Yasuní, amparados por estos derechos. 
 
5.2.1. Pueblos en aislamiento voluntario  
 
Los pueblos en aislamiento voluntario son segmentos de población indígena que no mantienen contacto 
regular con el resto de población y que tratan de rehuir a cualquier clase de contacto físico o cultural y 
que algunos autores consideran que más bien son “grupos en aislamiento como estrategia de supervivencia y 
de voluntariedad, transformados en refugiados ecológicos desprotegidos por el Estado” (Cabodevilla & Aguirre, 
2013, págs. 10.1 , 10) 
 
De esta manera el artículo 57 en su penúltimo inciso establece que:  
 
Los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario son de posesión ancestral irreductible 
e intangible, y en ellos estará vedada todo tipo de actividad extractiva. El Estado adoptará 
medidas para garantizar sus vidas, hacer respetar su autodeterminación y voluntad de 
permanecer en aislamiento, y precautelar la observancia de sus derechos. La violación de 
estos derechos constituirá delito de etnocidio, que será tipificado por la ley. 
 
Norma constitucional que también debe ser tomada en cuenta dentro de este marco jurídico pues los dos 
pueblos indígenas que viven en aislamiento voluntario, como son los Taromenane y Tagaeri, se 
encuentran en el Parque Nacional Yasuní de manera nómada, por esta situación no se los puede alejar del 
territorio que habitan, como de manera imperante lo establece el numeral 11 del artículo 57, que 
refiriéndose a los pueblos indígenas establece como un derecho colectivo “el no ser desplazado de sus 
territorios ancestrales”.  
Situaciones que serán analizadas más detalladamente, de acuerdo al presente caso, en el siguiente capítulo 
de la investigación.  
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5.2.2. Consulta previa 
 
 La consulta previa es el deseo de que las comunidades indígenas intervengan en asuntos que puedan 
afectar sus derechos, propiciando la legitimidad en los procesos de construcción del Estado incluyente 
entorno a la diversidad etnocultural y que neutralice las tensiones entre los sujetos colectivos y el aparato 
estatal así “en este contexto el derecho a la autodeterminación de los pueblos indígenas se traduce en respetar las 
competencias propias de los pueblo, además de transferir las competencias (previamente acordadas con el Estado) 
para el ejercicio del poder indígena en los territorios ancestrales” (Narváez, Yasuní en el vortice la violencia 
legítima y las caras ocultas del poder (1° edición), 2013, pág. 115) 
 
La consulta previa, libre e informada está direccionada a los grupos indígenas que son afectados 
directamente por la incursión en actividades hidrocarburíferas dentro de sus territorios, mecanismo de 
participación que se encuentra vigente en los artículos 57, numeral 7 y 398. 
 
Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y 
demás instrumentos internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos:  
 
7. La consulta previa, libre e informada, dentro de un plazo razonable, sobre planes y 
programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables que se 
encuentren en sus tierras y que puedan afectarles ambiental o culturalmente; participar en los 
beneficios que esos proyectos reporten y recibir indemnizaciones por los perjuicios sociales, 
culturales y ambientales que les causen. La consulta que deban realizar las autoridades 
competentes será obligatoria y oportuna. Si no se obtuviese el consentimiento de la comunidad 
consultada, se procederá conforme a la Constitución y la ley. 
Art. 398.- Toda decisión o autorización estatal que pueda afectar al ambiente deberá ser 
consultada a la comunidad, a la cual se informará amplia y oportunamente. El sujeto 
consultante será el Estado. La ley regulará la consulta previa, la participación ciudadana, los 
plazos, el sujeto consultado y los criterios de valoración y de objeción sobre la actividad 
sometida a consulta. 
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El Estado valorará la opinión de la comunidad según los criterios establecidos en la ley y los 
instrumentos internacionales de derechos humanos. 
 
Si del referido proceso de consulta resulta una oposición mayoritaria de la comunidad 
respectiva, la decisión de ejecutar o no el proyecto será adoptada por resolución debidamente 
motivada de la instancia administrativa superior correspondiente de acuerdo con la ley. 
 
Normas concordante con el artículo 6 del Convenio 169 de la OIT, que reza lo siguiente: 
 
Art.6 
1.- Al aplicar las disposiciones del presente convenio, los gobiernos deberán: 
a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a 
través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o 
administrativas susceptibles de afectarles directamente.  
 
La consulta previa puede ser valorada desde la lógica indígena como la potestad de decidir sobre medidas, 
proyectos, obras o actividades desarrolladas dentro de sus territorios del que puedan resultar afectados 
propendiendo a defender su integridad social, cultural y económica “por lo tanto este mecanismo de 
participación se convierte en un derecho constitucional, colectivo y un proceso de carácter público especial y 
obligatorio que debe realizarse previamente”  (Guaranda, 2009, pág. 143) 
 
La consulta previa es un paso ineludible para la extracción de recursos naturales no renovables, como es 
el caso de la extracción hidrocarburífera de los boques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní que debe ser 
tomado mediante la adopción de mecanismos reglados de consulta y por la suscripción de acuerdos 




Las variables que deben considerarse para la consulta previa a los pueblos y nacionalidades indígenas 
deben ser diferentes a la consulta popular, porque en la primera intervienen aspectos socioculturales, 
lingüísticos y territoriales. 
 
5.2.3. Consulta Pre legislativa  
La cuestión de la consulta pre legislativa es todavía oscura dentro de la extracción de recursos naturales 
no renovables en áreas naturales no protegidas, pues se debe partir de la declaratoria de interés nacional 
por parte de la Asamblea Nacional que consta en el artículo 407 de la constitución, ya que materialmente 
no implica ser una ley sino tan solo una resolución de origen parlamentario que versa sobre un asunto 
estrictamente particular aparentemente, por lo que el procedimiento legislativo establecido en el artículo 
132 al artículo 140 es controversial en su aplicación.  
 
5.2.4. Consulta popular 
La consulta popular, como un instrumento al servicio de la construcción y el mantenimiento del orden 
social, es utilizado de manera recurrente en asuntos que contienen derechos constitucionales difusos, tal 
es la situación de la extracción de recursos naturales no renovables en el Parque Nacional Yasuní, como 
se analizará en el presente trabajo, son tres las corrientes que en su momento mantuvieron tesis diferentes 
reflejadas en la intención de que una pregunta llegue a ser objeto de consulta popular a la ciudadanía en 
general.  
 
“El derecho a la participación puede ser entendido desde dos perspectivas:  
a) como la inmediación que debe existir entre estado y administrados en todas las etapas del 
quehacer público (planificación, generación de políticas públicas, rendición de cuentas, etc.). 
b) como la toma conjunta de decisiones entre el Estado y los administrados, a través de la 
consulta previa cuando esas decisiones estatales les afectan de manera directa en su calidad 




Por tal  circunstancia la Constitución de Montecristi del 2008 guarda artículos relacionados a la estructura 
entre el Estado que pregunta y el pueblo que quiere ser consultado y responde. De esta manera podemos 
citar el artículo 61, numeral 4 que establece dentro de los derechos de participación que:  
Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos: 4. Ser consultados. 
 
Por tal razón, en la última década las demandas de participación democrática y de gestión ambiental 
participativa han cobrado importancia en razón de la nueva estructura de Estado-ciudadano. “La 
participación ciudadana en los proyectos extractivos (petróleo, minería, hidroelectricidad) alude a entender los 
procesos a partir de la racionalidad ambiental, de la democracia participativa y de la gobernanza inclusiva” 
(Torres & Otros, 2001, págs. 77,78), lo que involucra que se aleje el aspecto clientelar, y más bien se 
comprenda el verdadero significado democrático y el marco normativo institucional que existe y por 
supuesto el rol de los actores involucrados y su aporte social, cultural, económico, ético, ambiental y 
científico. 
En la misma línea es imprescindible tomar en cuenta el inciso cuarto del artículo 104 de la Constitución: 
 
La ciudadanía podrá solicitar la convocatoria a consulta popular sobre cualquier asunto. 
Cuando la consulta sea de carácter nacional, el petitorio contará con el respaldo de un 
número no inferior al cinco por ciento de personas inscritas en el registro electoral; cuando 
sea de carácter local el respaldo será de un número no inferior al diez por ciento del 
correspondiente registro electoral. 
 
Este artículo faculta la posibilidad de iniciativa de la ciudadanía, pero a la vez incluye un requisito 
fundamental que es el respaldo porcentual de la población y que también será analizado más adelante, 
pues dependiendo de la coyuntura podría ser una traba al largo camino de la participación ciudadana. 
 
Un principio ambiental presente en la Constitución del 2008 hace referencia a la consulta popular, pues 
los resultados de la consulta son una expresión de voluntad que determina la ejecutabilidad del proyecto y 




El Estado garantizará la participación activa y permanente de las personas, comunidades, 
pueblos y nacionalidades afectadas, en la planificación, ejecución y control de toda actividad 
que genere impactos ambientales. 
 
El conjunto de artículos garantistas de la participación ciudadana en torno a la consulta popular no 
termina allí, pues en el último inciso del artículo 85 se establece que:  
 
En la formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios 
públicos se garantizará la participación de las personas, comunidades, pueblos y 
nacionalidades. 
 
Con lo que el Estado aparentemente espera una decisión positiva o negativa en el criterio del sujeto 
consultado que servirá como base de las políticas públicas que en este caso se relaciona con la extracción 
de recursos naturales no renovables en áreas protegidas pues afecta a toda la población. 
 
Por último, en todas las etapas de la consulta popular no se debe olvidar que es un derecho de la 
ciudadanía y una obligación del Estado ya que “el consentimiento es una forma de participación que asume que 
el actor social tiene la capacidad de decidir en forma responsable y madura sobre un tema que le afecta” 
(Guaranda, 2009, pág. 169) y así superar el simple proceso de información y alcanzar un auténtico proceso 
democrático y hacer efectivo el último inciso del artículo 95 que manifiesta:  
 
La participación de la ciudadanía en todos los asuntos de interés público es un derecho, que se 






5.3. Normas Legales 
Nuestra tradición constitucional ha marcado un sistema jerárquico de leyes en el que la constitución y los 
tratados internacionales están en la cúspide sobre otras leyes de menor jerarquía, orgánicas y ordinarias, 
que ayudan en el proceso de aplicación de los principios constitucionales establecidos, en este caso, para 
la extracción de recursos no renovables en áreas protegidas y que se encuentran indicados en líneas 
precedentes. 
 
De esta forma se estudiarán los artículos más importantes relacionados al tema, primero la Ley Forestal y 
de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, luego la Ley de Gestión Ambiental, la Ley de 
Desarrollo Agrario, y por último la Ley de Hidrocarburos. 
 
5.3.1. Ley Forestal de Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre 
 
La última codificación de la presente ley fue publicada  en el Suplemento del Registro Oficial N°418 de 
10 de septiembre de 2004, y su primer antecedente como Ley Forestal data del Decreto-Ley de 
Emergencia N°07, del 24 de enero de 1958, publicado en el Registro Oficial N°434 del 10 de febrero de 
1958. 
A continuación se indicará los artículos que se correlacionan con la Constitución y se debe partir con el 
artículo 66: 
 
El patrimonio de áreas naturales del Estado se halla constituido por el conjunto de áreas 
silvestres que se destacan por su valor protector, científico, escénico, educacional, turístico y 
recreacional, por su flora y fauna, o porque constituyen ecosistemas que contribuyen a 
mantener el equilibrio del medio ambiente. 
 
Corresponde al Ministerio del Ambiente, mediante Acuerdo, la determinación y delimitación 
de las áreas que forman este patrimonio, sin perjuicio de las áreas ya establecidas por leyes 
especiales, decretos o acuerdos ministeriales anteriores a esta Ley. 
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De donde se desprende que las áreas naturales siguen siendo consideradas un patrimonio del que el 
Estado puede hacer uso a través del Ministerio del Ambiente. El siguiente artículo de manera jerárquica y 
taxativa establece las categorías de las áreas naturales existentes en el país, siendo la zona del Yasuní una 
de las más privilegiadas por ser Parque Nacional. 
 
Art. 67.- Las áreas naturales del patrimonio del Estado se clasifican para efectos de su 
administración, en las siguientes categorías: 
a) Parques nacionales; 
b) Reserva ecológica; 
c) Refugio de vida silvestre; 
d) Reservas biológicas; 
e) Áreas nacionales de recreación; 
f) Reserva de producción de fauna; y, 
g) Área de caza y pesca. 
 
De manera seguida  aparecen los términos inalienable e imprescriptible con el fin de conservar el 
ecosistema presente en el Parque Nacional Yasuní, debiéndose poner atención en la palabra inalterado 
pues supone que aspectos como la investigación y el turismo no afectan el equilibrio existente, pero que 
aun así “no se puede alterar las áreas naturales, que se trata de un patrimonio inalienable e imprescriptible y que 
tampoco puede establecerse ningún derecho sobre los mismos” (Villaverde & Otros, 2005, pág. 44) 
 
En resumen, si bien la Ley Forestal contribuye en el marco jurídico con los artículos precedentes aún 
posee vacíos pues es una ley absolutamente centralista que no reconoce el papel de los gobiernos 
autónomos descentralizados y que en sus vacíos está el desconocimiento total de la reserva de biósfera 
como categoría; pese a eso su aspecto medular es la intangibilidad, “lo intangible es un concepto que en 
términos sencillos significa que no puede ser tocado, que tiene que conservarse tal como existe […] pero aun así 




5.3.2. Ley de Gestión Ambiental 
 
La presente Ley de Gestión Ambiental ha sufrido numerosas modificaciones, siendo su última 
codificación el 10 de septiembre de 2004 publicado en Registro Oficial Suplemento 418. El primer 
artículo a fin a la investigación, es el número 6 que a continuación se cita: 
 
Art. 6.- El aprovechamiento racional de los recursos naturales no renovables en función de los 
intereses nacionales dentro del patrimonio de áreas naturales protegidas del Estado y en 
ecosistemas frágiles, tendrán lugar por excepción previo un estudio de factibilidad económico 
y de evaluación de impactos ambientales. 
 
Concordante con el artículo 407 de la Constitución, pues prevé la excepcionalidad en actividades 
extractivas (hidrocarburos) que solo procederán con estudios de factibilidad de carácter económico y con 
el correcto seguimiento ambiental. 
 
Art. 16.- El Plan Nacional de Ordenamiento Territorial es de aplicación obligatoria y 
contendrá la zonificación económica, social y ecológica del país sobre la base de la capacidad 
del uso de los ecosistemas, las necesidades de protección del ambiente, el respeto a la 
propiedad ancestral de las tierras comunitarias, la conservación de los recursos naturales y 
del patrimonio natural. Debe coincidir con el desarrollo equilibrado de las regiones y la 
organización física del espacio. El ordenamiento territorial no implica una alteración de la 
división político administrativa del Estado. 
 
Este artículo contribuye al correcto orfenamiento  puesto que pondera la planificación como motor de la 
sustentabilidad y de la posibilidad de extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas, 
además que incluye las áreas protegidas, las tierras comunitarias allí establecidas y el manejo de los 




Art. 19.- Las obras públicas, privadas o mixtas, y los proyectos de inversión públicos o 
privados que puedan causar impactos ambientales, serán calificados previamente a su 
ejecución, por los organismos descentralizados de control, conforme el Sistema Único de 
Manejo Ambiental, cuyo principio rector será el precautelatorio. 
 
De acuerdo a la norma citada, la excepción contenida en el artículo 407 de la Constitución debería tener 
una calificación previa precautelatoria de los impactos ambientales que puedan ocasionarse en los bloques 
31 y 43 del Parque Nacional Yasuní. 
Los artículos 28 y 29 de esta Ley son los que guardan más relación con la consulta previa y consulta 
popular establecidas en la Constitución del 2008, puesto que amplía la participación de personas naturales 
o jurídicas cuando se trata de actividades extractivas que puedan provocar daños ambientales 
fortaleciendo aún más el derecho de resistencia de los pueblos. 
 
5.3.3. Ley de Desarrollo Agrario  
 
La Ley de Desarrollo Agrario es uno de los cuerpos legales que más impacto social ha causado en el 
Ecuador, siendo su última codificación el 16 de abril de 2004, publicado en Registro Oficial Suplemento 
315.  
Los artículos que nos interesan son los relacionados a la legalización y adjudicación de tierras cuyos 
beneficiarios sean las comunidades indígenas y el conflicto que se genera pues aparentemente están 
imposibilitados de acceder a la adjudicación por la prohibición constante en el último inciso del artículo 
50. 
 
Art. 49.- LEGALIZACION.- El Estado protegerá las tierras del INDA que se destinen al 
desarrollo de las poblaciones montubias, indígenas y afroecuatorianas y las legalizará 
mediante adjudicación en forma gratuita a las comunidades o etnias que han estado en su 
posesión ancestral, bajo la condición de que se respeten tradiciones, vida cultural y 
organización social propias, incorporando, bajo responsabilidad del INDA, los elementos que 
coadyuven a mejorar sistemas de producción, potenciar las tecnologías ancestrales, lograr la 
adquisición de nuevas tecnologías, recuperar y diversificar las semillas y desarrollar otros 
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factores que permitan elevar sus niveles de vida. Los procedimientos, métodos e instrumentos 
que se empleen deben preservar el sistema ecológico. 
 
Art. 50.- ADJUDICACION.- El Instituto Nacional de Desarrollo Agrario (INDA), legalizará 
mediante adjudicación en favor de los posesionarios, las tierras rústicas de su propiedad, 
cuando se compruebe una tenencia ininterrumpida mínima de cinco años, previo su pago de 
acuerdo al avalúo practicado por el INDA. 
El avalúo se realizará con sujeción a la clasificación y valoración de los terrenos elaborados 
con anterioridad por la DINAC, a través del organismo competente del INDA. Para el 
establecimiento de los precios a pagarse, se tomarán en consideración los siguientes factores: 
a) clase de suelo y ubicación geográfica del predio; b) destino económico; c) infraestructura; 
y, d) situación socioeconómica del adjudicatario. El valor de la tierra será pagado al contado 
y en dinero de curso legal. 
La explotación de la tierra adjudicada deberá hacerse de conformidad con el plan de manejo 
sustentable del área. 
Las disposiciones de este artículo no son aplicables a los patrimonios forestal y de áreas 
naturales del Estado, ni a las tierras del patrimonio del Ministerio del Ambiente. 
 
5.3.4. Ley de Hidrocarburos 
 
La Ley de Hidrocarburos fue promulgada mediante Decreto Supremo 2967 en el 
Registro Oficial 711 del 15 de noviembre de 1978 que aunque  ha sufrido leves modificaciones, la última 
en el 2011, es un cuerpo legal que resulta anacrónico pues se la desarrolló en el inicio de boom petrolero 
cuando la conciencia ambiental era ínfima. 
 
La Ley de Hidrocarburos regula las actividades hidrocarburíferas en sus diferentes fases, desde la 
exploración hasta el transporte, incluyendo las instituciones encargadas de desarrollar las políticas de la 
materia, pero no contribuye de manera significativa a nuestra investigación siendo que debería contener 
aspectos fundamentales como la intervención petrolera en zonas protegidas  y la intervención en 
comunidades indígenas.  
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Basta citar el primer artículo de esta Ley para evidenciar que no existe respeto alguno que vaya de la 
mano con los lineamientos constitucionales en favor de las áreas protegidas porque los hidrocarburos son 
























SITUACIÓN JURÍDICA DE LOS GOBIERNOS AUTÓNOMOS DESCENTRALIZADOS 
Y COMUNIDADES INDÍGENAS 
 
6.1. Situación jurídica de los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
 
De acuerdo a la proyección que se infiere en la explotación petrolera de los bloques 31 y 43 del Parque 
Nacional Yasuní, los Gobiernos Autónomos Descentralizados vinculados a esta actividad son los 
siguientes:  
 
Provinciales: Orellana y Pastaza 
Municipales: Aguarico, Francisco de Orellana, Arajuno, y Pastaza 
Parroquiales Rurales: Nuevo Rocafuerte, Capitán Augusto Rivadeneira, Cononaco, Santa María de 
Huiririma, Tiputini, Dayuma, Alejandro Labaka, el Edén, Inés Arango, Curaray, Montavo, y Río Tigre. 
 
Los Gobiernos Autónomos Descentralizados GADs son la  evolución de lo que históricamente fueron los 
Consejos Provinciales y los Municipios en especial y que según el Código Orgánico de Ordenamiento 
Territorial, Autonomía y Descentralización son Gobierno Autónomos Descentralizados regionales, 
provinciales, municipales y parroquiales rurales. 
 
El Municipio es el rezago más profundo que marcó la colonia española en nuestro territorio, pues el 
Cabildo era la forma política más apta para controlar una circunscripción relativamente pequeña y que 
pudiera a su vez rendir cuentas a la corona, más tarde en la época Republicana la forma político-
administrativa del Municipio se conservó y se quiso añadir la figura de los Departamentos, siendo tres: 
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Quito, Guayaquil y Cuenca, sin embargo, las pugnas de poder impidieron la realización de los mismos, 
con lo que se potencializó a los Consejos Provinciales y se añadió las Juntas Parroquiales Rurales. 
Las actividades que por tradición han sido competencias de los Gobiernos Autónomos Descentralizados 
han sido la prestación de servicios básicos, como luz, agua, alcantarillado y sistema vial, que solo puede 
ser alcanzado por medio de la transferencia de recursos desde la administración pública central en 
porcentajes históricamente discriminatorios hacia las provincias y cantones de la Amazonía, fuente de los 
recursos naturales no renovables. Por lo que es necesario traer a colación ciertas normas entre ellas 
constitucionales que dan cuenta de la situación jurídica en la que se encuentran los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados. 
 
Art. 1.- El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de 
república y se gobierna de manera descentralizada. 
 
La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce 
a través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en 
la Constitución. 
Los recursos naturales no renovables del territorio del Estado pertenecen a su patrimonio 
inalienable, irrenunciable e imprescriptible. 
 
El citado artículo plantea un Gobierno que realiza sus actividades de manera descentralizada, es decir, que 
propende a que de manera gradual las competencias de la administración pública central sean trasladadas 
a los Gobiernos Autónomos, sin embargo, el tercer inciso establece que los recursos naturales no 
renovables pertenecen al Estado y será éste el que lo administre y que se percibe de manera deficiente en 
la calidad de los servicios. 
 
Art. 242.- El Estado se organiza territorialmente en regiones, provincias, cantones y 
parroquias rurales. Por razones de conservación ambiental, étnico-culturales o de población 
podrán constituirse regímenes especiales. 
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Los distritos metropolitanos autónomos, la provincia de Galápagos y las circunscripciones 
territoriales indígenas y pluriculturales serán regímenes especiales. 
 
En este sentido el Estado si bien es unitario, su forma de organización política administrativa es 
descentralizada, con lo que el Gobierno central cede poderes y atribuciones a actores jerárquicamente 
inferiores en un proceso complejo que trata de equilibrar la democracia y potenciar la vida de las 
comunidades que forman parte de los Gobiernos Autónomos Descentralizado. 
 
Art. 263.- Los gobiernos provinciales tendrán las siguientes competencias exclusivas, sin 
perjuicio de las otras que determine la ley:  
4. La gestión ambiental provincial. 
7. Fomentar las actividades productivas provinciales. 
 
De esta forma la Constitución dentro de las facultades que concede a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados provinciales establece la gestión ambiental en la circunscripción que le corresponda y el 
fomento a las actividades productivas, de esta manera dentro de la extracción de recursos naturales no 
renovables en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní se debería hacer efectiva esta garantía de 
no dejar el total poder en manos del Estado central, pero que aún resulta  inoperante por los diferentes 
grados de profundidad presentes en la descentralización pues “ha tenido un ritmo lento, en muchos casos 
como consecuencia de que los niveles subnacionales (…) no están preparados para recibir muchas de las 
responsabilidades de la gestión ambiental en virtud de su capacidad técnica y financiera” (Narváez, Petróleo y 
Poder: El colapso de un lugar singular Yasuní (1° edición), 2009, pág. 390) 
 
Art. 264.- Los gobiernos municipales tendrán las siguientes competencias exclusivas sin 
perjuicio de otras que determine la ley: 
4. Prestar los servicios públicos de agua potable, alcantarillado, depuración de aguas 
residuales, manejo de desechos sólidos, actividades de saneamiento ambiental y aquellos que 




Esta garantía constitucional obliga que los Gobiernos Autónomos Descentralizados en cuyo territorio se 
realicen labores de extracción de recursos naturales no renovables presten eficientes servicios 
especialmente en lo que respecta a saneamiento ambiental y a la necesidad de grandes esfuerzos para 
fortalecer la institucionalidad de los Municipios como entes encargados de establecer las directrices de 
orientación, vigilancia, promoción y control de la sustentabilidad ambiental del desarrollo. 
 
Art. 267.- Los gobiernos parroquiales rurales ejercerán las siguientes competencias 
exclusivas, sin perjuicio de las adicionales que determine la ley: 
4. Incentivar el desarrollo de actividades productivas comunitarias, la preservación de la 
biodiversidad y la protección del ambiente. 
 
Con lo que los Gobiernos Autónomos Parroquiales rurales al ser el órgano descentralizado de menor 
jerarquía queda expresamente facultado para proteger la biodiversidad y el medio ambiente en razón de 
las posibles implicaciones que tiene la extracción de recursos naturales no renovables, de esta manera 
queda  completa las atribuciones ambientales en todos los niveles descentralizados, (Narváez, 2009) 
afirma que los agentes de desarrollo, los administradores de los recursos naturales y algunos ambientales 
también promueven la descentralización como una manera de aumentar la eficiencia y la equidad en la 
gestión de los recursos naturales. 
 
Art. 274.- Los gobiernos autónomos descentralizados en cuyo territorio se exploten o 
industrialicen recursos naturales no renovables tendrán derecho a participar de las rentas que 
perciba el Estado por esta actividad, de acuerdo con la ley. 
 
Las actividades extractivas petroleras caben dentro de este artículo, y posibilita a que los GADs del sector 
comprendido dentro de la presente investigación sean partícipes de manera directa de un porcentaje de los 
ingresos a que el Estado tenga derecho y que deben ser regulados de acuerdo a la ley, como es el caso del 





Art. 192.- Los Gobiernos Autónomos Descentralizados participarán del veintiuno por ciento 
(21%) de ingresos permanentes y del diez por ciento (10%) de los no permanentes del 
presupuesto general del Estado. 
En virtud de las competencias constitucionales, el monto a transferir se distribuirá entre los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados en la siguiente proporción: veintisiete por ciento 
(27%) para los Consejos Provinciales; sesenta y siete por ciento (67%) para los Municipios y 
Distritos Metropolitanos; seis por ciento (6%) para las Juntas Parroquiales (…) 
 
Las actividades extractivas de petróleo en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní corresponden a 
la participación de los ingresos no permanentes  porque la naturaleza propia del petróleo su duración es 
temporal y la distribución de esta rentas serán distribuidas mayoritariamente hacia los cantones que 
deberán invertir en egresos no permanentes. Así también, la Ley del Fondo para el Eco desarrollo 
Regional Amazónico y de Fortalecimientos de su Organismo Seccionales, Ley 010, en su artículo 1 
manifiesta que: El fondo para el Eco desarrollo Regional Amazónico que se incrementará con los ingresos 
provenientes del impuesto equivalente a un dólar de los Estados Unidos de América (USD, 1.00) por cada 
barril de petróleo que se extraiga en la región amazónica y se comercialice en los mercados internos y 
externos.  
 
La presente ley tanto en su artículo 1, como en los siguientes establece un impuesto por cada barril que 
sea extraído y comercializado, con lo que se formará un fondo para inversión en gastos de protección al 
ambiente, saneamiento, educación y salud.  
 
En la misma línea la Ley de Hidrocarburos en su artículo 94, establece que:  
 
Art. 94.- Participación Laboral.- En el caso de los trabajadores vinculados a la actividad 
hidrocarburífera, éstos recibirán el 3% del porcentaje de utilidades y el 12% restante será 
pagado al Estado y a los Gobiernos Autónomos Descentralizados que lo destinarán a 
proyectos de inversión social y de desarrollo territorial en las áreas en donde se lleven a cabo 
actividades hidrocarburíferas. Dichos proyectos deberán ser armonizados con el Plan 
Nacional de Desarrollo. 
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Las inversiones que realicen los Gobiernos Autónomos Descentralizados deberán ser 
canalizadas a través del Banco del Estado para que efectúe los desembolsos correspondientes. 
 
De cierta forma, es un mérito que restringe las exageradas utilidades que recibían los trabajadores 
petroleros y ordena a que el 12%  de las utilidades sea distribuido a los GADs donde se realicen la 
actividad extractiva, y así menguar la situación de pobreza y la falta de acceso a salud y educación.    
 
Todos los ingresos que son desarrollados por las leyes mencionadas en relación a la norma constitucional 
especifican de manera taxativa los porcentajes provenientes de la actividad extractiva destinados a los 
GADs para que realicen inversiones en materias socio ambiental y cultural. 
 
En cuanto al ordenamiento territorial que constitucionalmente les corresponde a los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados en todos sus niveles y que al momento se encuentra en amplio debate en la 
Asamblea Nacional Constituyente existen normas de la Carta Magna, así como también del Código 
Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (COOTAD) que a continuación se 
cita: 
 
Art. 241.- La planificación garantizará el ordenamiento territorial y será obligatoria en todos 
los gobiernos autónomos descentralizados. 
 
El artículo es imperante en cuanto a lo que manifiesta, y acorde a la presente investigación lo que se 
pretende evitar es el abuso de la colonización en las zonas de amortiguamiento del Parque Nacional 
Yasuní, pues debe estar en armonía con lo que se establezca en el Plan Nacional del Buen Vivir y el Plan 
de Manejo del Parque.  
 
Así, esta garantía constitucional se desarrolla en el COOTAD tanto en los artículos 42, literales a, b y d; 




Art. 42.- Competencias exclusivas del gobierno autónomo descentralizado  provincial.- Los 
gobiernos autónomos descentralizados provinciales tendrán las siguientes competencias 
exclusivas, sin perjuicio de otras que se determinen: 
1. planificar, junto con otras instituciones del sector público y actores de la sociedad, el 
desarrollo provincial y formular los correspondientes planes de ordenamiento 
territorial, en el ámbito de sus competencias, de manera articulada con la 
planificación nacional, regional, cantonal y parroquial, en el marco de la 
interculturalidad y plurinacionalidad y el respeto a la diversidad;   
2. planificar, construir y mantener el sistema vial de ámbito provincial, que no incluye 
la zonas urbanas; (…) 
3. d)  la gestión ambiental provincial (…) 
 
Los citados literales vinculan el ordenamiento territorial en sus respectivas circunscripciones siempre 
guiadas por la planificación de orden nacional y a su vez que articule la cantonal y parroquial, sin dejar de 
lado la gestión ambiental a la que están obligados, que tal como lo establece el COOTAD en el artículo 
136, ésta se realizará en el marco del sistema nacional descentralizado de gestión ambiental en estricto 
apego a las políticas rectoras emitidas por la autoridad ambiental nacional racionalizando la obra pública 
en materia vial para disminuir la afectación de la zona rural de las respectivas circunscripciones.  
 
Art 55.- Competencias exclusivas del gobierno autónomo descentralizado municipal.- los 
gobiernos autónomos descentralizados municipales tendrán las siguientes competencias 
exclusivas sin perjuicio de otras que determine la ley:  
1. planificar, junto con otras instituciones del sector público y actores de la sociedad, el 
desarrollo cantonal y formular los correspondientes planes de ordenamiento 
territorial, de manera articulada con la planificación nacional, regional, provincial y 
parroquial, con el fin de regular el uso y la ocupación del suelo urbano y rural, en el 
marco de la interculturalidad y plurinacionalidad y el respeto a la diversidad;  




Corresponde una competencia sumamente delicada y de forma exclusiva a los Gobiernos Autónomos 
Descentralizados Municipales en cuyo espacio se desarrollan las actividades exclusivas del Parque 
Nacional Yasuní que es el ordenamiento territorial relativo a los espacios donde se permite la expansión 
urbana que puede afectar la zona de amortiguamiento del PNY, así como de las zonas donde se pueden 
desarrollar actividades económicas relacionadas al extractivismo petrolero, tema que es ampliamente 
desarrollado en el mismo COOTAD en su capítulo 2, la Planificación del desarrollo y del ordenamiento 
territorial, del que sobresale el artículo 296, que toma en cuenta la proyección espacial relacionado con las 
políticas ambientales fundamentado en el principio de la función social y ambiental de la tierra. 
 
Por tanto, la función de los Gobiernos Autónomos Descentralizados ligados a la explotación petrolera en 
los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní es relevante ya que de allí provienen gran parte de sus 
ingresos que de acuerdo a la normativa constitucional y legal vigente deben ser destinados a salud, 
educación y saneamiento ambiental para equilibrar las ganancias que las grandes ciudades del país 
acarrean, y por supuesto precautelar el irracional uso del suelo en cuanto a los asentamiento humanos.  
 
6.2. Situación de las Comunidades Indígenas y Pueblos en Aislamiento Voluntario 
El escenario de las Comunidades Indígenas y Pueblos en Aislamiento Voluntario además del análisis del 
marco constitucional y legal que fue objeto de estudio del anterior capítulo de la presente investigación, 
trae consigo otros aspectos de gran valía como es la historia, su percepción, su presencia y realidad dentro 
del Parque Nacional Yasuní y su afectación por la explotación petrolera en los bloques 31 y 43.   
 
Existen comunidades indígenas reducidas en número en el Parque Nacional Yasuní que no cuentan con la 
suficiente trascendencia política y mediática de las más grandes, así existen las comunidades de El Edén, 
Pañacocha, Samona, Chiruisla, Yanchama, Tiputini, Tambococha e Ishpingo que alberga a los pueblos 
indígenas originarios del sector y que de manera generalizada tienen problemas como frecuentes derrames 
de petróleo, presencia intensiva de trabajadores petroleros, restricción en la circulación e introducción de 




6.2.1. Contexto histórico de las Comunidades Indígenas y Pueblos en Aislamiento Voluntario 
Por razones obvias que van acompañadas a la falta de contacto de los pueblos en aislamiento voluntario 
con el mundo occidental es casi imposible recolectar datos que permitan evidenciar la historia y orígenes 
de estos pueblos dentro del Parque Nacional Yasuní, siendo escasos los reportes que se tienen sobre las 
comunidades indígenas y casi nula respecto de los pueblos en aislamiento voluntario. 
 
6.2.1.1. Pueblos en Aislamiento Voluntario 
Debido a la poca información respecto a los pueblos en aislamiento voluntario que ha llevado a que 
incluso algunos autores duden  de la verdadera presencia de éstos, pues consideran que más bien son solo 
comunidades indígenas que han hecho de esta publicidad su forma de vida y que deberían ser 
consideradas apropiadamente como semi integradas.  
 
Los pueblos en aislamiento voluntario reconocidos por el Estado ecuatoriano y cuya presencia es 
ampliamente discutida dentro del Parque Nacional Yasuní son los Tagaeri y Taromenane, que han 
recibido un tratamiento jurídico con el fin de precautelar su integridad, con un gran esfuerzo en cuanto a 
la motivación histórica y espacial para ser merecedores de la zona intangible pues no se conoce de fuente 
directa su cosmovisión y son solo inferencias que los estudiosos han realizado. “Tratándose de pueblos en 
aislamiento, para lograr su definición y ubicación histórica-geográfica conocida hasta hoy, hay que referirse a 
fuentes secundarias, es decir autores que han trabajado sobre indicios y testimonios de su presencia”  (Colleoni & 
Proaño, 2009, pág. 49) 
 
Incluso la propia denominación que ellos tengan respecto a sí mismo va a ser diferente a la que nosotros 
tenemos,  pues Waorani que es la nacionalidad de la que posiblemente se originan estos grupos en 
aislamiento voluntario significa seres humano. Por un lado el primer pueblo en aislamiento voluntario son 
los Tagaeri “se trataba del grupo del guerrero Waorani Tagae, los Tagaeiri que en lengua Waorani (Wao Tededo) 
significa gente de Tagae”. (Colleoni & Proaño, 2009, pág. 50) 
Y por otro lado los Taromenane aparentemente se trata de un grupo también descendiente de los Waorani 
que se apoderó del territorio comprendido dentro de las cabeceras de los ríos Yasuní y Tiputini mucho 
más cerca de la frontera con el Perú. En la década de los sesenta y setenta en el mundo occidental se trató 
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de hacer un acercamiento formal hacia estos dos pueblos en aislamiento voluntario a través de los 
evangélicos a través del Instituto Lingüístico de Verano (ILV), quienes llegaron hasta esos sectores, 
hicieron filmaciones que hasta hoy perduran y que lamentablemente fueron atacados por miembros de la 
comunidad por medio de lanzas.  
 
(Colleoni & Proaño, 2009), afirman que el vínculo existente entre Tagaeri y Taromenane es objeto de 
varias tesis respecto a su relación, que parten desde ataques y apoderamiento de las mujeres por parte de 
uno de los grupos respecto del otro como otra que manifiesta que los dos grupos existen separadamente, 
manteniendo relaciones de alianza, enfrentamiento o las dos posibilidades de manera circunstancial en el 
marco de las relaciones de alianza y guerra según su cultura material. 
 
Pese a los cuestionamientos a cerca de la existencia de estos pueblos, su real ubicación geográfica, la 
cosmovisión que tengan a cerca de su universo y la relación que se niegan a tener con el mundo exterior, 
los Tagaeri y Taromenane, serían las últimas comunidades indígenas en situación de aislamiento 
voluntario que reducidos en número continúan de manera intermitente en un amplio territorio del Parque 
Nacional Yasuní. (Política Nacional de los pueblos en situación de aislamiento voluntario, 2007) 
 
La protección constitucional y legal que han merecido estos grupos no contactados parece que no ha sido 
suficiente para la realidad amazónica, si bien las garantías se encuentran manifiestas, la colonización por 
parte de campesinos sumada a la apertura de carreteras y a la instalación de maquinaria propia de la 
actividad petrolera han provocado el desequilibrio del ecosistema, según (Colleoni & Proaño, 2009), el 
área padece una alteración definitiva y permanente que ha abierto el desarrollo de nuevas formas de 
utilización y ordenamiento del suelo que presiona a los recursos naturales y sobre todo generan extremo 
riesgo en el entorno de los pueblos en aislamiento.  
 
El escenario que se relata está acompañado de los intereses de los grupos petroleros y madereros que ha 
ocasionado matanzas como la ocurrida en el 2003 cuando 12 indígenas en aislamiento fueron asesinados 
y su casa prendida fuego, más tarde en el 2006 dos mujeres Taromenane asesinadas por armas de fuego 
aparentemente por madereros de la zona por lo que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 
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10 de mayo del 2006 dictó medidas cautelares a favor de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario 
y así evitar los gravámenes que puedan traer terceros con su presencia.   
 
En respuesta a la decisión de la CIDH el Estado por primera vez en la historia dictaminó la política 
nacional de los pueblos en situación  de aislamiento voluntario, a la que hemos hecho alusión, aunque con 
el propósito también de satisfacer las necesidades de las empresas petroleras para que su actividad 
continúe. Como menciona (Colleoni & Proaño, 2009), no se conoce el discernimiento antropológico 
etnográfico que de manera eficaz explique los criterios con que se contó para la elaboración de tan 
delicado trabajo por parte del Estado.  
 
Para la presente investigación es necesario contar con una de las recomendaciones que realizó el relator 
especial sobre derechos y libertades de los pueblos indígenas de la ONU, Rodolfo Stavenhagen en su 
visita al país en mayo del 2006 y que se encuentra presente dentro de los antecedentes legales de la 
política nacional de los pueblos en situación en aislamiento voluntario referente a que se debe suspender 
cualquier actividad petrolera y cualquier otra actividad que lesione la paz de los pueblos en aislamiento 
voluntario, tema que evidentemente se ha hecho caso omiso por parte de este gobierno o cualquier futuro 
que venga, pues como ya se advirtió en páginas anteriores se mantiene la actividad extractiva basada en la 
teoría antropocéntrica. 
 
La política en mención también se plantea retos que van en relación a la extracción de recursos naturales 
no renovables pues propende a que se comprenda que la presencia de los Tagaeri y Taromenane asegura 
que vastas porciones del Parque Nacional Yasuní se encuentren en buen estado de conservación, sin 
embargo debería propiciarse a que sea la totalidad del Parque y la zona intangible, pues éstos grupos 
humanos son nómadas y la actividad petrolera a la que la Amazonía está acostumbrada debe evitar en lo 
posible cualquier tipo de afectación, con lo que se contrapone al principio de intangibilidad pues toda 
actividad puede poner en peligro su supervivencia. 
Así también, el principio de precaución y el de reparación están íntimamente ligados ya que si por una 
parte se trata de tomar decisiones públicas de manera adecuada bajo los criterios ambientales, lo 
relacionado a la extracción de recursos naturales no renovables en el Parque de alguna manera va a 
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afectar la armonía del ecosistema,  con lo que la reparación busca restablecer la situación previa de estos 
grupos o al menos en lo posible en lo referente a lo ambiental y cultural. 
 
En tanto estos grupos en aislamiento voluntario o semi integrados mantengan esa posición de no contacto 
con la civilización moderna se debe procurar que el Estado sea consciente en las medidas que afecten su 
estilo de vida, pues sin lugar a dudas la extracción de un recurso natural no renovable como el petróleo 
trae implícito graves impactos. 
 
6.2.1.2. Comunidades Indígenas 
La bibliografía reconoce de forma principal y actual a los Waorani, Kichwa y Shuar como los pueblos 
indígenas presentes en la zona del Parque Nacional Yasuní, de quienes de manera reciente se ha obtenido 
información acerca de su cosmovisión debido a la intromisión por parte de la cultura occidental a través 
de las petroleras y misiones evangélicas, y que a continuación se detallará ciertos rasgos y detalles de las 
comunidades mencionadas. 
  
6.2.1.2.1. Comunidad Waorani 
Debido a que la mayor parte de su historia se basa en relatos orales que se trasladan de generación en 
generación es muy difícil distinguir el momento exacto en que se compactaron  como pueblo, pero existe 
un grado de certeza de que antes del contacto con el mundo occidental ocurrido a mediados del siglo 20 
habitaban en la zona de los ríos Nushiño, Curaray y Manderoyacu así como espacios entre los ríos 
Indillama, Tiputini y Tivacuno, también en los ríos Yasuní y en la cabecera del río Cononaco. Por ser un 
grupo tribal hasta hace pocas décadas permanecían en constantes guerras entre sus núcleos, lo que obligó 
a que muchas mujeres huyan de la violencia, hecho que dio paso al mencionado contacto.  
La comunidad Waorani ha ido creciendo de forma acelerada, lo que provocó una adjudicación global de 
aproximadamente 1 706.500 h, espacio en el que continúan siendo cazadores y recolectores 
contribuyendo al exterminio de mamíferos como la danta o la gaungana, y el venado y la capibara y se 
han iniciado de manera incipiente en actividades agrícolas como pecuarias y de pesca, “a esto ha 
contribuido el hecho de que los Waorani de la zona hayan comenzado a vender carne de monte en cantidades 
importantes”  (Villaverde & Otros, 2005, pág. 170) 
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La chacra era su forma tradicional de subsistencia que consistían en parcelas ubicadas alrededor de las 
casas, en las que cultivaban para el uso doméstico yuca, plátano, camote, ají y chontaduro, el contacto con 
la “civilización” ha promovido un incipiente cultivo de productos comerciales introducidos como el café 
y el cacao que no es suficiente para incrementar sus ingresos económicos. La frontera entre la caza de 
subsistencia y la caza como ingresos económico a través de la venta de carne de monte ha traído consigo 
controles para que animales silvestres no puedan ser comercializados, de esta manera los Waorani han 
incursionado en la crianza de animales de granja como aves y cerdos que afectan la estabilidad del 
ecosistema. 
 
La llegada de las empresas petroleras a zonas aledañas a la comunidad Waorani incitó a que los hombres 
Waorani prestaran sus servicios a dichas empresas extractivistas, ya sea como macheteros, cuidadores, 
controladores y obreros, de esta manera dejaron de lado sus actividades tradicionales y se convirtieron en 
peones de las empresas multinacionales que a cambio de laborar en puestos intrascendentes y callar su 
voz frente al deterioro por la extracción obtenían un pequeño ingreso económico que les permitían 
ingresar en la economía de mercado para adquirir productos como ropa, calzado, alimentos y licor.  
 
Ligado a esto, existe un tema ampliamente cuestionado que es la entrega de dádivas o regalos por parte de 
las empresas petroleras a los líderes de las comunidades que generalmente por su avanzada edad ya no 
podía prestar un servicio físico a las compañías. El turismo comunitario o ecoturismo también es un paso 
que fortalecería la autogestión de estos pueblos, sin embargo se debe tener extremo tacto al no caer en la 
teatralización y ridiculización de los Waorani como salvajes desnudos que atraen a los turistas que están 
dispuestos a pagar cualquier cantidad de dinero por esta experiencia exótica, según lo menciona 
(Villaverde & Otros, 2005). 
Los Waorani se encuentran en constante crisis desde el punto de vista cultural, en pocos años se han 
volcado al mundo moderno y resulta utópico lo que pretenden muchos antropólogos al tratar de regresar 
al sueño de aislamiento total, ya que la educación occidental de manera formal los involucra al nuevo 
escenario globalizado acompañado de la dependencia hacia la actividad extractiva como una trampa 




6.2.1.2.2. Comunidad Kichwa 
Los Kichwas históricamente nacen de la fusión de varios pueblos como los Omaguas, Záparos, Huitotos y 
Encabellados que habitaban la zona oriental del país y que recibieron el idioma Kitchwa de misioneros 
Jesuitas y de algunas órdenes de los Dominicos que en su labor misionera y evangelizadora optaron por 
extender dicho idioma como lengua franca para entenderse con todos esos pueblos y eliminar cualquier 
rastro de idiomas propias como lo dice (Villaverde & Otros, 2005) 
 
Los Kichwas que habitan dentro del Parque Nacional Yasuní tienen sus orígenes en los primeros Kichwas 
ligados y dependientes a las haciendas de explotación del caucho, también a los que llegaron a la zona 
gracias a la apertura de vías que fueron construidas para facilitar la actividad extractiva petrolera y 
también con los Canelos de la zona del Pastaza, de esta manera son el grupo indígena del PNY cuyo 
territorio se comprende básicamente en las riveras norte y sur del río Napo desde el Coca hasta Nuevo 
Rocafuerte. Sur forma organizativa se da a través de comunas siendo la más importantes la Rumipamba, 
Madaripanga, Río Tiputini, San Juan del Tiputini, Jumandi, José Tambilla, Pabacachi y Lorocachi. 
 
Debido a que su entorno está delimitado por el río Napo y Curaray, su subsistencia se basaba en la caza, 
pesca y recolección de frutos y tubérculos, lo que va en constante deterioro debido a la presencia de las 
compañías petroleras y a la llegada de campesinos que compiten en la cacería y pesca en especies como la 
guanta, los monos, las tortugas, las pavas, la guatusa y en peces como el bagre, el bocachico, el 
carachama y la pirañas. La chacra también constituye el método de subsistencia propicio para la 
comunidad a lo que se ha añadido el café, arroz y maíz. 
Su crecimiento demográfico es el principal problema ya que genera problemas entre comunidades y la 
búsqueda de nuevas tierras, “en el interior de PNY, hay que impulsar la suscripción de “convenios de uso y 






6.2.1.2.3. Comunidad Shuar 
Los Shuar pueden considerarse como la comunidad indígena más reciente dentro del Parque Nacional 
Yasuní,  cuyos orígenes se remontan a la provincia de Morona Santiago, Zamora Chinchipe y parte de 
Pastaza, y que poco a poco se desplazaron hacia la zona protegida del PNY, sobre todo por la falta de 
tierra en su lugar de origen  y a la apertura de las nuevas vías de comunicación por parte de las petroleras. 
 
En la actualidad existen aproximadamente 15 centros Shuar en contraste con lo que se observaba en el 
Mapa-Mosaico del IERAC de 1983 en el que prácticamente no aparecía ningún centro Shuar en el área lo 
que los convierte en colonos de esta región amazónica y que como manifiesta (Villaverde & Otros, 2005), 
el Shuar en general es menos respetoso de la naturaleza y del medio ambiente en relación al Kichwa y al 
Waorani y su estilo de vida y subsistencia está más acorde al modelo de los campesinos. 
 
Los Shuar son uno de los grupos más grandes y que se encuentra en crecimiento constante por su número 
les llevan ventaja a la desaparición, sin embargo su concepción respecto a las relaciones internas de su 
grupo es de constante conflicto y su economía se basa en la extracción más propias de los campesinos 
colonos que de los pueblos y comunidades indígenas. 
 
6.2.2. Derechos de las Comunidades Indígenas y Pueblos en Aislamiento Voluntario en la 
Constitución 
El propósito de la presente investigación es identificar en esta sección los derechos reconocidos hacia las 
comunidades indígenas desde el punto de vista constitucional que resulta el primer grado de victoria para 
el fortalecimiento de este sector, pero que sin embargo no constituye un elemento de juicio completo para 
avalar la eficacia de las políticas cumplidas por un Estado puesto que existe una abismal distancia entre el 
ordenamiento jurídico occidental  y ordenamiento consuetudinario de los indígenas y sobre la jerarquía de 
normas que el primero ha establecido en detrimento del segundo. 
 
La Constitución  puede ser entendida como la carta fundamental de un país que promueve el equilibrio de 
poderes entre las funciones del  Estado y que legitima el imperio de la nación, que en el caso ecuatoriano 
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desde la época republicana ha propiciado el privilegio de los grupos dominantes y que como dice 
(Roldán, 1999, pág. 39) 
 
“la Constitución es como el acuerdo fundamental entre los estamentos y fuerzas de un país, 
para definir su carácter como nación y como Estado, habría que afirmar que las sociedades 
indígenas americanas, como tales en el pasado, no fueron institucionalmente reconocidas 
como partes integrantes de las naciones y Estado creados en el Continente”  
 
La razón principal para que estos derechos sean reconocidos en las últimas Constituciones más que un 
logro alcanzado por las luchas sociales es un intento de integración al patrón de vida occidental ya que se 
considera a estos grupos indígenas como desprovistos de cultura, de esta manera la lengua, su economía, 
organización doméstica, social y política es considerada como salvajismo anti cultura.  
 
El volumen  de indígenas en nuestro país aparentemente es el factor clave para la inserción de medidas 
constitucionales favorables, sin embargo este mismo factor provoca el estancamiento en ciertos temas, 
bajo esta premisa Ecuador forma parte de una tendencia junto a países como Guyana, Surinam y 
Venezuela que a criterio de (Roldán, 1999), se han expedido ordenamientos que además de reconocer la 
existencia de las comunidades indígenas procura alcanzar una incorporación progresiva de estos grupos al 
resto de la sociedad nacional.  
 
Según (Roldán, 1999),la de tierras y el derecho a su ocupación y su uso pacífico es un derecho al que las 
comunidades indígenas como el caso de las que se encuentran en el Parque Nacional Yasuní y al ser una 
región Amazónica ha recibido numerosos tratamientos desde el punto de vista jurídico en los países 
amazónicos desde un traspaso de la plena propiedad en el que el Estado se reserva el dominio supremo a 
una transferencia en el que el adjudicatario puede enajenar libremente el bien, así en nuestro país se 
presenta una gama amplia de figuras legales, como la adjudicación, la comuna y zonas intangibles que a 





En razón a la entrega de territorios y a la extracción de recursos naturales no renovables en el que se 
incluye a las zonas protegidas, los estados amazónicos de tendencia romanística se reservan para sí el uso 
y explotación de manera discrecional de dichos recursos, tal es el caso del Ecuador que se opone a la libre 
determinación de los pueblos y comunidades indígenas que han poseído esos territorios de manera 
ancestral e incluso anterior a la formación de la República, lo que ha provocado que el ordenamiento 
constitucional y legal presente vacíos y sea  permisiva a la extracción de recursos naturales no renovables. 
 
El régimen educativo al que constitucional y legalmente están sometidas la comunidades indígenas 
plantea inquietudes ya que debe diferenciarse del ordinario y debe propiciar la supervivencia cultural de 
los pueblos y más bien definir alternativas educativas en armonía con su propia lengua, cultura y 
cosmovisión, pero que según (Roldán, 1999), presentan grandes dificultades como la carencia de personal 
calificado, de técnicos y de docentes, falta de recursos financieros y de material educativo y bibliográfico. 
 
A partir de la constitución de 1998 los pueblos indígenas empezaron a tener reconocimiento como 
titulares de derechos, su territorio, autoridad, administración, uso, conservación de sus recursos, así como 
la participación en los beneficios obtenidos lo que permite orientar a los operadores jurídicos, a las 
autoridades en todos sus niveles, y a los diversos actores sociales una eficaz aplicación de los 
mencionados derechos.  
 
El artículo 6 de la (Constitución de la República del Ecuador, 2008) establece que: 
 
Art. 6.- Todas las ecuatorianas y los ecuatorianos son ciudadanos y gozarán de los derechos 
establecidos en la Constitución. 
 
La nacionalidad ecuatoriana es el vínculo jurídico político de las personas con el Estado, sin 





En relación con el artículo 10 que menciona lo siguiente: 
 
Art. 10.- Las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y 
gozarán de los derechos garantizados en la Constitución y en los instrumentos internacionales. 
La naturaleza será sujeto de aquellos derechos que le reconozca la Constitución. 
 
La dicotomía aparente presente en estos dos artículos es un impulso dentro de la nueva concepción 
constitucional de avanzada en un país amazónico como el Ecuador, más bien es el resultado del 
acercamiento a la cosmovisión iusnaturalista indígena que plantea que ser humano y naturaleza son uno 
solo, de allí también que existe una discriminación positiva hacia los pueblos indígena que se consideran 
como grupo vulnerable. Esta relación holística entre hombre y naturaleza con el propósito de preservar la 
naturaleza y las condiciones de vida de este grupo humano se encuentra garantizado por el numeral 6 del 
artículo 11 de la Constitución que afirma que todos los principios y derechos gozan de igual jerarquía.  
 
Los pueblos y comunidades indígenas presentes en el Parque Nacional Yasuní dentro del ejercicio de sus 
derechos colectivos deberían poder acceder de forma eficaz al derecho a la autodeterminación, 
obviamente sin que la plurinacionalidad afecte la unidad del Estado, ya que como manifiesta el artículo 
56 de la Constitución:  
 
Art. 56.- Las comunidades, pueblos, y nacionalidades indígenas, el pueblo afroecuatoriano, el 
pueblo montubio y las comunas forman parte del Estado ecuatoriano, único e indivisible. 
 
La autodeterminación en palabras de (Narváez, Yasuní en el vortice la violencia legítima y las caras 
ocultas del poder (1° edición), 2013), puede ser visto como resistencia a la occidentalización, utopía, 
derecho formal o su ejercicio entorno al concepto de territorio, cultura y su sistema de Gobierno. Como se 




Art. 57.- Se reconoce y garantizará a las comunas, comunidades, pueblos y nacionalidades 
indígenas, de conformidad con la Constitución y con los pactos, convenios, declaraciones y 
demás instrumentos internacionales de derechos humanos, los siguientes derechos colectivos: 
9. Conservar y desarrollar sus propias formas de convivencia y organización social, y de 
generación y ejercicio de la autoridad, en sus territorios legalmente reconocidos y tierras 




















ANÁLISIS DEL PROCEDIMIENTO PARA LA EXTRACCIÓN DE PETRÓLEO EN 
LOS BLOQUES 31 Y 43 DEL PARQUE NACIONAL YASUNÍ 
 
7.1. Fundamento legal para el procedimiento 
7.1.1. Informe del Presidente de la República en el que solicita a la Asamblea Nacional el pedido 
de Declaratoria de interés nacional para la explotación petrolera de los bloques 31 y 43 
dentro del Parque Nacional Yasuní, 2013 
Como núcleo de la presente investigación surge el análisis del procedimiento para la extracción de 
petróleo en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní respaldado por los capítulos que anteceden al 
presente. De esta manera es necesario resaltar el eje constitucional sobre el que gira todo el andamiaje 
jurídico de amparo a dicho procedimiento, siendo éste el artículo 407 de la Constitución de la República 
del Ecuador, cuyo alcance se encuentra previamente estudiado, y que resulta necesario traerlo 
nuevamente a la investigación ya que de su inciso segundo parte  el estudio  a realizarse, y establece que 
de manera excepcional los recursos naturales no renovables podrán ser explotados a petición del 
Presidente de la República, de esta manera el ejecutivo mediante oficio N° T. 4980-SNJ-13-719 de fecha 
23 de agosto de 2013 remite un oficio dirigido a la Sra. Gabriela Rivadeneira, Presidenta de la Asamblea 
Nacional, en el que solicita se declare de interés nacional la explotación petrolera de los bloques 31 y 43 
dando el paso inicial para todo el proceso. 
 
Como respaldo previo a la elaboración de la petición presidencial se contó con Informes de cuatro 
carteras de Estado. El primero estuvo a cargo del Ministerio Coordinador de la Política Económica cuyo 
contenido revela datos prósperos sobre todo por el incremento que experimentaría el PIB petrolero entre 
1.1% y el 19.3%, además de la reversión de la curva de producción. El segundo Informe estuvo a cargo 
del Ministerio de Recursos Naturales no Renovables que muestra la tolerancia que puede tener la zona 
desde el punto de vista ambiental ya que se admite que con anterioridad se han realizado actividades 
extractivas, sumado a la posibilidad de emplear técnicas y procesos innovadores de bajo impacto 
ambiental, y que el área máxima a intervenir sería del 0,02% del total del Parque Nacional Yasuní. 
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El tercer Informe fue realizado por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos  que tuvo por 
objeto dejar en claro que no existe evidencia de pueblos en aislamiento voluntario dentro de los bloques 
31 y 43 del PNY, ya que la situación geográfica no es la adecuada para la permanencia de estos 
asentamientos humanos.  Por último el cuarto Informe proviene del Ministerio del Ambiente que descarta 
cualquier afectación por parte de las empresas que tengan por propósito la extracción de petróleo.   
  
La petición fundamentada de la Presidencia de la República es un documento de 15 páginas oficiado y 
recibido el 23 de agosto del 2013 que parte haciendo alusión a los principios y objetivos del Plan 
Nacional del Buen Vivir y que de acuerdo al texto asegura “un manejo sostenible de nuestros recursos 
naturales no renovables, para que nos permitan garantizar el bienestar de los ciudadanos en el presente, así como 
de las generaciones futuras” (Informe del Presidente de la República en el que solicita a la Asamblea Nacional el 
pedido de Declaratoria de interés nacional para la explotación petrolera de los bloques 31 y 3 dentro del Parque 
Nacional Yasuní, 2013) . De esta manera, tras el fracaso de la iniciativa Yasuní y de mantener el crudo bajo 
tierra en beneficio de las generaciones presentes y futuras desde el punto de vista ambiental el Ejecutivo 
pretende establecer una transformación en la estructura económica camuflando la permanente y asidua 
dependencia a los recursos naturales no renovables, con un punto positivo que es la redistribución de la 
riqueza hacia los pueblos indígenas y gobiernos autónomos descentralizados de donde se extrae el oro 
negro.  
 
Aún existe ambigüedad entre la teoría antropocéntrica en la que se trata de superar la pobreza del hombre 
y consolidar una sociedad del conocimiento, es decir, usar el extractivismo para salir del extractivismo; y 
la teoría biocéntrica que garantiza un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Producto de 
esto el documento en mención afirma que “la extracción de recursos naturales no renovables es un elemento 
que permitiría reducir los niveles de pobreza del país y superar la miseria, siempre cuidando que no se menoscaben 
otros derechos de la población y la naturaleza” (Informe del Presidente de la República en el que solicita a la 
Asamblea Nacional el pedido de Declaratoria de interés nacional para la explotación petrolera de los bloques 31 y 
3 dentro del Parque Nacional Yasuní, 2013) 
 
De este modo el objeto del informe es solicitar a la Asamblea Nacional se declare de interés nacional los 
recursos naturales no renovables en los bloques 31 y 43 dentro del Parque Nacional Yasuní, pues así lo 
exige el artículo 407 de la Constitución de la República del Ecuador. Para lo cual la argumentación 
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presentada se compone de una síntesis histórica de las zonas protegidas en el Ecuador, pueblos indígenas 
en aislamiento, producción petrolera, marco legal y fundamentos técnicos y económicos.  
 
En cuanto a la evolución histórica de las áreas protegidas en el Ecuador se menciona ciertos artículos que 
ya fueron parte del estudio en capítulos anteriores, como el artículo 31 de la Ley de Hidrocarburos en el 
que se obliga a Petroecuador a conducir sus operaciones petroleras de acuerdo a las leyes y reglamentos 
de protección del medio ambiente; el artículo 107 de la Ley Forestal y de Conservación de áreas naturales 
y de vida silvestre donde se encuentra algunos términos técnicos de interés en la materia definiendo lo 
que es un Parque Nacional, sus dimensiones, sus rasgos y la prohibición de cualquier explotación u 
ocupación, aspecto que la Presidencia de la República evade y minimiza dentro del documento.  
 
También se hace una alusión a los orígenes del Parque Nacional Yasuní en noviembre de 1979 y a la 
adjudicación al pueblo Wuaorani dentro del PNY por parte del Instituto Ecuatoriano de Reforma Agraria 
y Colonización el 12 de abril de 1983. Así también, el informe dedica un título a la argumentación en 
cuanto a la ausencia de pueblos indígenas en aislamiento en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional 
Yasuní, partiendo de las medidas cautelares otorgadas por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos el 10 de mayo de 2006 a favor de los pueblos Tagaeri-Taromenane, grupo humano cuya 
situación fue analizada en el capítulo anterior. De este modo el Ejecutivo afirma haber utilizado una 
metodología para identificar la ubicación de los pueblos aislados que consistía “en la recopilación de 
documentos históricos; testimonios de las poblaciones que se encuentran alrededor; la identificación de dichas 
señales a través de fichas de señal de presencia; fotografía aéreas y satelitales; recorridos terrestres con técnicos y 
pobladores de los sectores de influencia; registros y evaluación de los enfrentamientos y ataques ocurridos por y 
hacia indígenas aislados” (Informe del Presidente de la República en el que solicita a la Asamblea Nacional el 
pedido de Declaratoria de interés nacional para la explotación petrolera de los bloques 31 y 3 dentro del Parque 
Nacional Yasuní, 2013).  
 
 
Técnicas que pueden resultar invasivas para estos pueblos, que como ya se dijo, han hecho del 
aislamiento su estilo de vida y que según el informe presidencial se establece que un rasgo que los 
caracteriza es que habitan en lugares alejados de las riveras de los ríos y que se asentarían en zonas altas, 
con lo que se concluye que no existen registros sobre la presencia de pueblos indígenas en aislamiento en 
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el bloque 31 y 43, denominado ITT, afirmación completamente ajena a la realidad y que solo conduce al 
interés extractivo del régimen. Así el Gobierno, en este caso el Ejecutivo,  se protege con lo argumentado 
en este informe en donde el penúltimo inciso del artículo 57 de la Constitución de la República del 
Ecuador manifiesta que en los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario estará vedada todo tipo 
de actividad extractiva, y la violación de este derecho constituirá delito de etnocidio, tipificación que al 
Gobierno parece no importarle. 
 
En cuanto a la data histórica del petróleo en el PNY se dice que empezó en el mes de junio de 1993 
cuando Petroproducción descubrió un nuevo eje estructural en el centro sur de la región amazónica, 
compuesto por los campos Tiputini, Ishpingo y Tambococha, de lo que se deduce que se realizó actividad 
invasiva años después de la delimitación del Parque Nacional Yasuní y de la adjudicación del territorio 
Wuaorani.  
 
El Informe Presidencial, luego del fracaso de la iniciativa Yasuní-ITT, trata de justificar también la 
presencia de otros campos petroleros en zonas sensibles como el caso Repsol YPF que en el Ecuador ha 
estado operando con una concesión en el bloque 16, ocupando el 12% del Parque Nacional Yasuní y el 
22% de la Reserva Wuaorani, argumento que pretende hacer una analogía con los bloques 31 y 43 pues 
según el documento en mención “REPSOL YPF ha desarrollado prácticas de gestión estrictas para reducir su 
huella y proteger el entorno local […] Repsol YPF trabaja con los grupos Wuaorani y ha establecido programas 
participativos para  mejorar su calidad en respeto de cultura ancestral”. (Informe del Presidente de la República en 
el que solicita a la Asamblea Nacional el pedido de Declaratoria de interés nacional para la explotación petrolera 
de los bloques 31 y 3 dentro del Parque Nacional Yasuní, 2013). Caso conveniente para el Presidente de la 
República pero que tampoco muestra el otro lado de la moneda como el tan mediático caso de 
CHEVRON TEXACO.  
 
 
Los recursos naturales no renovables presentes en los bloques 31 y 43 son cuestionados por técnicos en  la 
materia ya que el documento afirma que en 1948 la compañía Shell hizo trabajos de exploración 
encontrado crudo pesado de once grados API que era poco cotizado para la época, en años recientes se 
confirmó que el ITT constituye una unidad en cuanto a reservas de petróleo de aproximadamente mil 
millones de barriles. 
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El marco legal presentado en el Informe de la Presidencia hace referencia al Plan Nacional del Buen Vivir 
para la República del Ecuador 2009-2013 en cuanto a satisfacción de la calidad de vida, lo que es también 
conocido como el Buen Vivir, para lo cual el Estado afirma que requiere de cuantiosos recursos que 
puede obtenerlos con la explotación de los recursos naturales. Nuevamente hace alusión al sueño de salir 
de la explotación mediante la explotación. Así también manifiesta que es posible hacer uso de la 
excepción presente en el artículo 407 de la Constitución y niega cualquier conflicto con el penúltimo 
inciso del artículo 57 de la misma Carta Magna ya que se reitera  presencia alguna de pueblos en 
aislamiento voluntario en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní. El mínimo impacto es una 
estrategia de confianza que usa el Ejecutivo para  que la ciudadanía sienta la tranquilidad que existe la 
tecnología adecuada para minimizar los impactos ambientales y obtener óptimos resultados, dando luces 
de una aparente “exitosa gestión de Petroamazonas EP, en la realización de proyectos de gran magnitud en áreas 
ambientales sensibles, con mínima afectación al ambiente, como es el caso de Pañacocha”. (Informe del Presidente 
de la República en el que solicita a la Asamblea Nacional el pedido de Declaratoria de interés nacional para la 
explotación petrolera de los bloques 31 y 3 dentro del Parque Nacional Yasuní, 2013). 
 
Los estudios de impacto ambiental son los fundamentos técnicos socio-ambientales que identifican los 
daños ambientales y las medidas preventivas para mitigar cualquier afectación en la ejecución del 
proyecto hidrocarburífero. También existe otros instrumentos como la licencia ambiental, control y 
seguimiento ambiental, controles realizados a la actividad hidrocarburífera y auditorías ambientales de 
cumplimiento del plan de manejo ambiental, y que el informe presidencial estima que son los 
suficientemente fuertes como para minimizar los impactos ambientales.  
 
Los fundamentos económicos del informe presidencial estima que se llegará a una producción pico de 
225.000 barriles diarios de petróleo y que significaría lo siguiente: 
 
1. Alcanzar una producción anual de alrededor de 275 millones de barriles, que 
representaría el nivel de producción más alto registrado en nuestra historia; 
2. Obtener la suma de $18. 292. 000.00 a valor presente neto, que corresponde a $ 
41.769.500.000, valorando el barril de crudo a $70 por barril […]; 
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3. Que los gobiernos autónomos descentralizados reciban ingresos adicionales, en 
términos de valor presente neto, por $1.576.900.000, considerando un precio de 
barril de petróleo de $70. 
Los GADs de la Amazonía recibirían en este escenario proyectos por, aproximadamente, 
$1.881.500.000 adicionales a lo que les corresponde  y aproximadamente $257.800.000 
adicionales por virtud de la Ley 010. (Ibíd). 
 
Números que representarían altos ingresos para las arcas del Estado, y que como es común a partir de la 
década de los 70,  provienen de actividades extractivas de petróleo y que dependen del valor de barril al 
que se venda. Hay que valorizar el incremento en las asignaciones a los gobiernos autónomos 
descentralizados, especialmente, a los que se encuentran cercanos al bloque 31 y 43 del PNY, que fueron 
detallados en el capítulo anterior.  
 
Con todo lo dicho el Informe Presidencial concluye con la petición concreta hacia la presidencia de la 
Asamblea Nacional para que se sirva declarar de interés nacional la explotación petrolera dentro de los 
bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní, conforme lo expresado en el artículo 407 de la Constitución 
de la República del Ecuador, haciendo el compromiso seguro de que toda la actividad extractiva no se 
desarrolle en un área superior al 1 por mil del Parque. 
 
Para el presente informe, la Presidencia de la República contó con el Informe del Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos, contenido en el Oficio N° MJDHC-DM-2013-0880-OF, de 22 de agosto de 
2013, e informes económicos realizados conjuntamente por los Ministerios de Coordinador de Política 
Económica, contenido en el Oficio N° MCPE-DM-C-2013-026, y de Recursos Naturales No Renovables, 
contenido en el Oficio N°  MRNNR-DM-ACDM-2013.  
 
7.1.2. Informe de la Comisión Especializada Permanente del Desarrollo Económico, Productivo y 
la Microempresa 
Poco más de diez días después de receptada la petición Presidencial, el 5 de septiembre de 2013 mediante 
oficio N° 120-CDEPM-AN-JCC-2013, esta comisión remite el Informe aprobado hacia la Comisión 
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Especializada Permanente de Biodiversidad y Recursos Naturales, en el que se incluye aspectos 
sustanciales para el presente estudio y su objetivo es poner en conocimiento el impacto en el desarrollo 
del país desde la óptica económica y productiva, para lo cual se han tomado en cuenta observaciones y 
propuestas entre las que se destaca las de Patricio Rivera como Ministro Coordinador de la Política 
Económica quien manifiesta que “se debe avanzar en dos elementos: la erradicación de la pobreza y el cambio 
de la matriz productiva” (Informe de la Comisión Especializada Permanente del Desarrollo Económico, Productivo 
y la Microempresa, 2013). Con lo que pone en evidencia que el propósito fundamental desde el punto de 
vista económico es obtener cuantiosas ganancias por la extracción petrolera en beneficio del hombre.  
 
Pabel Muñoz Secretario Nacional de Planificación y Desarrollo, en su argumentación habla del Plan 
Nacional del Buen Vivir 2013-2017 y de la Estrategia Nacional para el cambio de la matriz productiva. 
También es considerada la intervención de Rafael Poveda, Ministro Coordinador de los Sectores 
Estratégicos donde afirma que fue el Gobierno quien rescató la soberanía de los sectores estratégicos y 
que la verdadera discusión debe girar sobre el uso responsable de los recursos naturales no renovables, en 
una nueva era petrolera, como ocurre en Pañacocha. Finalmente Oswaldo Madrid, Gerente de 
Petroamazonas E.P  realizó una síntesis de labores extractivas previas en el Parque Nacional Yasuní que 
fueron necesarias para el conocimiento de la existencia de reservas de petróleo y que en conclusión 
considera que es viable la explotación de los bloques 31 y 43 del PNY.  
 
El presente informe presenta un análisis desde el punto de vista jurídico-económico, empieza citando el 
artículo 340 de la Constitución de la República del Ecuador referente al sistema Nacional de Inclusión  y 
Equidad Social y su articulación al Plan Nacional de Desarrollo y al Sistema Nacional Descentralizado de 
Planificación Participativa, como base fundamental para que la generación de riquezas provenientes del 
petróleo sean distribuidas de manera más equitativa  y así eliminar las brechas económicas entre los 
ecuatorianos en cuanto al Buen Vivir a nivel Constitucional. El Informe muestra que existió una falsa 
dicotomía entre Estado y Mercado y que “por primera vez en la historia de la humanidad una Constitución  
reconoce los derechos de la naturaleza y ésta pasa a ser uno de los elementos constitutivos del Buen Vivir” (Ibíd). 
 
Ya desde el punto económico, uno de los argumentos es que en las últimas décadas las exportaciones 
petroleras han sido la fuente más alta de ingresos para el país, entre los años 2004 y 2012 se convirtieron 
en el 57.16% de las exportaciones. Se concluye desde un punto optimista en el que el valor del barril de 
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crudo se posicione a USD 70 se podría obtener en valor presente neto aproximadamente USD 22.260 
millones de donde el bloque 43 obtendría 18.292 millones y el bloque 31 3.868 millones y que las tasas 
de crecimiento real de nuestra economía en su año pico tendría un crecimiento de 7.1 %, con lo que la 
presente comisión resuelve aprobar el informe en cuestión.  
 
7.1.3. Informe de la Comisión Especializada Permanente de Gobiernos Autónomos, 
Descentralización, Competencias y Organización del Territorio 
El informe fue remitido por la presidencia de la comisión, también el 5 de septiembre de 2013 a la 
presidencia de la Asamblea Nacional, en cuyo esquema establece como objeto entregar el informe 
aprobado por la presente comisión, muestra los antecedentes previos como la solicitud del Presidente de 
la República y algunos oficios de orden interno, de manera seguida hacen un listado de las personas que 
fueron recibidas en Comisión General, en las que se destacan: Jorge Olmedo como Director Ejecutivo del 
Consorcio de Gobiernos Autónomos Provinciales del Ecuador, CONGOPE; Sonia Palacios como 
Presidenta encargada de la Asociación de Municipalidades del Ecuador, AME; y el señor Carlos Chilán 
como Presidente del Consejo Nacional de Gobiernos Parroquiales Rurales, CONAGOPARE, sin 
embargo,  no consta síntesis alguna sobre el pronunciamiento de cada uno de estos actores nacionales. 
 
En cuanto al Marco Constitucional se transcribe los artículos referentes a la extracción de recursos 
naturales no renovables en áreas protegidas, además de las normas constitucionales referentes a los 
recursos económicos de los Gobiernos Autónomos Descentralizados. 
 
Dentro del tema de análisis y debate de la Comisión se enfatiza nuevamente la necesidad de erradicar la 
pobreza del país de acuerdo a los lineamientos del Plan Nacional del Buen Vivir, señala también lo 
manifestado por la Asociación de Municipalidades del Ecuador, en cuanto a la difícil situación en 
saneamiento ambiental reflejando los siguientes datos: 
 
1. Sólo el 71.9% de viviendas tienen cobertura de agua potable y 52 cantones (de 221) 
(…) 
2. El 53% de viviendas en el país tienen alcantarillado (…) 
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3. El 76.9% de las viviendas tienen acceso a la recolección de residuos. 
 
Con estos datos alarmantes desde todo punto de vista, se fortalece la necesidad de obtener recursos para 
mejor la calidad sanitaria de la población ecuatoriana en cantones sobre todo de la Amazonía, mejorando 
los servicios de alcantarillado y rellenos sanitarios que están a cargo de las Municipalidades. 
 
Desde el punto de vista económico, se muestra el aspecto legal que los ampara para obtener regalías por 
la inminente explotación petrolera en el Parque Nacional Yasuní, normas que fueron analizadas en 
capítulo anteriores de la presente investigación;  y que se resumen al 10% que el COOTAD asigna a los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados sobre los ingresos no permanentes del presupuesto general del 
Estado, donde se ubicaría los ingresos provenientes de la extracción petrolera en el Parque Nacional 
Yasuní,  y también añaden el impuesto de un dólar por cada barril de petróleo explotado en la región 
amazónica de acuerdo a la Ley del Fondo para el Ecodesarrollo Regional Amazónico y de 
Fortalecimiento de sus Organismos Seccionales.  Se suma el 12% de las utilidades que se redujeron a los 
trabajadores vinculados a la actividad hidrocarburífera, y por último la inversión y reinversión de las 
utilidades y excedentes  que produzcan las empresas públicas también vinculadas a las actividades ya 
descritas, lo que de acuerdo a datos proporcionados por el presente informe a un valor presente de 70 
dólares por barril los Gobiernos Autónomos Descentralizados recibirán al momento un total de 3.707,15 
millones de dólares y en valores corrientes en los próximos 23 años 8.639,02 millones de dólares. 
 
En relación al ordenamiento territorial, mencionan las competencias que el COOTAD entrega a los GADs 
para que a través de los planes de ordenamiento territorial respectivos regulen el adecuado uso del suelo 
en relación con una adecuada prestación de servicios básicos, protección al ambiente y todas las 
actividades económicas permanezcan en armonía con esta, tal es el caso de la colonización en la zona de 
amortiguamiento del Parque Nacional Yasuní y todas las áreas pertenecientes a las jurisdicciones 
parroquiales, cantonales y provinciales que fueron señaladas en capítulos anteriores y que de acuerdo a la 
lista proporcionada por datos del presente informe no se toma en cuenta a una parte de las parroquias 




Se hace especial atención en el informe al tratamiento que se debe dar al sitio de amortiguamiento del 
Parque Nacional Yasuní, ya que es un área sensible que por su proximidad a la zona protegida debe ser 
regulada en relación a nuevos asentamientos humanos, y la construcción indiscriminada que afecta el 
ambiente, de esta forma la argumentación referente a este título concluye con la premisa que es 
importante la coordinación entre todos los niveles de gobierno como son la administración pública 
central, institucional y descentralizada para un manejo adecuado de las zonas de amortiguamiento del 
Parque Nacional Yasuní, por las implicaciones sociales, económicas, ambientales y culturales. 
 
Por las razones expuestas y analizadas la Comisión concluye y recomienda ciertos aspectos desde el 
punto de vista económico, ya que considera factible la declaratoria por los ingresos que los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados van a obtener y la imperativa necesidad de inversión en sectores de 
competencia provincia, cantonal y rural. Otras conclusiones se resumen en la necesidad que los Gobiernos 
Autónomos Descentralizados tomen especial atención en la zona intangible y la obligación de dar 
seguimiento al proceso de explotación. Con lo expuesto la Comisión resuelve aprobar el presente informe 
y remitirlo a la Comisión de Especializada Permanente de la Biodiversidad y Recursos Naturales.     
 
7.1.4. Informe de la Comisión Especializada Permanente de Justicia y Estructura del Estado 
Con fecha 06 de septiembre de 2013 mediante oficio N°. 215- CEPJEE-P la Comisión de Justicia y 
Estructura del Estado, finaliza los informes solicitados por la Comisión de Biodiversidad y Recursos 
Naturales, con un esquema parecido a los ya analizados, el objeto se lo establece en la recolección de 
argumentos y resoluciones sobre los temas relacionados a la competencia de la Comisión, en los 
antecedentes señala a las personas que durante dos días realizaron sus intervenciones en Comisión 
General, ya que intervinieron reconocidos juristas y maestros universitarios como el DR. Rafael Oyarte, 
Ab. Salim Zaidán, Dr. Jaime Veintimilla y Dr. Juan Montaña y añade ciertos informes de carteras de 
Estado que sirven de soporte para la resolución tal es el caso del Informe del Ministerio de Justicia, 
Derechos Humanos y Cultos sobre el plan de medidas cautelares para la protección de los pueblos 
indígenas en aislamiento, así como un informe del Ministerio del Ambiente referente a los bloques 31 y 
43, e  informe del Ministerio de Recursos Naturales no Renovables sobre la explotación petrolera de los 




De esta manera en el Informe se hace una síntesis de los argumentos constitucionales, ambientales, 
técnicos y financieros que constan en la solicitud de declaratoria de interés nacional enviado por el 
Presidente de la República, así como de los informes de respaldo remitidos por el Ministerio Coordinador 
de Política Económica, Informe del Ministerio de Recursos Naturales no Renovables, Informe del 
Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos y el Informe del Ministerio de Ambiente, cuyo 
estudio y análisis se encuentra satisfecho en páginas preliminares de la investigación. 
 
Los temas que la presente comisión toma en cuenta son los relativos al régimen constitucional, en base a 
los artículos 71 de la Constitución  que hace referencia al reconocimiento de derechos a la Naturaleza o 
Pacha Mama, en contraposición al artículo 276 referente al régimen de desarrollo que propende a 
realización íntegra de la población, es allí donde la Comisión también muestra una dicotomía entre 
derechos de la naturaleza y el Buen Vivir del ser humano. También mencionan los derechos de los 
pueblos indígenas contenidos en el artículo 57, pero aparentemente no existe problemática alguna ya que 
la excepcionalidad contenida en el artículo 407 posibilita la actividad extractiva en el Parque Nacional 
Yasuní. 
 
Al referirse a la obligación del Estado de mantener un desarrollo sustentable, la Comisión igual que las 
anteriores hace imperante la necesidad de erradicar la pobreza y mitigar la inequidad en la distribución de 
recursos, de acuerdo a lo que manda el artículo 3 de la Carta Magna, y según la interpretación que dan al 
artículo 74 la Naturaleza no es intocable, sino que es menester que el Estado establezca la regulación 
necesaria para que las actividades extractivas no afecten la armonía del ecosistema , siempre acorde al 
principio de sustentabilidad. 
 
El informe hace especial atención a los territorios de los pueblos en aislamiento voluntario, definiéndolos 
como pueblos indígenas que se rehúsan a mantener algún tipo de contacto, debe entenderse con el mundo 
occidental, reconoce la existencia de dos pueblos los Tagaeri y los Taromenane en el territorio 
ecuatoriano, prácticamente plantando la incertidumbre si habitan en el Parque Nacional Yasuní, sin 
embargo, hacen una lista de los instrumentos de protección a este segmento indígena, como el 
reconocimiento de la zona intangible Tagaeri- Taromenani y las medidas cautelares otorgadas por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos el 10 de mayo del 2006, de esta manera se han realizado 
acciones para cumplir con el requerimiento de esta entidad internacional como la incorporación de una 
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estación de monitoreo llamada EMZITT por sus siglas, conformada por profesionales externos, así como 
por indígenas del lugar y colonos. 
 
En cuanto a la zona intangible y el Parque Nacional Yasuní, según estudios técnicos a los que se hacen 
mención, existen grandes reservas de recursos hidrocarburíferos dentro del área, sin embargo, no se 
encuentran rastros de la presencia de los pueblos en aislamiento voluntario, con esa premisa de acción 
tratan de armonizar los derechos de los pueblos aislados que posiblemente existan con la necesidades de 
los Estados. 
 
En cuanto a la consulta previa se establece que son las empresas que presten servicios vinculados a la 
actividad hidrocarburífera las encargadas de realizar la consulta previa respectiva, sea en el caso de 
programas de prospección, explotación y comercialización, y en el caso de la declaratoria de interés 
nacional por ser un acto eminentemente legislativo no debe ser sometido a este requisito, en cuanto a la 
posibilidad de convocar a una consulta popular en relación a lo que manifiesta el propio artículo 407 de la 
Constitución de la República, eje de todo el procedimiento, se considera que es discrecional cuando sea 
conveniente de acuerdo a las circunstancias, de este modo la Asamblea respalda su decisión en los 
informes de los Ministerios y Comisiones mencionadas. 
 
El debate al que llegó la Comisión, luego de la presencia de varios expertos ya mencionados, se centró en 
la relación de la excepcionalidad del artículo 407 con el artículo 57 relativo a los derechos de los pueblos 
indígenas, lo que los llevó a varias conclusiones y recomendaciones en razón del levantamiento a la 
prohibición contenida en el artículo 407 y que esta decisión no afectaría la delimitación de las áreas 
protegidas y la zona intangible, y que el presente procedimiento solo estaría encaminado a autorizar 
actividades en el bloque 31 y 43, lo que hace suponer que para la explotación de otros bloques contiguos 
es necesario realizar un nuevo procedimiento de iguales características. 
 
También concluye el Informe que no existe contradicción alguna entre el artículo 407 y la prohibición de 
actividades extractivas en áreas de posesión de pueblos indígenas, sino complementarias ya que se parte 
del supuesto que no existen pueblos en aislamiento voluntario, y si se llegara a encontrar el Estado actuará 
para precautelar sus derechos. La consulta previa les corresponde a las empresas ejecutoras de las labores 
95 
 
de campo y no a las dedicadas a tareas administrativas, por último la consulta popular reitera la 
discrecionalidad con la que cuenta la Asamblea. 
 
Por todo lo expuesto la Comisión evidentemente aprueba el informe con la exposición de ciertas 
recomendaciones que van en relación al ámbito de su competencia. 
 
7.1.5. Pronunciamiento de la Comisión Especializada Permanente de Educación, Cultura, Ciencia 
y Tecnología 
El Consejo de Administración Legislativa en resolución N° CAL- 2013- 2015- 021 de 29 de Agosto de 
2013, solicitó los informes de las cuatro comisiones precedentes, más la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa que posibilita la participación social de la Asamblea Nacional, por lo que la Comisión de 
Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología realizó un pronunciamiento dirigido a la presidencia de la 
Asamblea Nacional, mediante oficio N° 0031- AN- SEC- CECCYT- 2013 de 16 de septiembre de 2013 
con un carácter no vinculante sino declarativo. 
 
El primer punto versa sobre el afán de erradicar la pobreza en el país y así mejorar la calidad de vida en la 
población, objetivo que solo se puede lograr a través del incremento de los ingresos que nutran el 
Presupuesto General del Estado, este objetivo se llegaría a concretar de manera favorable con los réditos 
que se obtengan de la explotación de los bloques 31 y 43 del PNY. 
 
Otro punto que trata el documento es acerca del modelo que sigue el Estado, basado en el “ser humano” 
antropocéntrico, como ya se explicó en reiteradas ocasiones, se mezcla este propósito con el cambio de 
matriz productiva que se pretende alcanzar, pero que por el momento solo será posible por medio de la 
extracción de recursos naturales, donde progresivamente se alcanzarán nuevas formas de sustento basado 
en la industria del conocimiento, pues consideran que es el momento exacto para que se invierta en  la 




Por último la comisión parece desconocer la existencia de la estación de monitoreo dentro de la zona 
intangible pues sugieren la incorporación de una “Comisión Técnica Permanente”, para que se encargue 
de realizar labores de fiscalización en el ámbito ambiental y de los derechos de los pueblos indígenas, 
cuando la recomendación debería fortalecer la estación de monitoreo existente. 
 
7.1.6. Informe para primer debate de la Comisión Especializada Permanente de la Biodiversidad 
y Recursos Naturales 
Con fecha 18 de septiembre de 2013, mediante oficio CEPBRN-PC-2013-118,  la Comisión 
Especializada Permanente de  Biodiversidad y Recursos Naturales, remite a la presidencia de la Asamblea 
Nacional el informe para primer debate, luego de haber recibido los cuatros informes solicitados a las 
Comisiones indicadas y del pronunciamiento adicional de una Comisión más, los cuales son el sustento 
del presente documento,   por lo que es necesario analizar y tomar en cuenta ciertos puntos adicionales 
producto del trabajo en debate de la Comisión pertinente. 
 
 
La Comisión recibió 42 participaciones de varios actores sociales, como Ministros de Estado, Presidentes 
de la demás comisiones de la Asamblea y varios ciudadanos y colectivos pro y contra de la petición del 
Presidente sobre declarar de interés nacional la explotación de los bloques 31 y 43, tal es el caso de 
Yasunidos, colectivo que causó gran conmoción nacional por su propuesta de consulta popular que será 
resumido en el próximo título, de la misma manera se recibió en Comisión general a ciudadanos que 
habitan la zona cercana a los bloques. 
 
La Comisión de Biodiversidad y Recursos Naturales cita la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, por considerarlo análogo, es el Caso del Pueblo de Saramaka vs. Surinam, proceso 
que insta a los gobiernos suscriptores de la Convención Americana sobre Derechos Humanos que  
respeten la armonía entre pueblos indígenas y su entorno natural, sin embargo, fundamentan su tendencia 
en el artículo 21 de la misma convención, pues dicha propiedad no es absoluta, con lo que la decisión es 




Evidentemente la Jurisprudencia citada se inclina a la tesis propuesta por el gobierno luego de la fallida 
iniciativa ITT,  puesto que tras una aparente colisión de derechos entre la propiedad de los pueblos 
indígenas y la soberanía sobre el subsuelo y sus yacimientos por parte del Estado, el condicionamiento 
para la factibilidad de explotación es la participación activa de los pueblos indígenas involucrados, el 
beneficio que obtengan por las labores extractivas y la garantía de bajo impacto ambiental y social. 
 
En relación a la necesidad de protección que merecen los pueblos indígenas en aislamiento voluntario, 
según el informe de la Comisión, el Estado estaría haciendo la labores necesarias y justas, desde el punto 
de vista constitucional y congruente con las directrices que estableció en febrero de 2012 la Oficina del 
alto comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, en un estudio denominado 
Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas en Aislamiento y Contacto Inicial de la región 
Amazónica, de este modo los intereses estatales están sobre los de los pueblos indígenas, con la 
obligación de mantener la armonía social y ambiental. 
 
 
Casi anticipando a lo que muchos críticos podrían inferir de la Constitución de 2008, que en su artículo 
395 establece un principio de Indubio Pro Natura, los legisladores lo interpretan como efectivo ejercicio 
de los principios de precaución, prevención y daño objetivo, es decir, promover la utilización de 
tecnología limpia que reduzca la mayor cantidad de impacto ambiental. 
 
Con lo expuesto, la Comisión en su parte resolutiva sugiere al pleno de la Asamblea Nacional la 
aprobación de la presente Resolución Especial, a ser tratada en primer debate, destacándose aspectos 
como que la explotación no afecte a un área mayor al uno por mil (1/1000) del Parque Nacional Yasuní, 
así como respetar, además de excluir la zona intangible de la declaratoria de interés nacional, todo esta 
actividad deberá realizarse con un monitoreo integral con la participación de centros académicos y de 
investigación, incluso extranjeros, siempre bajo la responsabilidad de PETROAMAZONAS EP. 
 
Un punto fundamental desde la óptica jurídica es el compromiso, de acuerdo al artículo 250 de la 
Constitución de la República, de promulgar la Ley del Régimen Especial de la Amazonía y reformar el 
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Código Ambiental, así como la instauración de protocolos, medidas y códigos de conducta para 
precautelar la vida de los pueblos indígenas. 
 
7.1.7. Informe para segundo debate de la Comisión Especializada Permanente de la Biodiversidad 
y Recursos Naturales 
El informe para segundo debate fue remitido el 30 de septiembre, luego de diez días de realizado el 
primero, en el que según el documento existieron alrededor  de cuarenta intervenciones de Asambleístas 
que muestran un discurso politiquero, falto de datos reales sean económicos o jurídicos, tanto del lado 
oficialista como de la débil oposición frente a la declaratoria, se suma 31 observaciones que se hicieron 
llegar por escrito luego de la sesión. 
EL fundamento jurídico prácticamente es semejante al del primer informe, que sugiere la aprobación de la 
Resolución en base a varios Considerandos declarativos sobre todo, desechando la posibilidad de consulta 
popular, que los recursos naturales no renovables son sectores estratégicos cuyo dominio pertenece al 
Estado y analogías con lo que concluía el primer informe, resuelve cinco puntos: 
 
1.- Que la extensión de afectación no sea mayor al del uno por mil (1/1000). 
2.- Excluir de la declaratoria a la Zona Intangible. 
3.- Ajustar una adecuada distribución de los recursos. 
4.- Aprobar la Ley de régimen especial para la Amazonía y reformas a la Ley Ambiental. 
5.- Que los bloques 31 y 43 solo sirvan de plataformas extractivas y no de procesamiento.
  
7.1.8. Declaratoria de Interés Nacional  
El pleno de la Asamblea, en segundo debate, aprobó la declaratoria de Interés Nacional para la 
explotación de los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní, de manera motivada presenta varios 
argumentos económicos, sociales, ambientales y jurídicos que son una trascripción de los informes ya 
analizados en la presente tesis,  por lo que  al punto histórico de esta decisión fueron muchos los actores 
conformes y no, tomados en cuenta y denigrados por las autoridades, tesis infundadas de falsos 
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ambientalistas que lejos de ayudar a la propuesta de dejar bajo tierra el crudo entorpecieron el camino de 
varios colectivos. 
 
7.2. La intención de Consulta Popular 
La Consulta Popular resultó un punto de mucha discordia entre quienes apoyaban la propuesta 
presidencial, con el supuesto que la decisión de convocatoria es facultativa para la Asamblea o incluso 
por la intriga que en las urnas el pueblo no los apoyaría, y quienes se negaban rotundamente a la 
extracción del tan preciado recurso natural de los bloques 31 y 42 del Parque Nacional Yasuní. 
 
La cronología de los hechos plantea un grave vacío legal, ya que si la Asamblea Nacional admitía el 
llamado a Consulta Popular el desfase de tiempo en la presentación de propuestas cuestiona cual era la 
adecuada para el procedimiento, ardua labor de interpretación de la Corte Constitucional, porque fueron 
tres las preguntas presentadas ante tal órgano jurisdiccional. 
 
La pregunta que más revuelo jurídico trajo consigo fue la patrocinada por el Dr. Julio César Trujillo y el 
colectivo Yasunidos, el 22 de agosto del 2013, cuyo texto era el siguiente “¿Está usted de acuerdo en que el 
gobierno ecuatoriano mantenga el crudo del ITT, conocido como bloque 43, indefinidamente bajo el suelo? Sí o 
No”  (Propuesta Yasunidos 2013) 
 
La Constitución  y el artículo 195 del Código de la Democracia exigen que se presente al menos el 5% de 
firmas válidas del padrón electoral, que desde un inicio tuvo inconvenientes por el diseño de los 
formularios, un aspecto de forma que de ninguna manera debía afectar la decisión del Consejo Nacional 
Electoral, además del peso del régimen para debilitar este derecho a través de las sabatinas, de esta forma 
el 12 de abril el colectivo en mención presentó al CNE más de setecientas mil firmas, la mayor parte 
fueron anuladas por presentar alguna inconsistencia grafológica sobre todo, motivación presentada un 





De forma paralela, se desarrolló la tesis del Frente de Defensa de la Amazonía, la que  puede considerarse 
como un “ecologismo infantil”, ya que según su pregunta pretendía paralizar la totalidad de modos de 
extracción de recursos en el país de acuerdo al siguiente texto:  “¿Está usted de acuerdo con declarar al 
Ecuador libre de toda actividad extractiva; y, en general, libre de proyectos que afecten a la pachamama y al 
patrimonio ambiental tales como proyectos hidrocarburíferos, mineros, entre otros?”. (Propuesta Frente de 
Defensa de la Amazonía 2013), la documentación fue entregada el 27 de marzo al CNE.) 
 
La tercera intención de pregunta fue la siguiente: “¿Apoya al presidente Rafael Correa en su propuesta para la 
explotación del petróleo en un área no mayor al 1x1.000 del Parque Nacional Yasuní y que el producto del petróleo 
que se extraiga del bloque 43 campos ITT se destine a la lucha contra la pobreza, la protección ecológica del país, 
el financiamiento de los planes de vida de las comunidades ancestrales y la dotación de servicios básicos? Sí – No”. 
Propuesta presentada por los Alcaldes Amazónicos el 13 de septiembre del 2013, cuestión absolutamente 
política en respaldo a la imagen del líder la Revolución ciudadana, que seguros de su victoria, aunque no 
en las urnas, al final desistieron de presentar las firmas y más bien protagonizaron un acto público en el 
que simbólicamente entregaron las rubricas al primer mandatario. 
 
Por una u otra razón, más que jurídica resultó ser política, la consulta popular no puedo ser accesible para 
los colectivos y por la temeridad que el régimen tiene para validar su simpatía en las urnas. 
 
7.3. Licencia Ambiental 
 
El procedimiento administrativo hasta el momento concluye con la Resolución 315 del Ministerio del 
Ambiente en el que se otorga la Licencia Ambiental para el proyecto de Desarrollo y Producción de los 
campos Tiputini y Tambococha, ubicado en la provincia de Orellana, según el documento motivando por 
aproximadamente 77 considerandos, de los cuales la mayoría son respaldos técnicos de factibilidad, 
resuelve otorgar la Licencia Ambiental a Petroamazonas EP, con lo que la empresa pública se obliga a: 
 
“la ejecución del proyecto y desarrollo y producción de los campos Tiputini y Tambococha 
ubicados en la provincia de Orellana”. 
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Para lo cual deberá el Estudio de impacto ambiental y Plan de manejo ambiental, realizar el monitoreo 
apropiado e informar al Ministerio del Ambiente, utilizar tecnología de bajo impacto, responsabilizarse de 






















ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS, CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES 
 




Autor: Pablo Herrera Naranjo 
Entrevistado: Dra. Inés Pinos. Asesora de la Dirección Técnica de Área de Asesoría Legal Especializada 
del Ministerio de Recursos Naturales no Renovables. 
Fecha: 08-Agosto-2014 
 
1.- ¿Cuál es el fundamento Constitucional y legal para la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas? 
 
“El artículo 399 y 407 de la Constitución de la República del Ecuador disponen el ejercicio 
integral de la tutela estatal sobre el ambiente, su preservación; la norma del artículo 407 
excepciona que dichos recursos se podrán explotar a petición del Presidente y previa 
declaratoria de interés Nacional por parte de la Asamblea Nacional.” 
 
2.- ¿Por qué el Estado tiene el dominio absoluto de los recursos naturales no renovables? 
“Los artículos 1 y 317, numeral del artículo 216 y 408 de la Constitución de la República del 
Ecuador, establecen que los recursos naturales pertenecen a su patrimonio inalienable, 
irrenunciable e imprescriptible, y tiene la competencia exclusiva sobre los recursos 
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hidrocarburíferos, tienen el carácter de estratégicos sobre los cuales el Estado se reserva el 
derecho de administrar, regular, controlar y gestionar de acuerdo a los principios de 
sostenibilidad ambiental, precaución, prevención y eficiencia” 
3.-  ¿Cuál cree es la posición de las comunidades indígenas frente a la explotación de recursos en su 
territorio? 
“Puede darse una oposición mayoritaria de la comunidad al desarrollo del proyecto 
hidrocarburífero, o extra limitarse en peticiones económicas a las operadoras.”  
4.- ¿Cuál es la importancia de una consulta popular dentro de un procedimiento extractivo en áreas 
protegidas? 
“Es muy importante y es necesario que exista el equilibrio entre lo natural, lo social para el 
desarrollo de las actividades hidrocarburíferos ya que toda decisión que pueda afectar al 
ambiente debe ser consultada a la comunidad.” 
 
5.- ¿Considera que el país mantiene un sistema adecuado de manejo de áreas protegidas? 
“La Constitución de la República en los artículos 407 y 405 manifiesta que el patrimonio 
natural del Ecuador es único y el sistema nacional de áreas protegidas garantizará la 
conservación de la biodiversidad a través del sistema y subsistemas estatal, fomentando la 
participación de las comunidades, pueblos y nacionalidades que han habilitado 
ancestralmente en las áreas protegidas, para la administración de la gestión, lo cual se cumple 
parcialmente”. 
 




Con respecto al conocimiento que tiene la funcionaria que colaboró en esta entrevista, es lo 
suficientemente clara al citar el artículo 407 de la Constitución de la República y añade el artículo 399 del 
mismo cuerpo legal referente al sistema nacional descentralizado de gestión ambiental y la incidencia del 






Los artículos que presenta en la respuesta fortalecen de forma exclusiva la propiedad que el Estado 
mantiene sobre los recursos naturales no renovables, sin embargo nada se menciona en cuanto a la 
colisión de derechos que puede existir cuando estos recursos se encuentran en zonas intangibles, y aún 





En esta pregunta, la respuesta conduce a una aceptación por parte de esta funcionaria sobre la 
inconformidad de las comunidades indígenas en su legítimo derecho de ser consultados de forma previa, 
pero también señala un punto que pocos autores reconocen referente a las hábiles maniobras que tienen 




La Consulta Popular para criterio de quien responde es un equilibrio entre lo natural, es decir los derechos 
de la naturaleza y el ambiente, y lo social acerca de la participación ciudadana que debe ser tomado en 




Posee el conocimiento acerca del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, necesario para dar cuenta de la 
gestión que el Estado mantiene en este tipo de territorios, aunque desconoce al parecer las normas 








8.2. Formulario N°2 
Entrevista 2  
Autor: Pablo Herrera Naranjo 
Entrevistado: Ab. Andrea Cárdenas. Directora Técnica del área de Asesoría legal especializada del 
Ministerio de Recursos Naturales no Renovables. 
Fecha: 08-Agosto-2014 
 
1.- ¿Cuál es el fundamento Constitucional y legal para la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas? 
“Los artículo 407, 261 numeral 7 y 397 numeral de la Constitución de la República del 
Ecuador.” 
 
2.- ¿Por qué el Estado tiene el dominio absoluto de los recursos naturales no renovables? 
“La expresión dominio absoluto no es pertinente, debiendo considerarse que por disposición 
constitucional de los artículos 1, 317 y 408 de la Carta fundamental en concordancia con el 
artículo 315 del mismo cuerpo,  los recursos naturales no renovables pertenecen al patrimonio 
inalienable e imprescriptible del Estado”. 
 
3.-  ¿Cuál cree es la posición de las comunidades indígenas frente a la explotación de recursos en su 
territorio? 
“Negativa a la explotación de recursos por considerarlo invasiva y con grave afectación 
ambiental.”  
 




“Alta, debido a que es necesaria y un derecho de los ecuatorianos a conocer y pronunciarnos 
respecto de los procedimientos extractivos en áreas protegidas es prohibido por la 
Constitución.” 
5.- ¿Considera que el país mantiene un sistema adecuado de manejo de áreas protegidas? 
“No conozco sobre el sistema empleado en el manejo de área protegidas”. 
 




Las respuestas cortas pero concisas de la entrevistada ponen a la luz el alto conocimiento que tienen los 
directores del área legal de los ministerios pertinentes, no podía obviar el artículo 407 de la Constitución, 





Pese a que considera que el término absoluto no es pertinente con los artículos que menciona, ratifica el 




Existe concordancia respecto a la negativa que las comunidades indígenas tienen frente a la actividad 
extractiva de petróleo cercana a su territorio, pese a esto nada se menciona a las garantías constitucionales 




Es interesante el reconocimiento que le da a la Consulta Popular como un ejercicio democrático de 
participación ciudadana en temas tan sensibles como la posible afección que un área natural puede llegar 





 Es lamentable el desconocimiento que algunas autoridades tienen sobre la existencia de este sistema que 
vigila que las áreas naturales lleven una conducción correcta, ya que esto contribuye al atropello jurídico 
de los derechos de la naturaleza.  
 
8.3. Formulario N° 3 
Entrevista 3 
Autor: Pablo Herrera Naranjo 
Entrevistado: Sandra Iturralde. Miembro colectivo Yasunidos.  
Fecha: 29-julio-2014 
 
1.- ¿Cuál es el fundamento Constitucional y legal para la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas? 
“EL ilegítimo artículo 407 de la Constitución que provoca la destrucción de la naturaleza y el 
atropello de los derechos de los ciudadanos que buscamos un ambiente ecológicamente 
equilibrado.” 
 
2.- ¿Por qué el Estado tiene el dominio absoluto de los recursos naturales no renovables? 
“El Estado amparado en la Constitución elaborada en su régimen, y el Código Civil, requiere 
llenar sus arcas a través de la explotación de todos los recursos naturales posibles, entre ellos 






3.-  ¿Cuál crees es la posición de las comunidades indígenas frente a la explotación de recursos en su 
territorio? 
“Las comunidades indígenas imposibilitadas de dar su opinión, sienten que no han sido 
consultadas de forma previa y observan impotentes  como sus tierras son invadidas por 
personas ajenas y maquinaria de gran impacto.”  
 
4.- ¿Cuál es la importancia de una consulta popular dentro de un procedimiento extractivo en áreas 
protegidas? 
“La participación ciudadana es el eje fundamental en un Estado de Derechos de acuerdo a la 
propia Constitución y el Código de la Democracia, es lamentable que el Consejo Nacional 
Electoral haya coartado esta iniciativa propuesta por Yasunidos.” 
 
5.- ¿Considera que el país mantiene un sistema adecuado de manejo de áreas protegidas? 
“Las áreas protegidas pasan a un segundo plano tratándose de proyectos extractivistas, 
cuando la decisión se acopla al proyecto gobiernista”. 
 





Si bien es digna la lucha que mantienen ciertos colectivos en defensa de los derechos del ambiente 
desconocen que la misma constitución posibilita al Estado para que se beneficie de los recursos naturales 









La entrevistada al mencionar que el código civil otorga el dominio de este tipo de recursos conoce algo 
del marco legal sobre este tema y resulta que el descontento se produce por la intervención de empresas 





Los colectivos son la voz de muchas personas que no pueden dar un criterio o una crítica con respecto a 
una decisión estatal, por esta razón piensa que los grupos indígenas no fueron consultados sobre la 





Con respecto a la Consulta Popular presentada por tres colectivos el tema de fondo parece que se lo 
analizó desde un punto de vista político coyuntural y no jurídico, crítica que la hacen grupos 




La respuesta evade la cuestión de fondo, si bien es una realidad lo que manifiesta la entrevistada, también 
es cierto que no tiene conocimiento sobre el sistema nacional de áreas protegidas.  
 
 
8.4. Formulario N° 4 
Entrevista 4 
Autor: Pablo Herrera Naranjo 






1.- ¿Cuál es el fundamento Constitucional y legal para la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas? 
En la Constitución ecuatoriana (CE) encontramos todo un capítulo, II, en el Titulo VII que trata sobre los 
recursos naturales y, específicamente, en la sección cuarta del mismo capítulo; sin embargo,  el artículo 
407 es el fundamento constitucional para permitir la explotación en áreas protegidas, esto es mediante un 
declaración de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional por pedido fundamentado del 
Presidente.    
 
Con respecto al fundamento legal para la extracción de recursos naturales no renovables en áreas 
protegidas puedo mencionar la Ley Orgánica de la Función Legislativa que en su artículo 8, 3er inciso, 
versa sobre el proceso de la decisión del pleno en la declaratoria de interés nacional; y, también, en el 
artículo 49 que trata sobre la declaratoria de interés nacional.   
 
2.- ¿Por qué el Estado tiene el dominio absoluto de los recursos naturales no renovables? 
 
Se debe tomar en cuenta que los recursos naturales existentes en el territorio ecuatoriano pertenecen a 
todos sus ciudadanos y estos recursos son inalienable,  irrenunciable e imprescriptibles (arts. 1 y 317 CE).  
 
En el actual modelo de organización política se le otorga las competencias al Estado sobre los recursos 
naturales no renovables (art.  261 CE, numeral 7), así como su gestión (art. 317 CE).  
 
Se puede concluir que el dominio absoluto de los recursos naturales no renovables por parte del Estado 
viene determinado desde la Constitución; es decir, por el conceso de un sin número de organizaciones 
sociales y políticas que fueron parte de la Constituyente de Montecristi del 2008.   
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3.-  ¿Cuál crees es la posición de las comunidades indígenas frente a la explotación de recursos en su 
territorio? 
 
Esta pregunta es muy compleja porque, primeramente, en un Estado como el nuestro, pluricultural, 
existen muchas comunidades indígenas, no solo quichuas (sin ánimo de homogenizar por la lengua) sino 
de diferentes idiosincrasia; por lo cual, se generan diferentes criterios frente a la explotación de recursos 
naturales en sus territorios.   
 
Otro punto que debe ser tomado en cuenta es que, en la actual Constitución, existe el reconocimiento y 
garantía a las comunidades indígenas para que participen en los beneficios económicos que reporten los 
proyectos de explotación que se hallen en sus tierras; así como la consulta previa, libre e informada sobre 
planes y programas de prospección, explotación y comercialización de recursos no renovables (art. 57 
CE).  
 
Con este argumento muchos dirigentes de comunidades indígenas han accedido o respaldan proyectos de 
explotación de recursos naturales en sus territorios; sin embargo, existen muchas voces de las mismas o 
diferentes organizaciones indígenas que denuncian que no se está cumpliendo la Constitución y estos 
proyectos extractivos no van a llevar a superar la pobreza, como argumenta el gobierno; los indígenas 
objetan que lo ofrecido por el actual gobierno no es el verdadero suma kawsay o suma camaña que vienen 
(los indígenas) pregonando hace más de 20 mil años atrás, es una vía deferente al paradigma occidental.  
 
4.- ¿Cuál es la importancia de una consulta popular dentro de un procedimiento extractivo en áreas 
protegidas? 
 
Esta es una pregunta muy importante. Primeramente debemos retomar el principio de que los recursos 
naturales en territorio ecuatoriano nos pertenecen a todos los ciudadanos. Entonces la pregunta es: ¿Por 
qué no hacer una consulta sobre procesos extractivos de recursos naturales en áreas protegidas? Si nos 
compete a todos los ciudadanos.    
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La convergencia de organizaciones sociales preocupados por la concepción y prácticas democráticas 
lograron plasmar en la Constitución de Montecristi un principio fundamental que es la participación de la 
ciudadanía en todos los asuntos de interés público mediante la democracia representativa, directa y 
comunitaria (art. 95 CE); creando así, la obligación del gobierno de hacer partícipe a la ciudadanía en 
todos los temas de interés público; así como,  la creación de la figura de democracia directa por iniciativa 
ciudadana, en la que la ciudadanía podrá convocar a consulta popular sobre cualquier asunto (art. 104, 
inciso 4º CE). Esta figura es un avance sustancial con respecto a la democracia liberal existente en los 
países centrales, es decir que este mecanismo de participación directa ciudadana no lo contemplan las 
Constituciones o normas legales de países como Estados Unidos, Alemania, Francia, etc.  Por lo cual, esta 
figura es un instrumento alternativo a la democracia representativa.   
 
Por lo dicho, la consulta popular dentro de un procedimiento extractivo en áreas protegidas es 
fundamental, no solo por la legitimidad que tomaría el resultado electoral, sino por el ejercicio 
democrático ciudadano que va más allá de las acostumbradas elecciones políticas para nombran a las 
futuras dignidades como presidente y asambleístas (democracia representativa).  
 
Es menester mencionar que la actual propuesta de Alianza País para realizar cambios constitucionales 
pretende eliminar las 3 últimas palabras del siguiente fragmento: “La ciudadanía podrá solicitar la 
convocatoria a consulta popular sobre cualquier asunto” (inciso 4º, art. 104 CE), es decir eliminar: “sobre 
cualquier asunto”. Este cambio constitucional es una evidente afectación a los derechos democráticos de la 
ciudadanía, ya que se pretende limitar este instrumento de participación activa ciudadana que es uno de 
los mayores logros de la Constitución de Montecrísti. 
 
Este hecho debe ser denunciado en todos los espacios que nos encontremos, sobre todo en la academia y, 







5.- ¿Considera que el país mantiene un sistema adecuado de manejo de áreas protegidas? 
Realmente este tema no lo conozco, por lo tanto no me atrevo a realizar comentarios sobre el mismo. Sin 
embargo, los acontecimientos visibilizados por la organización Yasunidos con respecto al manejo de 
Petroecuador en la amazonia ecuatoriana, hace ver que existe una serie de violaciones no solo de normas 
ambientales sino constitucionales. Observamos por ejemplo que no se permitió el ingreso de 
representantes de Yasunidos al bloque 31 del parque Nacional Yasuni, a pesar de tener la invitación a ir 
por parte del vicepresidente en grabaciones, este hecho deja mucho que pensar.  
 




El Abogado consultado, debido a su formación académica y profesional en temas relativos al Derecho 
Constitucional, muestra sólidos conocimientos en cuanto a ubicar las normas constitucionales pertinentes, 
y además conoce sobre la Ley de la Función Legislativa, aspecto que sustenta el procedimiento a seguir 




El entrevistado está conforme con el dominio que tiene el Estado sobre los recursos naturales no 
renovables, en razón de la representación que tiene éste sobre todos los ciudadanos del país, al 




En cuanto al reconocimiento de los derechos de los indígenas, su posición y críticas con respecto a los 
procesos extractivistas hace suponer que el trato que se da a este colectivo no está diferenciado, sino más 
bien se lo trata de generalizar sin tomar en cuanto la cosmovisión particular que tienen con respecto a 








Es un punto crítico la anulación de la iniciativa de consulta popular planteado por varios grupos sociales, 
hace referencia a la experiencia de varias legislaciones de tradición romanística y anglosajona, como la 





El Sistema Nacional de áreas protegidas es un aspecto que no todos los profesionales relacionados a la 
explotación petrolera conocen, pese a su inclusión constitucional, parece ser por la poca importancia que 
el mismo Estado le da. 
 
 
8.5.  CONCLUSIONES 
 
o A lo largo del presente trabajo se evidencia que existe amplia legislación constitucional y legal 
que regula la relación entre los recursos naturales no renovables y las áreas protegidas por la 
historia que el petróleo tiene en nuestro país y la gran importancia económica que genera para el 
Estado. 
 
o Las áreas protegidas son un aspecto de gran avance legal en el Ecuador que empezó con el 
Archipiélago de Galápagos, luego la coyuntura de los años 70 obligó a que la dictadura elabore 
un proyecto de diez zonas protegidas en las que se incluya el Parque Nacional Yasuní y 
posteriormente la Reserva de Biósfera Yasuní. 
 
 
o La zona intangible Tagaeri-Taromenane es producto del reconocimiento de la existencia de dos 
grupos humanos no contactados o que han hecho del aislamiento su forma de vida, territorio que 





o La iniciativa Yasuní ITT resultaba inviable desde el punto de vista económico por la dependencia 
del país hacia el extractivismo, además de conflictiva por involucrar un área protegida, una zona 
intangible, además de la indiferencia mundial de los países aparentemente comprometidos.  
 
 
o La Constitución de 2008 posibilita de manera exepcional la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas, sin embargo existe un desconocimiento del procedimiento a 
seguir para evitar una colisión de derechos entre la naturaleza y el Buen Vivir o Sumak Kawsay 
del que gozan los ciudadanos.  
 
o Además de la Constitución de la República existe un marco legal que articula los recursos 
naturales no renovables y las áreas protegidas entre los que se destacan la Ley Forestal de 
Conservación de Áreas Naturales y Vida Silvestre, la Ley de Gestión Ambiental, la Ley de 
Desarrollo Agrario y la Ley de Hidrocarburos. 
 
 
o Se destaca el incremento en la participación que van a tener Gobiernos Autónomos 
Descentralizados sobre los ingresos petroleros en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional 
Yasuní, en especial los que se encuentren inmiscuidos en el proceso extractivista, como 
compensación al desequilibrio histórico en el país. 
 
o La extracción de petróleo en los bloques 31 y 43 del Parque Nacional Yasuní es la primera 
experiencia de la excepción del artículo 407 desde la aprobación de la Constitución del 2008, su 
procedimiento sirve de ejemplo para la propuesta de la investigación.  
 
 
o La petición de declaratoria de interés nacional formulada por el Presidente de la República es 
fundamentalmente antropocéntrica pues argumenta su tesis en la posibilidad de erradicar la 
pobreza con los réditos que se pueden obtener de esta actividad, todo ello respaldado por amplios 






o La Asamblea Nacional cumplió todo el procedimiento establecido en los artículos pertinentes de 
la Ley de la Función Legislativa, sin embargo su apreciación es favorable a los argumentos 
extractivistas en los bloques 31 y 43, evidencia de aquello es la evasión de la Consulta Popular 
por considerarla discrecional, idea que tampoco prosperó en la iniciativa popular de tres 
colectivos citados en la investigación. 
 
o La estabilidad jurídica de las empresas vinculadas a la extracción petrolera en los bloques 31 y 43 
dependerá de la gestión correcta que realice Patroamazonas E.P de acuerdo a la licencia 






o Se recomienda hacer extensiva la presente investigación a todos aquellos profesionales que estén 
involucrados con temas relativos a la extracción de recursos naturales no renovables en áreas 




o Se recomienda que las actividades extractivas estén de acuerdo al marco constitucional y legal del 
país para de esta manera evitar cualquier tipo de colisión de derechos. 
 
 
o Se recomienda contar con informes técnicos, económicos, culturales, jurídicos y sociales durante 






o Se recomienda continuar con trabajos investigativos que se nutran de la información y datos 
obtenidos en el presente trabajo investigativo puesto que la realidad ecuatoriana continuará en un 
futuro incierto dependiente de la extracción de petróleo y más recursos.  
 
 
o Se recomienda la expedición de un instructivo de procedimiento para la explotación de recursos 
naturales no renovables que complete la legislación constitucional y legal vigente, de esta manera 
































La propuesta responde a la necesidad y problemática que impulsó la realización de la presente 
investigación, ya que es necesario un instructivo que acorde a las normas de rango constitucional y demás 
articulado legal encamine a profesionales del derecho, servidores públicos, estudiantes, colectivos y a la 
ciudadanía en general sobre los pasos a seguir previos a la explotación de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas. 
 
Trabajos investigativos previos no han logrado de manera certera  plantear una propuesta con la 
trascendencia de la presente, lo que deja en la incertidumbre jurídica al momento de promover un 
procedimiento de características similares, a la vez que se deja un vacío que puede ser llenado con 
maniobras jurídicas antojadizas de quien está en el poder o de quién alcanza la oposición de ideas de 
forma fundamentada o no. 
 
Por tanto, luego del trabajo investigativo, de la información obtenida y del análisis jurídico prolijo del 
procedimiento es necesario incorporar como punto final del trabajo un Instructivo para la extracción de 









9.2.1. Objetivo general  
 
Presentar un instructivo aplicable a los procedimientos para la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas. 
 
9.2.2. Objetivos específicos 
 
1.- Ajustar la propuesta a las normas constitucionales y legales del país. 
2.- Valorar la experiencia del presente procedimiento para la elaboración de la propuesta. 
 
9.3. Beneficiarios  
9.3.1. Beneficiarios directos  
 
El Instructivo al ser de carácter general, abstracto y de cumplimiento obligatorio beneficia a todos quienes 
tengan interés sobre la explotación de recursos naturales no renovables en áreas protegidas como son: 
- Abogados 
- Servidores públicos 
- Colectivos ambientales 
- Comunidades indígenas 






9.3.2. Beneficiarios Indirectos 
 
Los beneficiarios indirectos son la población ecuatoriana que con la correcta aplicación del 
procedimiento, confía en la legitimidad en la actuación del Estado y a su vez obtiene réditos económicos 
que permiten el mejoramiento de la calidad de vida. 
 
9.4. Descripción de la Propuesta  
 
INSTRUCTIVO DE PROCEDIMIENTO PARA LA EXTRACCIÓN DE RECURSOS 




Que es necesario dar cumplimiento con la excepción contenida en el artículo 407 de la Constitución de la 
República para la extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas con estricto apego a 
las normas constitucionales y legales. 
 
Que la petición de declaratoria de interés nacional de un área protegida le corresponde exclusivamente al 
Presidente de la República, quién lo realizará de manera fundamentada, podrá contar con informes y 
estudios elaborados  por los Ministerios del ramo correspondiente. 
 
Que la declaratoria de interés de un área protegida por parte de la Asamblea Nacional se lo hará de 





Que las autoridades evitarán cualquier colisión de derechos entre el dominio exclusivo sobre los recursos 
naturales no renovables que tiene el Estado de acuerdo al artículo 313 de la Constitución, y la 
intangibilidad de los territorios en aislamiento voluntario de acuerdo al penúltimo inciso del artículo 57 de 
la misma Constitución. 
 
Que los derechos colectivos de las comunidades indígenas a ser consultados de manera previa debe 
hacerse efectivo durante el procedimiento conducente a la extracción de recursos naturales no renovables 
en áreas protegidas de acuerdo al numeral 7 del artículo 57 y artículo 398 de la Constitución de la 
República. 
 
Que la consulta popular es una forma de participación ciudadana que se hará efectiva de por iniciativa 
colectiva de acuerdo a la Constitución y al artículo 195 del Código de la democracia, o de manera 
facultativa por parte de la Asamblea Nacional previa la declaratoria de interés nacional de áreas 
protegidas. 
 
Que la declaratoria de interés nacional por parte de la Asamblea Nacional será motivada con el respaldo 
de los informes de la Comisiones que el Consejo de Administración Legislativa estime pertinente. 
 
Se resuelve expedir el siguiente Instructivo: 
 
Artículo1.- Competencia: Le corresponde la aplicación del presente Instructivo a los servidores y 
servidoras públicos, profesionales y demás personas que intervengan en el procedimiento para la 
extracción de recursos naturales no renovables en áreas protegidas. 
 
Artículo 2.- Fases del Procedimiento: Las fases del procedimiento deberán ser cumplidas previa a la 




Artículo 3.- Solicitud: La solicitud le corresponde exclusivamente al Presidente de la República quien 
podrá respaldar su requerimiento con informes técnicos, económicos y jurídicos de los ministerios 
pertinentes. 
 
Artículo 4.- La Asamblea Nacional, a través del Consejo de Administración Legislativa, determinará la 
Comisiones responsables de la elaboración de los Informes previo a la aprobación final de la Resolución 
de declaratoria de interés. 
 
Artículo 5.- Consulta previa: Las comunidades indígenas deberán ser escuchadas previo a la declaratoria 
de interés nacional de un área protegida cuando se vean afectados, sin perjuicio de la decisión final. 
 
Artículo 6.- Consulta popular: La Consulta Popular se regirá de acuerdo a la Constitución y el Código de 
la Democracia y de manera discrecional cuando la Asamblea Nacional lo considere necesario. 
 
Artículo7.- La declaratoria de interés nacional de un área protegida es un requisito fundamental para la 
concesión de la licencia ambiental por parte del Ministerio del ramo. 
 
Artículo 8.- En caso de suspenderse y archivarse el procedimiento en alguna de sus fases, la solicitud 
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Formulario entrevista  
 
Autor: Pablo Herrera Naranjo 
 
1.- ¿Cuál es el fundamento Constitucional y legal para la extracción de recursos naturales no 
renovables en áreas protegidas? 
 
2.- ¿Por qué el Estado tiene el dominio absoluto de los recursos naturales no renovables? 
 
3.-  ¿Cuál cree es la posición de las comunidades indígenas frente a la explotación de recursos en su 
territorio? 
 
4.- ¿Cuál es la importancia de una consulta popular dentro de un procedimiento extractivo en áreas 
protegidas? 
 
5.- ¿Considera que el país mantiene un sistema adecuado de manejo de áreas protegidas? 
 
